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INTRODUCCIÓN 
El presente trabajo intenta ser un estudio elaborado con método his-
tórico de los textos que el Legislador universal (el Romano Pontífice y los 
Concilios generales) ha ido proponiendo de forma progresiva para 
contrarrestar en la Iglesia Católica el «veneno ponzoñoso que inficionaba 
las almas de los fieles», expresión que abunda en todos los textos 
magisteriales. 
* Director de la tesis: Prof. Dr. Ángel MARZOA. Título: El delito de herejía: «Iter» 
jurídico. Fecha de defensa:15.XX1991. 
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El c. 1364 §1 del nuevo Código tipifica la herejía, la apostasía y el 
cisma como delitos contra la fe y la unidad de la Iglesia. Estos tipos 
delictivos poseen una gran tradición en el Derecho Canónico, apareciendo 
como delitos gravísimos ya en los primeros textos legislativos. 
La génesis del actual c. 1364 §1 y sus sucesivas fases de redacción 
han puesto de relieve un problema doctrinal todavía no resuelto y esto es 
lo que nos animó a profundizar en este estudio. La herejía, la apostasía y 
el cisma por su misma naturaleza sitúan al delincuente enfrentado a la 
«communio ecclesiastica» y de alguna forma este mismo delincuente se 
autoexcluye del Cuerpo Místico de Cristo. Pero ¿qué relación guardan 
estos tipos delictivos con la pena de excomunión? ¿Es la excomunión una 
mera declaración externa de algo ya existente o verdaderamente constituye 
una situación jurídica nueva? ¿Es la pena de excomunión la más 
«adecuada» para castigar estos delitos? ¿Por qué? Este problema se 
plasmó en las discusiones de iure reformando, al discutir si se castigaban 
tales delitos con penas latae o ferendae sententiae. Finalmente el 
legislador se decidió por la imposición automática. 
Sin embargo, como consta claramente en los Acta Comissionis, tal 
decisión fue tomada a última hora, frente a la reiterada postura del Coetus 
de la Comisión redactora. Junto con el estudio de este episodio que 
corresponde al Apartado IV, hemos procurado profundizar en los textos 
legislativos anteriores al CIC-83 y relativos al delito de herejía, 
comenzando por el Derecho contenido en el Corpus Iuris Canonici 
(Apartado I); a continuación, la Bula In Coena Domini en las redacciones 
que su evolución histórica nos ha deparado, y la Constitución Apostolicae 
Sedis de Pío IX, fechada en 1869 (Apartado II). Finalmente, los cánones 
del CIC-17 relativos a este delito, procurando desentrañar la mente del 
Coetus que se encargó de su redacción y que fue dirigido por el Cardenal 
Pietro Gasparri (Apartado III). Para esto último nos hemos servido del 
estudio de algunos canonistas que elaboraron su propio código -siempre 
de índole privada- pero que, sin embargo, fueron consultados o formaron 
parte de la Comisión redactora del Código Pío-benedictino. 
Efectivamente, el primer Apartado con el que se abarca un periodo 
quizá demasiado amplio (hasta el siglo XV) puede ser acotado si 
consideramos que la redacción del Decreto se llevó a cabo no antes de 
mediados del siglo XII, y aunque recoja el Derecho anterior, no se hace 
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definitivamente común o universal hasta después de la elaboración del 
mencionado Decreto. De igual forma los demás libros que constituyen el 
Corpus Iuris Canonici no fueron estudiados por los canonistas y 
universalmente conocido por los fieles por los menos hasta el siglo XIV. 
Durante el Concilio de Trento (siglo XVI) se dieron normas muy 
específicas para contrarrestar el influjo de la Reforma protestante entre los 
fieles, encaminadas principalmente a la prohibición de leer y patrocinar los 
libros escritos por los herejes, que se propagaban por toda la cristiandad. 
No se incluyeron normas jurídicas nuevas que aportaran novedades 
respecto al delito de herejía en sí mismo considerado. 
Será a comienzos del siglo XVI cuando se lleve a cabo, en los textos 
legales, una transformación sustancial de la pena de excomunión con la 
que se debía castigar al hereje. La evolución que experimentó la redacción 
de la Bula Coenae, desde Julio II hasta Urbano VIII respecto a este delito 
es claramente significativa. Después de este último Papa y hasta Pío IX no 
hubo variación alguna. 
Con la Constitución Apostolicae Sedis de Pío IX (segunda mitad del 
siglo XLX) se llegó a una posición inamovible sobre lo que significaba ser 
hereje y qué pena imponerle, siendo de esto herederos directos los 
canonistas del siglo siguiente. 
Con el Apartado III llegamos al momento de la elaboración del Có-
digo Pío-benedictino, en el que se procura respetar la tradición canónica 
heredada, dándole una forma breve y precisa a ejemplo del código napo-
leónico, pero guardándose muy mucho de cambiar en algo su contenido. 
Así llegamos al Apartado IV, el más destacado por su importancia 
doctrinal, en el que desarrollamos el iter de la redacción final del canon 
1364 §1, mostrando con toda su crudeza el inesperado cambio que se 
produjo en la última revisión de la Comisión de Cardenales. En este 
apartado exponemos por extenso e insistentemente las razones que a 
nuestro entender fueron las causas últimas de tan repentino cambio en la 
redacción definitiva. 
La investigación en el iter jurídico de estos delitos trata de ofrecer 
algunos elementos de juicio para responder a las cuestiones que nos 
hemos propuesto en esta presentación y que, sin lugar a dudas, nos han 
parecido de actualidad en el Derecho Penal Canónico, muchas veces él 
mismo puesto en solfa por amplios sectores doctrinales. 
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I. EL «CORPUS IURIS CANONICI» 
En el Decreto, primera piedra del Corpus Iuris Canonici, además de 
cuestiones canónicas, se tratan cuestiones morales y dogmáticas. Las 
fuentes son muy variadas y de épocas históricas distintas, aunque pode-
mos señalar tres de mayor relieve: cánones de los Concilios, Decretales de 
los Papas y dicta de los Padres. Se extendió de forma general, no sólo en 
las cátedras, sino en los tribunales, y fue comentado y adornado con una 
«Glossa ordinaria» por Juan Teutónico (a. 1240). 
Es conocido el interés histórico y jurídico del Decreto, pues se 
estudió y consultó no sólo en el ámbito privado, sino también constituyó 
un punto de llegada (ya que recoge todo el derecho anterior) y un punto de 
partida (pues se inicia con él una nueva etapa de consolidación del 
Derecho Canónico como ciencia). 
Es por esto que comenzaremos estudiando el derecho contenido en el 
Corpus Iuris Canonici acerca del delito de herejía. De esta forma obten-
dremos una visión más amplia de todo lo legislado hasta entonces sobre 
este delito. No hay que perder de vista la manera peculiar con que fueron 
compuestos tanto el Decreto como los libros posteriores a él en lo que se 
refiere al Derecho Penal Canónico, es decir, se trata de una compilación 
de textos muy variados que procuraban dar una definición precisa del con-
cepto de tal o cual delito para pasar a continuación a enumerar las penas 
con las que se castigaba. Así se comprende fácilmente por qué comen-
zamos nuestro estudio sobre la herejía con lo recogido en el Corpus Iuris 
Canonici. No hacerlo así, no sólo supondría un grave error de método 
histórico, sino también un olvidadizo e imperdonable error sistemático. 
A. La palabra «Anathema» en los textos canónicos 
Siguiendo la etimología de la palabra, el anathema es en realidad una 
segregación o separación, que aplicada al Derecho Penal Canónico produ-
cía el efecto de eliminar y excluir de la sociedad cristiana 1. Se trata, por 
1. Según las fuentes que hemos podido consultar el término arameo maranatha no 
pudo ser usado nunca como sinónimo del griego anathema, ya que significa ¡Ven Señor!, 
expresión utilizada por los primeros cristianos para invocar la presencia de Dios en las 
acciones litúrgicas (cfr. J. M . BOVER-J. O'CALLAGHAN, Comentario a Act. 2, 36 del Nuevo 
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tanto, de una verdadera y radical separación del Cuerpo Místico de la Igle-
sia, que lleva en sí la suspensión del ejercicio de todos los derechos y de-
beres esencialmente eclesiales, que no podían ser reconocidos en aquellos 
que voluntaria y pertinazmente se separaran de la comunión eclesiástica. 
Era por esto una especie de muerte teológico-jurídica del fiel cristiano. 
El término anathema pudo haber dado lugar en los albores de la 
doctrina del Derecho Penal Canónico a una significación propia y 
particular que se reservaba a ciertos delitos con singular caracterización: 
aquellos derivados de la situación teológico-jurídica en la que el delin-
cuente se encontrara, como es claro que sucede en el caso del hereje: «En 
cuanto al hombre hereje, después de una o dos amonestaciones, lo evitas, 
sabiendo que un tal está pervertido y peca y está condenado por sí 
mismo» 2 . Esta auto condenación de la que habla S. Pablo significa sin 
duda una autoexclusión de la Iglesia por el mero hecho de abrazar 
contumazmente la herejía, aunque no obstante se requiera la constatación 
de la autoridad legítima para que tal situación adquiera un carácter oficial, 
jurídico. Pero esta constatación se trata de un acto jurídico constitutivo y 
no meramente declarativo. Por esta razón, el profesor Arias puede 
afirmar, glosando este mismo pasaje del Apóstol, que así queda estable-
cida «una característica que distingue esencialmente la excomunión del 
hereje, de cualquier otra excomunión, pues aquella se apoya en una 
situación de exclusión teológica previa creada por el delincuente (...) 
Ningún otro tipo de excomunión o cualquier otra pena canónica puede 
desvincular al fiel radicalmente de la Iglesia de Cristo, dado que una 
situación así sólo puede provocarla la actitud volitiva del delincuente» 3. A 
nuestro entender no se trata de una «distinción esencial», ya que se habla 
de la misma pena de excomunión, sino de una forma o tipo de imposición 
especialmente solemne y con un significado que, aun haciendo referencia 
a una pena medicinal y, por tanto, no impuesta a perpetuidad, sí se trata 
Testamento trilingüe. Edición crítica de la BAC, Madrid 1977, p. 628). El término corres-
pondiente al griego anathema en hebreo es jerem. El desconocimiento de estas lenguas, 
junto con la utilización por S. Pablo en I Cor. 16, 22 detrás de la frase «si quis non amat 
Dominum, anathema sit. Maraña tha!», puede justificar esta confusión. Es por tanto 
inadecuado el comentario que hace sobre esto T . GARCÍA BARBERENA, Comentarios al Código 
de Derecho Canónico, t. IV, Madrid 1964, p. 384. 
2 . TU. 3, 10-12. 
3 . Cfr. La pena canónica en la Iglesia primitiva. Pamplona 1975, p. 55. 
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de una desvinculación más radical con la Iglesia que aquella simplemente 
impuesta como excommunicatio en su aspecto únicamente jurídico. 
Esta clave de interpretación nos parece la más acertada para explicar la 
evolución experimentada por el término y las distintas significaciones que 
se han ido dando en la doctrina. Veamos cómo. 
Algunos textos del Decreto utilizan indistintamente los nombres de 
anathema y excomunión como equivalentes a una misma pena 4 ; pero 
examinando la antigua disciplina se puede llegar a deducir que la diferen-
cia específica se marcó por los primeros Padres de la Iglesia. A ninguno 
se le podía excluir de la comunión, aunque tal escisión no fuese la mortal 
(anathema) sino sólo medicinal (excomunión), a no ser que él espon-
táneamente confesara su delito o hubiese sido llamado (nominatum) y 
hallado culpable en un juicio secular o eclesiástico 5. Sin embargo, dicen 
algunos autores, quizá la distinción entre excomunión mayor y menor fue 
la causa de que el anathema se asimilara a la excomunión mayor por 
algunos Padres de épocas más tardías 6 . Esto veremos que es bastante 
improbable, pues la distinción entre excomunión mayor y menor no tuvo 
carta de naturaleza jurídica propia en el derecho común hasta por lo menos 
el siglo XII, cuando se introdujo en el derecho universal la distinción 
específica entre ambas. 
Sólo se incurría en excomunión menor por la ilícita comunicación 
4. Por ejemplo, C. XI, q. 3, c. 106 que refiriéndose al modo y forma de la excomunión 
dice: «quas in conclusione anathematis, vel excommunicationis proiicere debent in 
terram...». Capítulo de autor incierto, probablemente del mismo Reginonis II. 
5. S. AGUSTÍN, Homilía 50, de poertit., cap. 12 (que es la C. II, q. 1, c. 18) que dice: 
«Nos vero a communione prohibere quemquam non possumus (quamvis haec prohibitio 
nondum sit mortalis, sed medicinalis) nisi aut sponte confessum, aut in aliquo sive saeculari, 
sive Ecclesiastico iudicio nominatum, atque convictum». 
6. S. JUAN CRISOSTOMO, Homilía 15, sobre la epíst. de S. Pablo a los Romanos. En 
este sentido el anathema es una excomunión mayor, al menos una especie de ella, pero 
siempre mortal (ad interitum); y cuando entre los antiguos se hablaba de excomunión, se 
suponía generalmente la menor. Diferencia que se halla bien expresada en la C. III, q. 4, c. 12 
(del Papa Juan VIH, a. 878), donde se define la excomunión como separación de la sociedad 
fraterna, y el anathema como escisión del Cuerpo Místico de Cristo que es la Iglesia. 
A . M A R Z O A analiza este texto a la luz de los decretalistas del S. XIII y conviene en que «la 
dificultad se plantea, por tanto, a propósito de la terminología empleada con relación a los 
efectos, la cual da a entender que Graciano establece una clasificación distinta a la del 
decretalista; o, en todo caso, una especie de Excomunión distinta a las dos enunciadas por el 
Tranense, ya que Graciano habla de "separatio a fraterna societate" y "separatio a corpore 
Christi, quod est ecclesia"». (Cfr. La censura de excomunión. Estudio de su naturaleza jurídica 
en ss. XI1I-XV, Pamplona 1985, p. 109). 
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con el excomulgado vitando7. Hablando de los excomulgados, conviene 
decir que existían dos géneros, unos tolerados y otros no tolerados o 
vitandos. Tolerados son los que por algún delito incurrieron en exco-
munión, pero que no han sido públicamente excomulgados. No tolerados 
o vitandos los que han sido públicamente denunciados, por sentencia 
fijada en las puertas de la iglesia, o publicada en la misma en presencia del 
pueblo. Por el derecho anterior al Concilio Constanciense, todos los 
excomulgados eran vitandos, respecto de aquellos que tenían conoci-
miento cierto de la excomunión; mas por decreto de aquel Concilio y por 
la Constitución de Martín V, Ad evitanda scandala, de 1418, dada para 
resolver la situación planteada por el gran número de excomuniones que 
se dieron en tiempo del Cisma occidental por uno y otro Papa, sólo se 
prohibe en la disciplina canónica la comunicación con los excomulgados 
denunciados publice et nominatim, y con los que notoriamente golpearan 
a un clérigo, cuyo delito nulla possit tergiversatione celari, nec aliquo 
suffragio iuris excusan8. De este decreto se puede inferir que aunque los 
fieles no están obligados a evitar la comunicación con los excomulgados 
tolerados, están sin embargo éstos obligados, por su parte, a evitar la 
comunicación y consorcio con aquellos, tanto in divinis, como in 
civilibus, porque la concesión no ha sido otorgada en favor de los 
excomulgados, sino de los fieles, según dicen aquellas palabras: «Per hoc 
tamen non intendimus relevare, nec iuvare sic excommunicatos, etc». 
En un texto contenido en el Decreto, pero espurio y que pertenece al 
siglo LX, atribuido clásicamente al Papa S. Símaco (a. 504, del V Sínodo 
Romano), se da a entender que los efectos propios marcaban los límites 
de la excomunión como censura penal o gravísima 9. Otros, más propia-
7. Cfr. h vr, v, 11, 3. 
8. Cfr. P. GASPARRI, Codicis iuris canonici fontes, vol. I, Romae 1947, p. 58. 
9 . Véase C. ID., q. 5, c. 3 §1, que dice: «Si quis haec, quae hodie in hac sancta Synodo 
prohibita sunt, infringere praesumpserit, aut voluntarie transgredí tentaverit, si Clericus est, 
gradu proprio penitus careat: si vero Monachus, aut Laicus fuerit, communione privetur: et si 
non emendaverit vitium, anathemate feriattír (...)». Se trata de un texto espurio incluido 
como tal en P. HINSCHIUS, Decretales pseudo-isidorianae et capitula angilramni, Leipzig 
1963, pp. 677. Muchos canonistas antiguos lo han señalado como exponente claro de la 
distinción entre anathema y excomunión, pero no puede ser tan evidente según el tenor del 
mismo texto. Parece más bien que señala con claridad la distinción sólo en cuanto a la 
solemnidad con que debía ser impuesta la misma pena de excomunión cuando el reo se 
comportaba con desacostumbrada obstinación en el delito. 
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mente atribuidos a autores del siglo IX 1 0 , atestiguan la distinción práctica 
que en esas épocas se hacía entre la excomunión y el anathema. En el 
Concilio de Meaux, en el siglo XI, se prohibió imponer la censura de 
anathema a no ser por un crimen mortal, esto es, aquél en que uno 
persevera hasta la muerte, pues así lo daba a entender la frase «al que de 
otra suerte no pueda corregirse» y no se creyó prudente que la autoridad 
episcopal fuese bastante para imponer por sí misma esta sanción sin el 
consentimiento del metropolitano y sufragáneos, pues se trataba de una 
definitiva condenación de muerte eterna11. 
De lo anterior podría deducirse que la pena de anathema lleva consigo 
unos efectos que nada tienen que ver con la naturaleza medicinal propia de 
la censura de excomunión. En los textos que se refieren al delito que esta-
mos estudiando se podrá comprobar que el anathema está normalmente 
unido o confundido con la excomunión mayor. Además, no puede perder-
se de vista que en la fecha de composición del Decreto (no antes del año 
1150) no existía la distinción clara y precisa entre excomunión mayor y 
menor, por tanto, tampoco puede afirmarse con rotundidad y certeza si la 
descripción de los efectos de una pena se refiere a un tipo u a o t ro 1 2 . 
Admite Marzoa que «posiblemente entonces, y debido a la falta de preci-
sión de la naturaleza medicinal de la Excomunión, pueda referirse en al-
gún momento esta expresión a otra pena distinta (...) Indudablemente esta 
excomunión mayor solemne, implicaba más gravedad: gravedad exigida 
por la magnitud del delito, la contumacia, y que se veía reflejada en el 
modo solemne de imponerla y en las especiales formalidades que exigía 
su absolución. Pero todo ello sin perder su carácter medicinal, propio de 
todas las censuras, y particularmente de la censura de excomunión» 1 3 . 
10. Véase C. TU, q. 4, c. 12 del Papa Juan VIII (texto genuino) y C. IV, q. 1, c. 2 del 
Papa Nicolás I (a. 865) -también genuino- en el que se trata especialmente del anathema para 
los herejes. 
11 . Capítulo 56 de este Concilio. Cfr. C. XI, q. 3, c. 41. 
12. La amplia bibliografía que MARZO A da en su trabajo puede ayudar a entender 
bastante bien cómo el concepto de excomunión estaba en los primeros albores de la 
disciplina canónica muy poco diferenciado y se incluían como excomuniones penas que no 
eran tales. Fue el Papa Inocencio III a comienzos del siglo XHI quien introdujo la definición 
auténtica de la excomunión como censura'; no más de un siglo antes se había desarrollado la 
distinción entre excomunión mayor y menor, pero su uso no se generalizó hasta ser 
introducida por Gregorio LX en el Cuerpo de la Decretales. 
13 . A . MARZOA, La censura..., cit., pp. 130 s. 
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La pertinacia era la causa principal y originaria del anathema: enten-
dida como permanencia incorregible durante un año en estado de exco-
mulgado mayor (insordescens in excommunicatio, se decía) dando a en-
ender con su actitud que desprecia por completo la autoridad de la Iglesia, 
o bien, que la cualidad del delito y su gravedad suponían esa contumacia, 
ya que al incurrir en ellos se quebrantaban los vínculos de fe que unían al 
cristiano con la Iglesia y, por tanto, le hacían perder todos los derechos 
que como tal le correspondían, como sucede respecto a los herejes 1 4. 
De todas formas, a medida que el derecho canónico va delineándose 
como disciplina independiente y autónoma, se va teniendo cada vez más 
claro que la sanción de anathema se trata de una excomunión mayor, pero 
con formalidades y solemnidades especiales. Sin embargo, a menudo y de 
forma más generalizada, se utilizó para designar simplemente la exco-
munión mayor 1 5 . 
Por consiguiente, puede decirse que la palabra excommunicatio sin 
ninguna especificación, se deberá interpretar como excomunión mayor 1 6 
14. Cfr. In VIa, V, 2, 7, de Alejandro IV (a. 1258). También puede verse X, V, 7, 13 
correspondiente al X ü Concilio universal, IV Lateranense (Lo citaremos repetidas veces. 
Vid. Infra: nota 18). Para una edición crítica de este Concilio debe acudirse a A. GARCÍA Y 
GARCÍA, Constitutiones Concilii quarti Lateranensis una cum Commentariis glossatorum, 
Cita del Vaticano 1981. 
15. La existencia de dos tipos de excomuniones, la menor y la mayor, posee, como se 
ha visto, un rancio sabor canónico. Su tradición es multisecular y sigue estando vigente en el 
Código de Derecho Canónico para las Iglesias Católicas Orientales (cfr. CODEX CANONUM 
ECCLESIARUM ORIENTAUUM, en AAS 82 (1990), pp. 1334 s., ce. 1436 y 1437, que son los que 
dedica a los delitos de herejía, apostasía y cisma). Poseían unos efectos distintos para cada 
una de ellas. La primera se trataba de una censura que tan sólo privaba de la recepción pasiva 
o de la participación en los sacramentos (cfr. X, V, 39, 59), la mayor, sin embargo, 
consistía en una censura mucho más grave que privaba de todo vínculo de comunión con los 
demás fieles y se incurría en ella por la comisión de pecados que eran siempre mortales o muy 
graves (cfr. c. Ibidem). Por cuanto hemos señalado, la excomunión mayor incluye a la 
menor. Un ejemplo que puede darnos la medida exacta de estas diferencias lo podemos 
encontrar en una Decretal de Gregorio IX (a. 1236) en la que se permite la absolución a un fiel 
con excomunión mayor por parte de uno incurso en excomunión menor. El título del capítulo 
es: «.Excommunicatus minore potest ab excommunicatione aliquem absolvere» (cfr. X, V, 
39, 56). La segunda excomunión que menciona, en contraposición a la primera, es obvio que 
se trata de la excomunión mayor. 
16. Toda la canonística interpreta en este sentido la respuesta de Gregorio IX (a. 1236) 
que dice: 
«Excommunicatio simpliciter lata, intelligitur de maiori. 
»Si quem sub hac forma verborum: Dlum excommunico, vel simili, a Iudice suo excom-
municari contingat, dicendum est, eum non tantum minori, quae a perceptione sacramen-
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y anathematizatio por excomunión mayor con una imposición y absolu-
ción de especial solemnidad impuesta por delitos gravísimos, y más en 
concreto, por la comisión de delitos contra la fe y la unidad de la Iglesia. 
B . Mención expresa de los «patrocinadores» de la herejía 
El hecho de que se haga mención expresa repetidas veces en las 
fuentes canónicas de los patrocinadores de la herejía^1 responde quizá al 
deseo por parte del legislador de hacer incurrir con seguridad en la misma 
censura a aquellas personas que de alguna forma participaran en la herejía, 
aunque no pudieran llamarse con propiedad herejes. La regla general para 
el Derecho Penal Canónico era que debían interpretarse lo más benigna-
mente posible las palabras de la ley, de forma que convenía restringir lo 
odioso y, por tanto, podría llegar a pensarse que los indirectamente 
responsables de tan grave acción escandalosa, al no ser herejes en su 
sentido más lato, no serían sancionados por la Iglesia. Esto mismo ocurría 
con otros delitos de especial gravedad, lo que hacía fundamental un marco 
de protección jurídico-penal más amplio. 
torum, sed etiam maiori excommunicatione (quae a communione fidelium separat) esse 
ligatum» (cfr. X, V, 39, 59). 
Sin embargo, esta respuesta también se tomó como una ocasión para que los intérpretes 
estableciesen una triple distinción, es decir, la menor, la mayor no solemne y el anathema, o 
sea, la excomunión con todo su imponente y solemne aparato. Las ceremonias que según el 
pontifical romano debía preceder a la imposición de esta pena daba un nombre tan especial 
como alegórico, excomunión de mata-candelas, porque el obispo y los presbíteros asistentes 
mantenían en las manos velas encendidas, y después de pronunciar la fórmula que el ritual 
romano prescribía, todos debían en señal de muerte del anatematizado apagar y arrojar las 
velas, doblándose las campanas con clamor fúnebre (rito descrito en C. XI, q. 3, c. 106, de 
autor incierto, aunque en algunos manuscritos se citan estas misma palabras atribuidas al 
Papa Zacarías). 
17. El texto al que hemos aludido para los indirectamente implicados en la herejía es el 
siguiente: 
«Ibi ponitur poena credentium, receptatorum et defendentium haereticos, primo laicorum, 
secundo clericorum, usque ad §. Quia. 
»Credentes praeterea, receptatores, defensores, et fautores haereticorum excommuni-
cationi decernimus subiacere, firmiter statuentes, ut, postquam quis talium fuerit excom-
municatione notatus, si satisfacere contempserit infra annum, ex tune ipso iure sit factus 
infamis, nec ad publica officia seu consilia, nec ad eligendos aliquos ad huiusmodi, nec ad 
testimonium admittatur. Sit etiam intestabilis, ut nec testandi liberam habeat facultatem nec 
ad hereditatis successionem accedat. Nullus praeterea ipsi super quocunque negotio, sed ipse 
aliis responderé cogatur». Cfr. X, V, 7, 13 § 5. 
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El conocido texto del Concilio IV de Letrán 1 8 será repetido una y otra 
vez por los papas de los siglos posteriores 1 9, convirtiéndose en la formu-
lación más clásica para tipificar esta acción delictiva. Sin embargo, no 
dejó desde el primer momento de plantear serias dificultades a los 
canonistas y pastores de almas que procuraban de alguna forma poner 
límites a los amplios márgenes que se dejaban abiertos a la especulación 
canónica con el fin de desenmarañar lo que el legislador podía entender 
por los calificativos: «crecientes, receptatores, defensores, et fautores 
haereticorum»20. 
C. Las penas temporales que, respecto a las personas, bienes y derechos 
civiles, sancionó la Iglesia y se contienen en el «Corpus Iuris 
Canonici» vigentes hasta finales del siglo XIX 
Vamos ahora a enumerar todas las penas previstas para los herejes. 
Comenzaremos en este apartado con las temporales, denominadas así por 
la privación de los bienes de orden temporal, y pasando luego en el 
siguiente apartado a las llamadas eclesiásticas que hacen referencia a la 
privación de bienes espirituales y otros que, aunque materiales, son más 
propiamente eclesiásticos. 
18. Al XII Concilio universal, IV Lateranense, se presentaron 412 Obispos y 800 
representantes de Obispos y cabildos, Abades, Priores y grandes seglares; se abrieron las 
sesiones el 11 de noviembre de 1215 con un discurso del Papa; y antes de terminar el mes, se 
celebraron tres. De sus resoluciones se han conservado 70 capítulos y un Decreto sobre la 
reconquista de Tierra Santa. El Concilio tomó resoluciones casi todas incorporadas al Corpus 
Iuris: Sobre la fe, condenando las herejías de los Valdenses y Albigenses, y proporcionando 
una profesión de fe, donde por vez primera se empleó la palabra transubstanciación. Luego 
ordenó que los herejes fueran denunciados y castigados por el Poder temporal (Vid. Infra 
confiscación de bienes), y exigió que los funcionarios públicos jurasen arrojarlos de sus 
distritos. Se inculcaron las disposiciones sobre la inquisición de los Obispos, y se 
concedieron a los que luchaban contra herejes, las gracias de los cruzados (cfr. X, V, 7, 13 
§4). Cfr. también A. GARCÍA Y GARCÍA, Constitutiones..., cit., p. 47. 
19. Vid. infra en el Anexo las formulaciones de Julio II (a. 1511), Pablo 111 (a. 1536), 
Gregorio X m (a. 1583), Pablo V (a. 1610) y Urbano V m (a. 1627) de la Bula In Coena. 
También recoge esta formulación clásica el Papa Pío IX (a. 1869) en su Const. Apostolicae 
Sedis. 
20 Un texto significativo es el de N. Eimeric, inquisidor del siglo XTV, que en su Ma-
nual señala las diferencias que debían tener en cuenta los inquisidores a la hora de procesar a 
los «fieles de los herejes». Cfr. N. ElMERIC-F. PEÑA, El Manual de los Inquisidores, Barce-
lona 1983, p. 99. 
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1. Infamia transmisible a hijos y nietos: Noción. 
La infamia en Derecho Penal Canónico era una pena consistente en 
una serie de prohibiciones e inhabilitaciones que fue heredada del derecho 
romano 2 1 . Es conocida en el siglo rv y su uso se generaliza en el IX; a 
partir del Decreto de Graciano posee fisonomía jurídica definida 2 2 , es 
decir, aunque la noción jurídico-positiva deriva de su sentido etimológico 
o pérdida de la buena fama en su sentido más vulgar, podía llegar a 
suceder que fuera infame de derecho quien no perdió su buena reputación 
y viceversa. 
No es nuestro propósito hacer ahora un estudio exhaustivo de la pena 
de infamia, que por otro lado ha desaparecido en la actual legislación; su 
estudio sólo nos interesa en cuanto se refiere al delito objeto de nuestra 
investigación. 
Así, la herejía, también la apostasía y el cisma, estaban castigados 
con infamia de derecho ferendae sententiae en el CIC-17 2 3 . Ya en el IV 
Concilio de Letrán (a. 1215) la infamia se dice ipso iure si la satisfacción 
se consideraba insuficiente en el plazo de un año, después de haber hecho 
pública la excomunión 2 4. 
Las prohibiciones para los infames son: 1) Recibir órdenes sagradas, 
por contraer irregularidad. 2) Tomar parte activa en los actos sagrados, o 
bien, necesitar autorización para participar en funciones litúrgicas. Si 
además ha mediado sentencia declaratoria de satisfacción insuficiente por 
el delito, no se admiten como testigo, ni como arbitros, ni como peritos en 
los procesos canónicos 2 5 . 
Las inhabilitaciones son: 1) la de obtener pensiones, oficios en sen-
tido estricto y prerrogativas honoríficas; 2) la de ejercitar cualquier cargo, 
aunque no sea oficio en sentido estricto; 3) la de ejercitar actos legítimos: 
votar en las elecciones, ser padrino de bautismo o de confirmación, el 
2 1 . No «pérdida de ciertos derechos» como afirman algunos autores, pues, por 
ejemplo, la infamia hacía irregular para recibir las órdenes sagradas (c. 984, 5°) que no puede 
ser considerado un derecho del fiel en sentido estricto. 
2 2 . Cfr. T. GARCÍA BARBERENA, Comentarios al Código..., cit., p. 430; que a su vez 
cita a Rodimer. 
2 3 . Cfr. c. 2314 §1 n. 2. 
2 4 . Lógicamente ipso iure no está usado aquí en sentido de pena automática o latae 
sententiae, pues debe haber un posterior proceso judicial que declare insuficiente la 
satisfacción del reo. Cfr. X, V, 7, 13 §5. 
2 5 . Ibidem. 
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ejercicio del patronato; no obstante la regla general de inhabilitación es que 
el acto no es nulo si el infame no ha sido sentenciado. 
La infamia era una pena vindicativa peculiar en cuanto se refiere a su 
remisión: era impuesta a perpetuidad, sin tiempo indicado, por lo que sólo 
cabía la dispensa y, en concreto, tratándose de infamia de derecho, 
únicamente se podía remitir por indulto especial de la Sede Apostólica 2 6. 
¿Quiénes son los infames?. En un texto del Decreto se enumeran qué 
personas son consideradas infames. Es un texto atribuido por Graciano al 
Papa Estéfano pero espurio del pseudo-dionisio y, por tanto, del siglo 
LX 2 7: 1) los que se ven envueltos en los delitos capitales; 2) los violadores 
de sepulcros; 3) los que en contra de los Padres, son queridos y tenidos 
por notoriamente infames; 4) incestuosos, homicidas, perjuros, raptores, 
hechiceros, envenenadores, adúlteros(...) y todos los anatematizados o, 
por sus delitos, expulsados por la Iglesia. 
2. Intestabilidad y, como consecuencia, incapacidad de heredar. 
Esta pena es derivada de la anterior: el infame era incapaz de ser 
testador o heredero (incapacidad de la testamenti factio activa y pasiva) 2 8 . 
3.- Confiscación de bienes, incluso después de la muerte del hereje 
(se excluyen los hijos ortodoxos). 
La confiscación de bienes era ipso iure, pero no podía ser conminada 
nunca por sentencia de un juez secular antes de la sentencia del juez 
eclesiástico, y comprendía tanto la confiscación de los bienes de la mujer, 
cuando ella durante el tiempo de casada tenía conciencia de la herejía del 
marido. Sin embargo, ésta no era ipso iure, sino por sentencia del juez 2 9 . 
4. Pérdida ipsofacto30 del derecho a la patria potestad. 
5. Cárcel perpetua. 
26 . Ibidem. 
27 . Cfr. P. HlNSCHIUS, Decretales pseudo-isidorianae..., cit., pp. 182, y también puede 
consultarse P H . JAFFÉ, Regesta pontificum romanorum, 1.1, Graz 1956, n°. XCIV. Véase C. 
VI, q. 1, c. 17. 
28 Cfr. X, V, 7, 13 §5. 
29 Los textos más significativos son los si lentes: 
Uno de Inocencio IU (1179-1180). Cfr. X, V . 7, 10. El 29 de septiembre de 1179, un 
nuevo antipapa logró hacerse elegir con la ayuda d^ K familia del difunto Víctor TV. Tomó el 
nombre de Inocencio III, pero antes de transcurridos cuatro meses cayó en manos de 
Alejandro, que lo mandó encerrar de por vida en e! convento de La Cava. Otro de Bonifacio 
V H (a. 1298) dirigido a los inquisidores del crimen de herejía. Cfr. In VI°, V, 2, 19. Y otro de 
Alejandro IV (a. 1258) dirigido también al mismo gremio judicial. Cfr. In V7°, V, 2, 8 §7. 
3 0 . Exponente claro de esta pena es el texto de Alejandro IV. Cfr. In V/° V, 2, 2 §4. 
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La pena de cárcel perpetua fue aplicada a partir del siglo XII. Los 
Papas y los Sínodos particulares empezaron a conminar con esta pena a 
los herejes. 
Un texto de Gregorio IX es señalado como fuente inspiradora del 
canon que trataba del delito de herejía en el CIC-17, el canon 2314 § 1 3 1 . 
6. Liberación de sus siervos, vasallos, y demás de todas sus 
obligaciones aun juradas. 
Se trataba de una pena por la que se perdía la potestad del amo sobre 
sus siervos y toda persona dependiente de él. También se deshacía 
cualquier obligación contraída por terceros hacia el hereje, especialmente 
aquellas que nacieron por contrato 3 2 . 
7. Pena capital por combustión si son relapsos, aunque se retracten, 
no denegándoles los sacramentos de la penitencia y de la eucaristía 3 3. 
Schiappoli señala que la más leve desviación de las enseñanzas de la 
Iglesia constituían desde la legislación de Teodorico II y Valentiano III un 
crimen calificado como publicum y penado como tal en algunos casos 
con la pena de muerte 3 4 . En todo el primer milenio cristiano impera el 
principio social de que la unidad religiosa debe imponerse por cualquier 
medio, hecho que encuentra un decisivo y contundente refrendo en las 
sanciones impuestas para estos delitos tanto en la legislación civil como 
eclesiástica. Sabido es que en esta etapa de la historia de la humanidad el 
poder secular hacía suyo el principio de la unidad del Estado basándose en 
la unidad religiosa: la única religión del Príncipe debía ser la religión del 
Estado y, por tanto, para todos los subditos. 
3 1 . Cfr. X, V, 7, 15. 
3 2 . Cfr. X, V, 7, 16. Este texto, también del Papa Gregorio LX (a. 1235), da alguna idea 
de en qué consistía dicha pena. 
3 3 . «Relapsi in haeresim sunt tradendi curiae saeculari, licet poeniteat eos, et ad fidem 
redeant; non tomen denegantur eis sacramenta poenitentiae et eucharistiae. H.d. Domin. 
»Super eo, quod scriptum legitur: "Ecclesia nulli claudit gremium redeunti", quodque hi, 
qui post abiurationem erroris, vel postquam se proprii antistitis examinatione purgaverint, 
si deprehensi fuerint in abiuratam haeresim recidisse, saeculari decernuntur iudicio sine ulla 
penitus audientia relinquendi, quum scripturae huiusmodi videantur sibi invicem adversan, 
quid tenendum sit per sedem edoceri apostolicam postulastis. Nos itaque inquisitioni vestrae 
de fratrum nostrorum consilio respondemus, quod taliter deprehensis, etiamsi (ut dictum est,) 
sine ulla penitus audientia relinquendi sint iudicio saeculari, si tamen postmodum 
poeniteant, et poenitentiae signa in eis apparuerint manifesta, nequáquam sunt humiliter 
petita sacramenta poenitentiae ac eucharistiae deneganda». Cfr. In VI°, V, 2, 4, del Papa 
Alejandro IV (a. 1254). 
3 4 . D. SCHIAPPOLI, Diritto pénale canónico, Milano 1905, pp. 845-857. 
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Las disposiciones hostiles frente a la herejía por parte de la Iglesia 
que Graciano había recogido en su Decreto y que señalan las prevenciones 
justificadamente intolerantes de los antiguos textos, experimenta un 
notable desarrollo en la legislación conciliar y pontificia del periodo 
sucesivo a cargo de Inocencio III, de Gregorio IX y de Inocencio IV. No 
se conforma la Iglesia para este delito en transferir la responsabilidad 
judicial a los tribunales ordinarios, sino que instituye la Sagrada Inqui-
sición con la jurisdicción excepcional para conocer las causas de los 
delitos contra la fe, siempre bajo la amenaza de excomunión e invocando 
para su sostenimiento al brazo secular 3 5 que era el encargado de ejecutar 
las penas más duras -contemplándolas con los ojos del hombre de hoy-
del suplicio de la tortura y de la pena capital que tan sólo estaba reservada 
en el derecho Romano a los herejes 3 6. 
Muchos Padres y Concilios tuvieron a los herejes por dignos de la 
última pena, la capital; y sus resoluciones fueron reunidas en el Concilio 
universal de 1215 (IV de Letrán) a cuyo texto nos hemos referido en 
varias ocasiones. 
En cuanto a la pena capital es significativo el texto del Papa Lucio III 
(a. 1184) 3 7 aplicada a los herejes reincidentes (relapsus3*). También es de 
3 5 . La incumbencia de los inquisidores era: investigar si había algún hereje, inducir a 
los acusados de herejía a retractarse y reconciliarse con la Iglesia, y condenar a los 
contumaces, entregándoles al brazo secular para su castigo. 
3 6 . «El derecho Romano castigaba con penas temporales los delitos contra la 
religión, principalmente los de los maniqueos, a quienes ya Diocleciano condenó a la 
hoguera, o decapitación o confiscación de bienes. Teodosio I los declaró infames e incapaces 
de testar y heredar. El mismo Emperador condenó a muerte a los Encratitas e instituyó 
inquisidores que los descubriesen. Justiniano I condenó a infamia, destierro y perdimiento 
de bienes a los herejes; y ya en el 435 se decretó la pena de muerte contra los dogmatizantes» 
(Cfr. J. MARX, Compendio de Historia de la Iglesia, Barcelona 1924, p. 381). También puede 
consultarse I. B A L A N , Leges Iustiniani de Haereticis, en «Acta Congressus iuridici 
internacionalis», vol. I, Roma 1935, pp. 481-498; J. GAUDEMET, VOZ: Théodosien (code), 
en AA. W . , «Dictionnaire de Droit Canonique», t. VII, Paris 1965, col. 1215-1246 y la 
amplia bibliografía que cita el Autor. 
Por otro lado, podemos señalar que «la tortura no fue exclusiva del Santo Oficio, sino que 
era utilizada por todos los tribunales seculares legítimamente constituidos, pues no podemos 
apreciar ninguna institución en una perspectiva adecuada si la consideramos aisladamente» 
F. MARTI GiLBERT, La abolición de la Inquisición española, Pamplona 1975, p. 343, nota 
2 7 . 
3 7 . Cfr. X, V, 7, 9 §Illos quoque: Const. in Conc Veronensis. 
3 8 . Los relapsos (los que han «re-caído»: relapsi) pueden serlo por recaída en la 
herejía o por reincidencia en la protección de la herejía. Cfr. N. ElMERIC-F. PEÑA, El 
Manual..., cit., p. 112. 
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interés por ser citado como fuente inspiradora del canon 2314 §1 del 
Código Pío-benedictino 3 9. 
D. Penas eclesiásticas contra los herejes, sus fautores, encubridores y 
defensores; contra los que orasen o comunicasen con ellos o, 
a sabiendas, los sepultasen en lugar sagrado 
Las podemos enumerar así: 
1. Excomunión latae sententiae. 
Tendremos ocasión de hablar de ella más adelante. Sólo decir ahora 
que desde el principio del derecho canónico siempre se ha impuesto a los 
herejes la pena de excomunión. Sin embargo, el modo de imposición, si 
bien es verdad que todos y cada uno de los textos que lo mencionan, es la 
forma automática o latae sententiae, nunca se vio suficientemente eficaz, 
hecho que llevó al legislador a proteger el bien inefable de la fe de forma 
más coherente con el derecho penal, es decir, por medio de la incoación y 
desarrollo de un proceso judicial en tribunales ordinarios en un primer 
momento y luego por medio del tribunal especial del Santo Oficio al que 
haremos mención en repetidas ocasiones 4 0 . 
2. Degradación y deposición del oficio y del beneficio si es clérigo. 
Ipso iure se consideraba vacante el oficio 4 1 . 
La excomunión constituía al individuo en inhábil para obtener 
dignidades y beneficios eclesiásticos, aun al excomulgado llamado 
tolerado y oculto; de manera que la colación del oficio hecha a su favor era 
inválida y sin efecto. Lo mismo debe decirse de la elección, presentación, 
resignación y permuta: porque el beneficio se daba por el oficio, al cual no 
3 9 El texto e s c i tado c o m o inspirador de la normas canón icas referidas a los herejes , 
por e j e m p l o , S. RAIMUNDO DE PEÑAFORT lo cita e n su Summa, p . 5 4 § 2 y GASPARRI, en las 
fuentes d e l c a n o n 2 3 1 4 § 1 de l C I C - 1 7 . Para nada s e habla aquí de la p e n a capital , s i n o de 
remitir e l reo al brazo secular para ser cast igado. 
4 0 . Puede consultarse N . ElMERIC-F. PEÑA, El Manual..., cit. 
4 1 . X , \ , l , 9 : «s i c ler icus est , degradetur, e t curíae seculari tradatur». S e trata d e una 
pena ferendae sententiae preceptiva; e l cap. 1 5 de l m i s m o libro y título dice: «c ler ic i s prius a 
suis ordinibus degradat is»; Clementinas, V , 3 , 2 q u e se dirige al of ic io de inquisidor ca ído en 
del i to d e herej ía y In VIo, V , - 2 , 2 § 3 e n e l q u e s e afirma: «Privati sunt habentes benef ic ia 
e c c l e s i a s t i c a ad preces haeret icorum, et inhábi les eff ic iuntur ad alia obt inenda , si sc ienter 
talia receperunt». T o d o s e s to s textos m e n o s e l tercero de las Clementinas s o n c i tados por 
GASPARRI c o m o fuentes del c. 2 3 1 4 . 
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era lícito admitir al excomulgado. De aquí se sigue que el excomulgado no 
puede retener el beneficio obtenido durante el tiempo en que estuvo 
excomulgado, aunque posteriormente hubiese sido absuelto, a no ser que 
por nueva colación o dispensa adquiriera derecho a él, según consta en la 
regla canónica: non firmatus tractu temporis, quod de iure ab initio non 
subsistir42. Exceptúanse los beneficios conferidos por el Romano 
Pontífice. El que obtuvo el beneficio con mala fe y sabiendo que estaba 
ligado con excomunión, está obligado, no sólo a dimitirlo, sino a la resti-
tución de todos los frutos. 
La excomunión, sin embargo, no privaba del beneficio obtenido antes 
de incurrir en ella salvo que el delito que la lleva aneja sea de aquellos que 
inducen ipso iure a la vacación del beneficio, como es el caso del 
«crimen» de herejía. 
3. Irregularidad ipsó iure perpetua e infamante; aunque el hereje ab-
jure de sus errores y vuelva a la comunión católica. Se extiende también a 
sus fautores, defensores y encubridores, a sus descendientes hasta el se-
gundo grado si el hereje fue el padre o hasta el primero si fue la madre 4 3 . 
4. Privación de la sepultura eclesiástica 4 4. 
Al igual que otras penas, la privación de la sepultura eclesiástica se 
trata de una pena preceptiva para todos aquellos excomulgados vitando. Si 
por error se le concediera debe ser exhumado y arrojado fuera si corpus 
euis ab alus corporibus discerní possit, y el lugar de la sepultura debía ser 
reconciliado, porque fue violado. Mas si el excomulgado dio señales de 
penitencia antes de morir, se le absolvía y sepultaba en sagrado; y si no al-
canzó a ser absuelto en vida, se le absuelve después de muerto, impor-
tando, en este caso la absolución a la suspensión de la sepultura sagrada. 
Los sacerdotes y otros clérigos que sepultan en lugar sagrado al excomul-
gado vitando incurren a su vez en excomunión latae sententiae, de la que 
no debían ser absueltos sino prestando antes la debida satisfacción al 
arbitrio del Obispo. 
4 2 . In VI", Regula 18. 
4 3 . C. V I , q. 1, c. 17 (visto ya al hablar de la infamia: «nec ad sacros gradus debent 
provehi». Mencionado por GASPARRI como fuente del canon 2314 §1) y C. I , q. 7, c. 20 del 
Conc. Meldensi, c. 43 (a. 845). La distinción que se hacia entre la madre y el padre hereje 
responde quizá a la mentalidad antigua de que la influencia del padre sobre la descendencia era 
mayor que la de la madre. 
4 4 . In VI°, V , 2,2. 
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E. Fin «medicinal» de las sanciones penales impuestas a los herejes 
Como el fin principal de la Iglesia en el ejercicio de su potestad coer-
citiva para el caso del delito de herejía es la enmienda y corrección del in-
dividuo y su objeto propio el aumento y conservación de la fe cristiana, 
conciliando la justicia con la clemencia tan típica del ordenamiento canó-
nico, admitía de nuevo en su seno al hereje que voluntariamente quisiera 
volver a él. Podía decirse entonces que tal admisión a la comunión de la 
Iglesia se veía casi como un acto de magnanimidad de la autoridad 
legítima, debido en justicia pero con buena dosis de misericordia 4 5. 
Si la petición la hacía antes de incoado el juicio, le imponía una 
«penitencia satisfactoria y medicinal», en proporción a la entidad del 
delito, si fue después de incoado aquél y antes de dictarse la sentencia, 
una «pena moderada y arbitraria, según las particulares disposiciones del 
ánimo del penitente» 4 6 ; y si después de terminado el juicio pidiere la 
absolución, que sólo la autoridad eclesiástica puede otorgarle, se le 
concedía con tal de que abjurase de la herejía, esto es, con tal de que con 
juramento prometiera no apartarse en adelante de la Iglesia ni de su 
doctrina. La abjuración 4 7 debía hacerse por escrito 4 8 ; públicamente, si la 
herejía fue pública; ser extensiva a todas las demás herejías condenadas 
por la Iglesia y comprender la profesión de fe católica 4 9 . Sin embargo, 
como «la clemencia tenía límites y de ella no debía abusarse», la Iglesia no 
«patrocinaba» a los herejes que después de abjurar de su error volvían al 
mismo o a otro (relapsos): de modo que, aun cuando manifiesten 
arrepentirse, eran oídos en cuanto no se les privaba de los subsidios 
necesarios para conseguir la vida eterna si daban señales evidentes de 
penitencia, pero en el fuero externo se consideraban como fingida su 
4 5 . Está muy presente -más en Graciano que en las Decretales- el fin «vindicativo-
medicinal» de las sanciones canónicas y particularmente de la pena de excomunión. Esto 
puede ser debido en parte a la sistemática con que fueron compuestos estos escritos, 
procurando determinar el delito para a continuación elaborar el elenco de las penas con las 
que se castigaba. Puede verse un estudio sobre la finalidad medicinal de la pena de 
excomunión en A. MARZOA, La censura..., cit., pp. 87-104. 
46 . X, V, 7, 9; In VIo, V, 2, 12 y 15. 
4 7 . C. I, q. 7, c. 20 del Conc. Meldensi, c. 43 (a. 845).y c. 21 del Obispo Aquileiensi 
(a. 447, tiempos del Papa S. León I); X, V, 7, 9; X, v, 34, 10. 
4 8 . C. I, q. 7, c. 4 del Conc. Niceno II (a. 787)y el c. 8 del Conc. Niceno I (a. 325). 
4 9 . C. I, q. 1, c. 112 de Gregorio VII (Sínodo Romano, a. 1078); C. I, q. 7, c. 20 y 21; 
D. II, de consecrat., c. 42 que es la «confessio Berengarii». 
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retractación, y se les entregaba al brazo secular para ser por él castigados 
con las penas que antes se han descrito 5 0. 
II . LA BULA «IN COENA DOMJM» Y LA CONSTITUCIÓN «APOSTOLICAE 
SEDIS» 
Tanto la Bula In Coena Domini como la Constitución Apostolicae 
Seáis podríamos calificarlas como dos momentos estelares en el Derecho 
Penal Canónico. Una sigue a la otra y constituyen a nuestro entender un 
sólo cuerpo legislativo en lo que se refiere al delito de herejía, pues es en 
ellas dónde este delito pasa a ser castigado con la pena de excomunión 
como única y principal pena impuesta de forma latae sententiae. No se 
trata de algo nuevo en el derecho penal, pues como se vio en el apartado 
precedente este delito ya se castigaba con excomunión desde un principio. 
Lo nuevo es que fuera incluido en el elenco de los delitos castigados con 
censuras impuestas de forma automática y cuya absolución era reservada 
de modo especial al Santo Padre. Es por esta razón que para su estudio las 
incluimos juntas en un mismo lugar. 
A. La Bula «In Coena Domini» 
1. Noción y origen. 
La Bula In Coena (o Coenae ) Domini era una bula que contenía una 
serie de delitos castigados con excomunión cuya absolución se reservaba 
al Papa y que se declaraba de forma solemne en Roma el día del Jueves 
San to 5 1 . 
5 0 . A este respecto comenta Eimeric: «Todos estos relapsos, soliciten o no el perdón 
sacramental, deben ser entregados al brazo secular sin ningún tipo de proceso. Si no 
muestran arrepentimiento, se les entrega por herejes impenitentes; si se arrepienten no se 
les negará los sacramentos de la confesión y de la eucaristía». Cfr. N. EIMERIC-F. PEÑA, El 
Manual..., cit., p. 112. 
5 1 . El estudio más completo de esta bula se puede encontrar en F. CLAESYS BOUUAERT, 
voz: Bulle In Coena Domini, en AA.VV., «Dictionnaire de Droit Canonique» t. II , París 
1942, col. 1132-1136. 
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En el examen del origen de ésta, será necesario distinguir dos hechos: 
I o la celebración de ciertos actos judiciales solemnes el día de Jueves 
Santo; 2 o la reserva de la excomunión al Romano Pontífice. 
Desde muy antiguo se hacían el día de Jueves Santo las reconci-
liaciones solemnes de los pecadores 5 2 . Por otro lado, aquellos que no 
eran admitidos a la reconciliación quedaban, al menos implícitamente 
proclamados excomulgados. ¿A partir de qué momento las declaraciones 
explícitas de excomuniones fueron reservadas a este día o a ciertos días? 
No lo podemos decir con precisión por falta de documentos que lo acre-
diten; sin embargo, a partir del siglo XIJJ hemos encontrado alguna men-
ción de procesos penales generales instituidos durante las ceremonias de 
ciertos días de fiesta, sobre todo el Jueves Santo. En un estudio mono-
gráfico del siglo XVIII sobre la Bula Coenae de J. L. López se dice 
textualmente: «Lo que no admite duda alguna es, el uso continuado de la 
Iglesia, de hacer varios Processos generales (al modo de los Edictos de 
los Pretores contra los Hereges, Pyratas, Falsificadores de Letras Apos-
tólicas, Cismáticos, y otros semejantes, en el Jueves de la Cena, en el dia 
de la Ascensión del Señor, y en el de la Dedicación de la Iglesia de los 
Apostóles San Pedro, y San Pablo. Assi se refiere en el Ceremonial 
Romano, recopilado de orden del grande Pontífice Gregorio X. que fa-
lleció el año de 1276: y describe, y explica la forma con que esto acos-
tumbraba a hacerse yá entonces; y por qué en tales dias, y no en otros, 
con larga, y provechosa erudición. III. Es muy digno de observarse en él, 
entre otras cosas, que el argumento que se hace su mesmo Autor, de que, 
como en dias tan festivos, se pronuncian tan rigurosas Sentencias, Penas, 
y Censuras en la Iglesia de Dios; siendo assi, que nada menos parece 
debia hacerse tales dias; no debiéndose executar en dias de Fiesta Actos 
algunos Judiciales? Responde: Que esto no es proferir Sentencias, sino 
demostrar excluidos de la Iglesia á los comprehendidos en ellas, no por 
5 2 . Cfr. Ibidem., col. 1132, donde cita los manuscritos del siglo XI de los Ordine 
romani estudiados por M. AMDRIEU, Les Ordines romani du haut Moyen Age, Louvain 1931, 
pp. 110 y 167. Como es sabido, hasta la redacción del Decreto de Graciano la confusión 
entre orden moral y orden jurídico-penal era una cosa más que evidente. 
M. F. WALTER, Manual de derecho eclesiástico universal, Lima 1844, p. 303, dice: «De 
muy antiguo se usó el recordar anualmente a los fieles los crímenes que llevaban consigo una 
pena tan terrible -se refiere al anathema- y de este uso vino la bula que se leía solemnemente 
el jueves santo en Roma y en otros obispados, costumbre que todavía conserva la Iglesia de 
Oriente en los oficios de domingo llamado orthodoxo». 
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camino judicial, sino por via de amonestación, y corrección material»53. 
Esta particular visión que entonces se tenía de las censuras latae sententiae 
está de acuerdo con nuestra forma de entenderlas, pues se trataba de una 
conminación o amenaza bajo apercibimiento de pena determinada por los 
delitos que se enumeraban públicamente a los fieles en tan señalados días, 
de tal forma que no podía ni había de tener efecto jurídico alguno en 
ninguno sin la intervención de la Autoridad en acto judicial. 
Más adelante el mismo Autor afirma que «por mucho tiempo se omi-
tió el repetirlos con tanta frecuencia, hasta que con ocasión de las heregias 
del Reyno de Bohemia, se volvió á introducir en la Corte de Roma el 
fulminarlas contra los Hereges, y Scismaticos, no como al principio, en 
los tres dias arriba referidos; sino solo el Jueves de la Cena, de donde 
tomó el nombre que después acá invariablemente ha conservado, la Bula 
que los refiere. Fué esto cerca de los años del Señor de 1420. en el 
Pontificado de Martino V. celebrando el Concilio de Constancia» 5 4. 
Los autores coinciden en que la primera redacción de la bula In Coena 
Domini fue la de Urbano V, Apostolatus officium, del 12 de octubre de 
1363 5 5 . Enumera siete casos de excomuniones latae sententiae con los 
5 3 . Historia legal de la bula llamada In Coena Domini, dividida en tres partes en que se 
refieren, su origen, su aumento, y su estado, Madrid 1768, pp. 1 s. El subrayado es del texto 
original. 
5 4 . Ibidem, p. 5. 
5 5 . Existe una edición muy cuidada de todas las Constituciones y Bulas de los Roma-
nos Pontífices desde S. León Magno hasta 1868 (la reseña completa es: F. GAUDE, Card., 
Bullarum diplomatum et privilegiorum Sactorum Romanum Pontificum taurinensis edicio 
locupletior facta collectione novissima plurium brevium, epistolorum, decretorum acto-
rumque S. Sedis, a S. Leone Magno usque ad praesens, Augustae Taurinorum 1857-1868) con 
su fecha de promulgación y contenido oportunamente reseñado que facilita mucho su manejo. 
Nos referiremos a ella como es más conocida: «Magnum Bullarium Romanum». 
La Constitución de Urbano V , Apostolatus officium, puede encontrarse en «Magnum 
Bullarium Romanum» t. I V , pp. 520-522. Se refiere a ella L. PASTOR, Historia de los Papas, 
vol. V I , Barcelona 1950, p.334, cuando dice: «En el año de 1511, dio Julio II una nueva re-
dacción de la bula In Coena Domini, o sea, el catálogo de excomuniones que desde el tiempo 
de Urbano V se publicaba solemnemente en Roma todos los años el día de Jueves Santo; y 
también mandó que todos los obispos promulgaran solemnemente dicha bula, por lo menos 
una vez al año». J. PENNACCHI, Commentaria in Constitutionem Apostolicae Sedis qua 
censurae latae sententiae limitatur, t. I , Romae 1883, p. 60, también la señala como origen 
de la bula In Coena Domini. Sin embargo, parece que J. MARX, Compendio..., cit., p. 409, 
no se muestra de acuerdo y pone sus orígenes más de un siglo antes: «Por lo menos desde 
1230 se hizo costumbre que el Papa publicara el Jueves Santo las censuras decretadas por los 
Concilios y se reservara la absolución de ellas. Estas censuras se reunieron en una bula que se 
llamó In Coena Domini y Pío V la convirtió en verdadero código penal eclesiástico». 
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términos característicos que reencontraremos en la bula Coenae, pero no 
son todavía reservadas al Papa. Tampoco se castiga el delito de herejía y 
sí otros delitos como la piratería, robo a náufragos y peregrinos, sumi-
nistro de armas y municiones de guerra a los turcos, e t c 5 6 . En la primera 
redacción de la forma tradicional de la bula In Coena de Julio II, Cons-
titución Consueverunt, del 1 de marzo de 1511, el Papa proclama clara-
mente el objetivo de estas excomuniones generales anuales: «la salva-
guarda de la pureza de la fe, así como la de la unidad de la religión 
cristiana, que consiste sobre todo en la unión de sus miembros a Cristo, 
cabeza única, y al Vicario de Cristo» 5 7 . 
En la parte final de la bula se ordena a todos los obispos publicarla 
solemnemente cada año en sus Iglesia catedrales. Para evitar que esa 
publicación fuese considerada como una condición necesaria para el 
carácter obligatorio de la bula, Pío V hizo insertar en 1568 una cláusula 
afirmando que todas aquellas disposiciones conservaban pleno vigor hasta 
la revocación expresa. 
2 . Relación entre la bula «In Coena» y la Constitución «Apostolicae 
Sedis» 
La mayoría de los historiadores del derecho de la Iglesia coinciden en 
afirmar que las dos cartas pontificias están íntimamente ligadas, tanto en la 
sucesión temporal como en el contenido temático. Una vino a llenar el 
vacío jurídico que había dejado la otra. Hasta 1869, en que Pío IX 
promulgó su Constitución, el caos en materia penal era tal que ni siquiera 
el propio legislador conocía qué estaba en vigor. Esta situación en la 
historia de la Iglesia ha sido relativamente frecuente y no podemos 
extrañarnos por ello. En todo sistema jurídico humano -y la Iglesia es una 
56. Refiriéndose a la pena de excomunión con que se castigaban estos y otros delitos, 
M. F. WALTER, Manual de derecho..., cit., p. 303, dice: «Estas y otras disposiciones 
semejantes son muy conformes con la importancia que tenía antes el Papa en el derecho de 
gentes europeo». 
57. El texto latino es de una gran fuerza y viveza expresiva: «Consueverunt Romani 
Pontífices praedecesores nostri, ad retinendam puritatem religionis christianae et ipsius 
unitatem, quae in coniunctione membrorum ad unum caput, Christum videlicet eiusque 
Vicarium, principaliter consistit et sancta fidelium societatem ab offesione servandam, arma 
iustitiae per ministerium Apostolatus in praesenti celebritate exercere». Cfr. «Magnum 
Bullarium Romanum» t. V, p. 491. 
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sociedad jurídica formada por hombres- encontramos infinidad de 
elementos cambiantes, pues, si bien es cierto que la naturaleza humana es 
inmutable, no lo es menos que tiene una dimensión histórica a la cual debe 
adaptarse en cada momento el sistema jurídico. He aquí el juego entre 
derecho humano y derecho divino, entre la Voluntad Fundacional de 
Cristo y la necesaria evolución del sistema jurídico de la Iglesia. 
Las relaciones jurídicas entre el papado y los demás fieles habían 
cambiado: cada vez menos el Papa era considerado como un señor 
temporal, capaz de estar a la misma altura que los grandes de la tierra. El 
prestigio del papado no venía ya de su dominio terreno, sino de su poder 
espiritual y de su función como Pastor Supremo de todas las almas. 
Dejaban, por tanto, de tener sentido muchas disposiciones penales que 
habían quedado obsoletas. 
Según las nuevas circunstancias histórica, Pío IX determina cuáles 
son los nuevos delitos castigados con censuras latae sententiae, para que 
«ninguna tenga valor en adelante, sino aquellas que insertamos en esta 
misma Constitución, y en los términos que la insertamos: y Nos decla-
ramos al mismo tiempo, que estas mismas censuras toman su valor, no 
solamente de la autoridad de los antiguos cánones, en cuanto están con-
formes con esta Nuestra Constitución, sino también de esta misma 
Constitución Nuestra, como si ella las publicase ahora por primera 
vez» 5 8 . 
3 . Con referencia al delito de herejía. 
Ya hemos señalado al hablar de la primera redacción de la bula In 
Coena de Urbano V, que este delito no era mencionado 5 9 . 
5 8 . «Nonnisi illae, quas in hac ipsa Constitutione inserimus, eoque modo, quo 
inserimus, robur exinde habeant; simul declarantes, easdem non modo ex veterum cononum 
auctoritate, quatenus cum hac Nostra Constitutione conveniunt, verum etiam ex hac ipsa 
Constitutione Nostra, non secus ac si primum editae ab ea fuerint, vim suam prorsus accipere 
deberé». Cfr. ASS 5 (1869), p. 287. 
5 9 . Véase para una mayor intelección de este apartado el Anexo I, donde se hace una 
synopsis de las diferentes redacciones que a lo largo de la historia tuvo esta bula en lo que se 
refiere a los delitos contra la fe. Para una mayor comprensión del cuadro, lo hemos 
subdividido en pequeños párrafos, a modo de versículos, enumerándolos del uno al seis. 
La primera mención expresa del delito de herejía la hace Julio II en la Constitución 
Consueverunt de 1511 en estos términos: 
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De acuerdo con Giraldi 6 0 , la excomunión inflicta contra haereticos, 
eorumque fautores, hasta la Bula In Coena de Julio II (1511), era de 
absolución nullatenus reservata. A partir de aquel momento comenzó a ser 
de absolución reservada al Santo Padre. Además, no podía ser absuelto el 
reo de herejía por persona distinta del Papa, ni en virtud de la buia de la 
Santa Cruzada, como declaró Gregorio XIII en la Constitución Offìcii 
nostri, del 22 de septiembre de 1576, ni en tiempo de jubileo en el que se 
acostumbraba conceder facultades de absolver de todos los delitos 
reservados al Romano Pontífice y contenidos en la bula Coenae. Era 
necesaria, por considerarse un crimen gravísimo, una mención expresa de 
dicha facultad de absolver; a nadie se le ocurría comparar este delito con 
ningún otro, aunque fuesen castigados con la misma pena. 
Bajo este punto de vista, se comprende bien que estas medidas, y las 
que luego en el correr de la historia se tomaron para aplacar el influjo de 
las herejías, fueron fruto de una realidad social: una fe profunda y una 
consideración de la herejía como mal público. Se estimaba que la herejía 
no era mera disputa de teólogos, sino un crimen gravísimo que dañaba 
seriamente la sociedad civil. Por eso, todo el mundo estaba de acuerdo en 
que se castigara la traición a la fe como un enorme delito. A nadie extra-
ñaba tal proceder y a nosotros tampoco pueden chocarnos estas medidas 
cautelares: hay que juzgarlas con la mentalidad de la época en que na-
cieron y se desarrollaron, de lo contrario resultarían incomprensibles 6 1. 
El objetivo era -ya lo hemos dicho- salvaguardar la pureza de la fe y 
de la unidad de la Iglesia. Con Urbano VIII este objetivo fue expresado en 
términos más solemnes y más difusos que en el texto de Julio I I 6 2 , sin 
«§1. Nos igitur, vetustum et solemnen hunc morem sequentes, excommunicamus et ana-
thematizamus, ex parte omnipotentis Dei Patris et Filii et Spiritus Sancti, auctoritate quoque 
beatorum Petri et Pauli ac nostra, omnes haereticos, Catharos, Patarenos, Pauperes de 
Lugduno, Arnaldistas, Speronistas, Passagenos, Vicleffitas seu Ussitas, Fraticellos de Opi-
nione nuncupatos et quocumque alios haereticos, quocumque nomine censeantur, ac omnes 
fautores et receptatores eorumdem». Cfr. «Magnum Bullarium Romanum» t. V, p. 491. 
6 0 . U. GIRALDI, Expositio Iuris Pontificii, voi. 2, Romae 1830, pp. 622 s. 
6 1 . Al estudiar la Historia de la Iglesia se tropieza muy frecuentemente con un 
inconveniente que puede resultar grave para entenderla con perfección: todo lo referimos a 
nosotros mismos y a aquello que nos rodea. Sin embargo, es necesario prevenirnos con 
cuidado si queremos evitar lastimosas contradicciones. 
6 2 . «Pastoralis Romano Pontificis vigilantia et sollicitudo in omni christiani reipu-
blicae pace et tranquillitate procuranda pro sui muneris officio assidue versatur, tum potis-
simum in catholicae fidei, sine qua impossibile est piacere Deo, unitate atque integritate 
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embargo, permaneció substancialmente idéntico y puede afirmarse que no 
se perdió de vista en todas y cada una de ellas. 
Entre los tipos delictivos penados con excomunión latae sententiae 
reservada a la Santa Sede, siempre son puestos en primer lugar los delitos 
contra la fe. Esto prueba una vez más la importancia capital que tuvo la 
custodia de la integridad del depositumfidei y sigue teniendo en el marco 
jurídico de la Iglesia, pues este modo de proceder se ha mantenido 
siempre en el Derecho Penal Canónico. En este texto se incluyen a todos 
los herejes, a sus promotores y sus protectores, pero no se mencionan los 
editores de libros heréticos, ni tan siquiera a los que los leyesen o los 
poseyesen como después se hará 6 3 . 
La fórmula del anathema lanzado en la bula de Julio II contra todos 
los herejes y sus sectas deriva de textos anteriores como, por ejemplo, el 
retinenda, máxime elucet; nimirum, ut fideles Christi non sint parvuli fluctuantes, ñeque 
circumferantur omni vento doctrine in nequitia bominum ad circumventionem erroris, sed 
omnes occurrant in unitatem fidei et agnitionis Filii Dei in virum perfectum, ñeque se in 
huius vitae societate et communione laedant, aut inter se alter alteri offensionem praebeat, 
sed potius in vinculo charitatis coiuncti, tamquam unius corporis membra, sub Christo 
capite, eiusque in terris Vicario Romano Pontífice beatissimi Petri successore, a quo totius 
Ecclesiae unitas dimanat, augeantur in aedificationem, atque ita, divina gratia adiutrice, sic 
praesentis vitae quiete gaudeant, ut futura quoque beatitudine perfruantur. Ob quas sane causas 
Romani Pontífices praedecesores nostri hodierna die, quae anniversaria Dominicae Coenae 
commemoratio solemnis est, spiritualem ecclesiasticae disciplinae gladium et salutaria 
iustitiae arma per ministerium summi apostolatus ad Dei gloriam et animarum salutem 
solemniter exercere consueverunt. Nos igitur, quibus nihil optabilius est, quam fidei 
inviolatam integritatem, publicam pacem et iustitiam, Deo auctore, tueri, vetustum et 
solemnem hunc morem sequentes». Cfr. «Magnum Bullarium Romanum» t. XIII, pp. 530-
531. Para volver sobre el texto de Julio II puede consultarse la nota 76. 
6 3 . Otros delitos eran por ejemplo: 1) los que apelaban las decisiones del Papa a un 
futuro Concilio Ecuménico (conciliarismo); 2) los que se apoderasen de bienes de navios 
cristianos naufragados; 3) los piratas, corsarios y otros saqueadores que abundaban en el Mar 
Mediterráneo; 4) los señores temporales que estableciesen nuevos impuestos, sin la 
autoridad y derecho legítimo, o bien, sin la concesión especial de la Santa Sede; 5) los que 
falsificasen Cartas Apostólicas o publicasen las Cartas falsificadas; 6) los que hiciesen pasar 
a los turcos, a los sarracenos o a herejes declarados armas, municiones u otros recursos para 
hacer la guerra; 7) los que impidiesen la llegada a su destino de víveres y otras mercancías 
destinadas a la Corte Romana; 8) los que matasen, hiriesen o tuviesen en cautividad a 
personas que se dirigiesen a la Santa Sede o volviesen de allí; 9) los culpables de malos 
tratos hacia Cardenales, Obispos o Legados pontificios; etc. Como se puede ver, hay que 
reconocer que bastantes de estos delitos reservados y, más o menos oportunamente 
castigados en la Edad Media, no responderían ya a las circunstancias de otras épocas más 
recientes. Sin embargo, entonces, ante los abusos de poder de los señores feudales rapaces y 
frecuentemente sin escrúpulos, esta bula era bienhechora y protectora de los más elementales 
derechos. 
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de Alejandro ni en el Concilio III de Letrán (1179), o también, el del IV 
Concilio de Letrán (de Inocencio III, del año 1215) y otro más de 
Gregorio IX, etc., a los que nos referimos en otro apartado. 
Pablo III es el primero que hace mención del tema de los libros 
heréticos, pero sólo en lo que se refiere a los escritos por Lutero. Es de 
hacer notar la extensión que el papa dedica a rechazar los errores protes-
tantes con el fin de «obtruncare haeresis irruentis propagationem» 6 4; no 
en vano, nada más entrar en liza, el nuevo papa anunció su programa: 
lucha contra la herejía; reforma de la Iglesia mediante la convocatoria de 
un concilio ecuménico; recuperar la paz y la unidad de toda la cristiandad 
y una cruzada contra los turcos. El 21 de julio de 1542 nació una 
institución que cobraría una importancia creciente en el futuro hasta 
constituir en la actualidad uno de los organismos fundamentales de la 
Iglesia: al principio se concibió como una reorganización de la Inquisición 
romana, estuvo compuesta por seis cardenales y su misión era velar por la 
pureza de la fe tomando medidas pertinentes para defenderla de cualquier 
herejía. Quizá hubo en el momento de su creación una preocupación más 
defensiva que ofensiva -como ariete positivo de la reforma-. Prime-
ramente se llamó Congregación de la Inquisición romana y universal, 
luego Sagrada Congregación del Santo Oficio y hoy, sencillamente, 
Congregación para la Doctrina de la Fe. 
No era esta bula el primer texto pontificio que encontramos sobre la 
condena referida al delito de editar libros escritos por herejes. Un papa tan 
controvertido como Alejandro VI (1492-1503), fue el primero que castigó 
con censura de excomunión latae sententiae el delito referido a la 
impresión de libros 6 5 . 
Después de Pablo III, Gregorio XIII en su bula Coenae de 1583 hace 
un elenco -el más numeroso hasta ese momento- de las sectas heréticas y 
después añade eorum credentes, pretendiendo indicar con ello la 
distinción entre los mismos iniciadores de la herejía (heresiarcas) y los 
que después y singularmente se anexionaron con pertinacia a ella. Es 
precisamente en la pertinacia donde la doctrina puso la distinción entre 
hereje formal -y, por tanto, sujeto a la pena de excomunión latae 
sententiae- y el que no lo es. Pero no sólo como concepto aislado y 
64 . Cfr. J. P E N N A C C H I , Commentaria in..., cit., p. 62. 
65. Cfr. L . PASTOR, Historia de..., cit., pp. 89 s. 
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teórico, sino también como materialidad práctica que tal convencimiento 
intelectual lleva consigo: la propaganda y la defensa de la herejía, su 
patrocinio real. 
Puede verse que la bula de Gregorio XIU extiende la pena de exco-
munión a los que leen libros que «haeresim continerent vel de religione 
tractarent» y no sólo a los libros luteranos, como ya se ha dicho sobre la 
sanción de Pablo III. 
También se hace mención, por primera vez en la bula Coenae, de los 
cismáticos. Este delito fue mencionado como tal en algunos textos de 
Pablo II y Sixto IV y recogido en las Decretales, a los que nos referimos 
en otro lugar 6 6 . 
Observamos una singularidad más en la bula de Pablo V (1610): la 
mención expresa hecha a los apóstatas. Se ha discutido mucho sobre si se 
consideraban o no comprendidos en los primeros textos de las bulas a los 
que nos venimos refiriendo, alegando que no estaba clara la distinción 
teológica entre apóstatas y herejes y que, por tanto, se procedía sin más 
contra los tales. Si bien es cierto que en la práctica era así, lo correcto, con 
rigor jurídico, es afirmar que no pueden ser aplicados los mismos textos 
legislativos para incluir el delito de apostasía junto con el de herejía, 
tendrá que acudirse a otros 6 7 . 
B . La Constitución «Apostolicae Sedis» 
Después de la publicación del Código Pío-benedictino, este acto pon-
tificio tiene meramente una importancia histórica. Propiamente hablando, 
para la legislación actual no es más que una fuente de textos legales y, por 
consiguiente, se trata de una vía para la correcta interpretación de ambos 
códigos. Sobre esta consideración insistiremos. 
Tras haber indicado las circunstancias históricas y precisado las ne-
cesidades que llevaron a su promulgación, examinaremos lo que queda en 
el CIC-17 de esta Constitución en lo que se refiere a los herejes. 
66 . Extrav. V, 9, 3. 
67 . Pennacchi cita al t e ó l o g o Melchor C a n o c o m o uno d e los m á s des tacados repre-
sentantes de la d iscus ión que se desató por entonces . Cfr. J. PENNACCHI, Commentaria in..., 
cit . , pp. 66 s. 
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1. Historia y ámbito de la Constitución «Apostolicae Sedis» 
La Constitución Apostolicae Sedis es una de las recopilaciones 
anteriores al Código que llevó a cabo Pío IX y que abrieron paso a la 
codificación general. La necesidad de claridad y de precisión jurídica hacía 
reclamar urgentes mejoras, siendo más obligado en materia de penas que 
en cualquier otro punto. Las censuras aportadas por el derecho anterior 
eran numerosas y fueron acumulándose a través de los siglos. Se encon-
traban diseminadas en fuentes múltiples y muy desiguales: Constituciones 
de Papas, Colección del Corpus Iuris, Concilio de Trento, Decretos de las 
Sagradas Congregaciones Romanas. Había un cierto número que no se 
sabía con seguridad si eran aún aplicables o habían sido abolidas. La 
interpretación de muchas censuras era sumamente dudosa debido al 
cambio de circunstancias y de tiempo. 
Este estado de confusión resultaba fastidioso y bastante problemático. 
No solamente favorecía la ignorancia, sino que daba lugar a verdaderas 
escisiones nacionales, quasi-cismas en la cristiandad: los autores interpre-
taban siguiendo doctrinas galicanas, sometiéndose a los nacionalismos 
jurídicos, o bien, se llegaba a silenciar las prescripciones penales válidas 
para toda la Iglesia 6 8. 
Puede decirse que con esta Constitución se llegó al resultado feliz de 
paliar el problema existente en la Iglesia en materia de penas latae sen-
tentiae69, pero no solucionarlo totalmente, pues aunque se nombrara de 
manera bien determinada las censuras contenidas en el derecho, no desa-
parecían las causas de incertidumbre ni en los pastores ni en los fieles, ya 
que se seguían incluyendo delitos demasiado genéricos, de difícil discer-
nimiento y de los que resultaba prácticamente imposible llegar a la nece-
saria certeza moral de haberlo cometido, de tal forma que el juez, que en 
este tipo de delitos castigados con penas latae sententiae es el propio incul-
pado, no acertaba en ningún caso a pronunciar la sentencia condenatoria. 
68 Cfr. A . A M A N I E U , V O Z : Apostolicae Sedis, en A A . W . , «Dictionnaire de Droit 
canonique» t. I, Paris 1942, col. 698-724 
6 9 . Refiriéndose a esto A . A M A N I E U comenta que la publicación de la Constitución 
Apostolicae Sedis se refiere sólo a un punto concreto de la legislación eclesiástica, pero fue 
un acontecimiento comparable a la publicación de las grandes colecciones auténticas del 
Corpus Iuris (cfr. Ibidem, col. 701). 
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Por supuesto estamos referiéndonos a los delitos contra la fe y la unidad 
de la Iglesia de los que venimos hablando. 
2. El delito de herejía en la Constitución «Apostolicae Sedis»y su 
evolución hasta el Código del 17. 
La acciones delictivas o los delitos que pueden contemplarse son los 
siguientes: 1) los apóstatas de la fe cristiana; 2) todos y cada uno de los 
herejes; 3) los que le dan crédito; 4) sus encubridores; 5) favorecedores; 
6) recibidores y 7) los que de cualquier manera los defiendan 7 0. 
Además se añaden las acciones que se refieren a la lectura de libros y, 
según el criterio anterior, se podrían diferenciar así: 1) los que a propósito 
lean libros de herejes o apóstatas sin la debida autorización de la Santa 
Sede; 2) los que lean libros que patrocinan la herejía; 3) los que, aún no 
siendo libros de herejes, estén determinadamente prohibidos por Letras 
Apostólicas; 4) los que los impriman y 5) los defiendan de cualquier 
manera 7 1 . 
En un tercer párrafo se añaden también a: 1) los cismáticos y 2) los 
que se sustraen o separan pertinazmente de la obediencia al Romano 
Pontífice actual o futuro 7 2. 
En otro párrafo distinto se dice que quedan excomulgados automáti-
camente los que enseñen o defiendan pública o privadamente proposi-
ciones condenadas por la Sede Apostólica con pena de excomunión latae 
sententiae13. 
7 0 . El texto de la Constitución es el siguiente: 
«§I.- Excommunicationes latae sententiae speciali modo Romano Pontifici reservatae. 
»Itaque excommunicationi latae sententiae speciali modo Romano Pontifici reservatae 
declaramus: 
»1. Omnes a Christiana fide apostatas, et omnes ac singulos haereticos, quocumque 
nomine censeantur, et cuiuscumque sectae existan', eiusque crcdentes, eorumque receptatores, 
fautores, ac generaliter quoslibet illorum defensores» Cfr. AAS 5 (1869) pp. 305 ss. 
7 1 . «2. Omnes et singulos scienter legentes .t auctoritate Sedis Apostolicae libros 
eorumdem apostatarum et haereticorum haeresim ^..opugnantes, nec non libros cuiusvis 
auctoris per apostólicas litteras nominatim prohibió';, eosdemque libros retinentes, impri-
mentes et quomodolibet defendentes». (Ibidem). 
7 2 . «3. Schismaticos et eos qui a Romano Pontificis pro tempore existenti obedientia 
pertinaciter se subtrahunt, vel recedunt (...)». (Ibidem). 
7 3 . «§U.- Excommunicationes latae sententiae Romano Pontifici reservatae. 
«Excommunicationi latae sententiae Romano Pontifici reservatae subiacere declaramus: 
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Es más que evidente la confusión que puede llegar a producir la 
enumeración que acabamos de hacer, pues ¿no es verdad que los 
defensores de proposiciones condenadas por la Santa Sede son llamados 
herejes?, ¿no es igualmente cierto que los que le dan crédito, sus 
encubridores, favorecedores, los que la acogen y sus defensores, son 
también considerados herejes?. La doctrina canónica junto a la legislación 
empezó a distinguir estos supuestos, llamándolos próximos a la herejía, 
del delito propio de herejía74. Es lo que vamos a encontrarnos en el CIC-
17 con importantes repercusiones doctrinales, pues no se llegó a una 
distinción clara de los planos dogmático y moral del propiamente jurídico, 
confudiéndolos entre s í 7 5 . 
No puede ser admitida la definición canónica de herejía ni tampoco la 
de apostasía basada exclusivamente en el pecado de infidelidad, por la 
que no se aceptaría alguna de las verdades cristianas, o bien, se 
abandonan todas ellas. Esto es válido si se habla en cátedra de teología 
moral, pero no en derecho penal canónico. Insistiremos una vez más en 
que sólo hay obligación jurídico-penal de creer con fe divina y católica 
aquellas verdades reveladas por Dios y enseñadas por la Iglesia como 
tales, por tanto, sólo la negación o la duda pertinaz de una de estas 
verdades puede considerarse como herejía. 
»1. Docentes vel defendentes, sive publice, sive privatim, propositiones ab Apostólica 
Sede damnatas sub excommunicationis poena latae sententiae». (Ibidem). 
7 4 . Se clasifican generalmente en : 1) sospecha de herejía; 2) defensa de doctrina 
condenada; 3) violación de normas sobre prohibición de libros, es decir, edición de ciertos 
libros, defensa de ciertos libros, lectura "a sabiendas" de esos mismos libros y retención "a 
sabiendas" de los mismos libros y 5) delitos de peligro de fe en la familia, es decir, contraer 
matrimonio ante ministro no católico, matrimonio con pacto de educación acatólica de la 
prole, llevar a bautizar a los hijos propios a ministros acatólicos y entrega de un hijo a 
educador no católico. 
7 5 . H. FLATTEN, Der Haresieverdacht im Codex Iuris Canonici, Amsterdam 1963, pp. 
328 s., afirma que «el afán o la preocupación por la absoluta intocabilidad de la enseñanza 
eclesiástica sobre la fe tiende, no sólo a poner bajo castigo el ataque completo al dogma, 
sino a interponer un procedimiento para salir al paso de los peligros de un comportamiento 
meramente sospechoso de herejía (...) La acción externa de la profanación de la Eucaristía 
según el c. 2320, por ejemplo, es ciertamente un atentado contra el ius divinum, pero no es 
sin más realizado como si fuese una negación del dogma. El hecho como acción concreta no 
permite ninguna conclusión clara de herejía, sino sólo de sospecha de herejía». No 
compartimos esta opinión, por cuanto dicha profanación resulta muchas veces un acto de fe, 
tremendo pero verdadero, en la presencia real de Cristo en las especies eucarísticas y, por 
tanto, no puede ser inferida la negación del dogma por parte del delincuente.es decir, sería 
completamente al revés de como Flatten dice. 
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De esta forma llegamos al aspecto objetivo de la herejía del que no de-
bemos desvincularnos, pues si como Tertuliano se explicase la herejía 
como una arbitraria selección de doctrinas, sin tener en cuenta la común 
regula fidei que vige en la Iglesia 7 6 , podría llegarse a extender tanto el 
supuesto delictivo que se haría totalmente ineficaz e imposible su determi-
nación. Bastante más acertada nos parece la definición de Santo Tomás 
que reduce el concepto a una especie de infidelidad positiva, por la cual al-
gunos tienen una cierta fe en Cristo, pero no aceptan en su integridad to-
dos los dogmas7"7. Esta última palabra es la que nos parece clave para en-
tender la cuestión. El término dogma a partir del Concilio de Trento se 
convirtió en un terminus technicus, al llevarse a cabo la completa distin-
ción entre Teología moral y Teología dogmática. En la actualidad «los 
dogmas -según Schmaus- son verdades reveladas directamente por Dios, 
definidas y anunciadas clara y expresamente por el Magisterio Eclesiás-
tico, como verdades que han de ser creídas por todos. Tales verdades han 
de ser creídas y admitidas con fe divina (fides divina), es decir, reconocien-
do la autoridad de Dios que se revela, y con fe católica (fides catholicá), 
es decir, reconociendo la autoridad de la Iglesia fundada por Cristo» 7 8 . 
Ciertamente todos los autores consideran que la evolución del dogma 
ordinariamente está condicionada y motivada por los peligros prove-
nientes de la herejía. Casi todas las tesis dogmáticas fueron definidas 
como muros protectores de la Revelación frente a los embates heréticos y 
no para fomentar o conservar unas determinadas devociones. Es histó-
ricamente coherente esta aseveración, pues las formulaciones dogmáticas 
poseen una base histórica y la historia del cristianismo ha sido, en gran 
parte, la historia de la lucha contra las herejías 7 9. 
Los tratadistas de Teología dogmática suelen calificar del siguiente 
modo las diversas opiniones más o menos extraviadas de la fe: 1) la 
opinión herética es contraria a un dogma; 2) la opinión próxima a la 
76 . TERTULIANO, De praescript., c. 6. 
77 . STO. TOMAS, Summa Theol., 11-11, q. 11, a. 1. 
7 8 . Cfr. M . SCHMAUS, Teología dogmática, t .1, Madrid 1960, p. 70. 
7 9 . A . TURRADO TURRADO, VOZ: Herejía, en «Gran Enciclopedia Rialp» t. X I , Madrid 
1972, p. 683, hace una breve reseña histórica que nos puede ayudar a entender el influjo 
indirecto de la herejía en la historia del esclarecimiento de la verdad revelada. Puede verse un 
elenco de todos los errores doctrinales antiguos y modernos por orden alfabético en H . 
MASSON, Manual de herejías, Madrid 1989. 
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herejía no se opone a una verdad ciertamente revelada, pero sí a una 
verdad considerada por la mayoría de los teólogos como perteneciente a la 
fe; 3) la sentencia errónea se enfrenta a una conclusión teológica, cuyas 
premisas están formadas por una verdad de fe y otra de la razón; 4) la 
opinión próxima al error contradice a conclusiones teológicas, una de 
cuyas premisas no es claramente revelada o no es racionalmente evidente; 
5) la opinión temeraria va contra la doctrina común de los teólogos o 
contra las disposiciones y costumbres de la Iglesia 8 0. 
Concluyendo, nos parece lo más acertado considerar, siempre desde 
un punto de vista jurídico, lo directamente contradictorio a un dogma 
como herejía y, por tanto, desligarnos de otros conceptos subjetivos, 
afines al pecado de infidelidad, pero que llevarían en la práctica a una 
ineficacia del sistema canónico-penal en lo que se refiere a las penas 
automáticas o latae sententiae con las cuales tradicionalmente se ha 
castigado este delito. 
En efecto, este punto de vista que nos ha parecido el más coherente, 
no estaba por entonces tan delimitado y definido en los textos que hemos 
estudiado. Quizá pueda afirmarse que teoréticamente no fue de esta forma, 
pero de hecho, en la práctica, cuando se trataba de juzgar en el fuero 
judicial una opinión más o menos contraria a la fe se tenía que partir de 
algún puerto seguro y éste siempre ha sido y seguirá siendo con el auxilio 
que el Espíritu Santo presta a la Esposa de Cristo las verdades de fe 
definidas solemne e invariablemente por la Iglesia. Podríamos poner una 
objeción a esta rotunda afirmación que vemos necesaria para aclararla, 
aunque resulta bastante obvia: ¿cómo se explica entonces la existencia de 
herejes desde los comienzos apostólicos cuando todavía no existía la for-
80 . Existen, además, otras varias caliñcaciones usadas tanto por los teólogos como en 
algunos documentos pontificios: ofensivas de los oídos piadosos, escandalosas, blasfemas, 
sediciosas, capciosas, etc. Cfr. Y. CONGAR, La fe y la teología, Barcelona 1977, pp. 222 s. 
Por otro lado, los autores difieren en la definición precisa de estas notas, algo en lo que no 
pretendemos meternos en este trabajo. Pero, por ejemplo, para Marín-Sola, errorem es lo que 
se opone a una verdadera conclusión teológica. M. Schmaus define así la propositio fidei 
próxima: aquella que, según el conjunto (moral) de teólogos, está, en cuanto a su sentido, 
contenida en las fuentes de Revelación, pero no está (todavía) propuesta expresamente como 
verdad revelada; y la propositio theologice certa (ad fidem pertinens): aquella que está 
estrechamente vinculada al dogma, estando así asegurada su carácter de verdad. Y. Congar 
llama haereticum a aquello que se opone a lo que está declarado como perteneciente a la fe y 
pone como una nota más grave lo erroneum a lo haeresi proximum. 
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mulación de ningún dogma cristiano? Pues bien, en la Iglesia que Cristo 
fundó siempre ha habido un único y mismo depósito revelado, si algún 
cristiano ponía en duda o contradecía alguna de estas verdades 
implícitamente contenidas en el depositimi fidei y lo hacía de forma que 
tras de sí arrastraba a otros fieles, provocaba antes o después la 
declaración magisterial que aclaraba el conflicto. Si tras esta declaración 
no existía enmienda y el fiel persistía en su obstinación se convertía en 
hereje formal y, por tanto, en sujeto pasivo de las penas con que se 
castigaba tal delito. 
Desarrollemos someramente una comparación con el Código 
del 17 8 1 . Se mantiene la excomunión latae sententiae y el lugar principal 
que tradicionalmente da la legislación a los delitos contra la fe, 
colocándolos en primer lugar de la parte especial; sin embargo, aporta 
notables modificaciones. Las más destacables son: 
1) la absolución de la excomunión no está reservada a la Santa Sede 
mas que para el fuero interno y si el delito de apostasia o de herejía es 
sometido a la jurisdicción del Ordinario, es decir, llevado al fuero externo, 
éste puede absolver después de la abjuración del reo y a continuación, 
cualquier confesor puede dar la absolución del pecado en el fuero interno. 
Se trata de una notabilísima singularidad que no encontramos para ningún 
otro delito canónico; 
2) no se incluyen aquí a los que, de la manera que fuese, ayuden 
espontáneamente y a sabiendas a la propagación de la herejía y que de una 
81 El canon 2314 se expresa de la siguiente manera: 
«§1. Omnes a Christiana fide apostatae et omnes et singuli haeretici aut schismatici: 
»1° Incurrunt ipso facto excommunicationem; 
»2° Nisi moniti resipuerint, priventur beneficio, dignitate, pensione, officio aliove 
muñere, si quod in Ecclesia habeant, infames declarentur, et clerici, iterata monitione, 
depon antur; 
»3° Si sectae acatholicae nomen dederint vel publice adhaeserint, ipso facto infames sunt 
et firmo praescripto can. 188, n. 4, clerici, monitione incassum praemissa, degradentur. 
»§2. Absolutio ab excommunicatione de qua in §1, in foro conscientiae impertienda, est 
speciale modo Sedi Apostolicae reservata. Si tamen delictum apostasiae, haeresis vel 
schismatis ad forum externum Ordinarli loci quovis modo deductum fuerit, etia per volun-
tariam confessionem, idem Ordinarius, non vero Vicarius Generalis sine mandato speciali, 
resipiscentem, praevia abiuratione iuridice peracta aliisque servatis de iure servandis, sua 
auctoritate ordinaria in foro exteriore absolvere potest; ita vero absolutus, potest deinde a 
pecato absolvi a quolibet confessano in foro conscientiae. Abiuratio vero habetur iuridice 
peracta cum fit coram ipso Ordinario loci vel eius delegato et saltem duobus testibus». 
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manera activa comulguen in sacris con los herejes, por tanto, el Código 
no enumera ya a los crecientes, receptatores, fautores ac defensores -que 
como hemos visto tenían una tradición jurídica muy grande-, porque se 
era consciente de la dificultad de interpretación que estos términos tenían 
en la práctica; 
3) se incluyen en un mismo canon a los herejes, apóstatas y 
cismáticos, no explicando el significado de este último término, como 
hacía la Apostolicae Sedis, sino exclusivamente se contenta con 
mencionarlo como un supuesto delictivo más; 
4) se incluyen dos nuevas especificaciones, las correspondientes a las 
penas ferendae sententiae: los herejes deben ser privados de todo cargo y 
pensión que tengan en la Iglesia, declarados infames (infamia de 
derecho) y si son clérigos, deben ser depuestos después de una segunda 
amonestación desoída o inútil. Además, se incluye el supuesto de 
adhesión a secta acatólica por la que se incurre en infamia ipso iure para 
cualquier delincuente, y si se tratase de clérigos, se les debe degradar 
(según el procedimiento previsto en el canon 2305 §3) perdiendo 
automáticamente el oficio (canon 188). 
III. EL DELITO DE HEREJÍA EN EL CIC-17 
A. Fuentes canónicas del canon 1364 §1 del CIC-83. 
Llegados a este punto, podríamos preguntarnos cuál es el interés del 
estudio de los cánones del Código Pío-benedictino relativos al delito de 
herejía. Pues bien, la Comisión Pontificia para la Interpretación Auténtica 
de los Textos Legislativos publicó en 1989 un elenco de fuentes canónicas 
para cada uno de los cánones del CIC-83, a la que es obligado prestarle 
a tenc ión 8 2 : se trata de una relación auténtica, es decir, con carácter 
oficial, en cuanto está emanada de un órgano pontificio máximamente 
competente. Con referencia al canon 1364 §1 las fuentes que cita son: 1) 
El canon 2314 §1; 2) Pontificia Commissio ad Codicis Cañones Authen-
8 2 . Nos referimos a la PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI AUTHENTICE 
INTERPRETANDO, Codex Iuris Canonici-Fontium annotatione et Índice analytico alphabetico 
auctus, Cita del Vaticano 1989. 
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tice Interpretandos, Responsum 30-VII-1934 8 3 ; 3) Sacra Congregatio 
Sancti Officii (usque ad 7-XII-1965), Decr. Quaesitum est, 1 iul. 1949 8 4 ; 
4) Secretariatus ad Christianorum Unitatem Fovendam. Directorium 
Oecumenicum, nn. 19 et 2 0 8 5 . Para el §2, únicamente da como referencia 
el canon 2 3 1 4 § l , 2 ° e t 3 o . 
Parece obvio comenzar nuestro estudio por aquello que influyó de 
alguna manera en la redacción final del canon 2314 §1 del Código Pío-
benedictino. Este estudio se proyectará sobre dos cuestiones íntimamente 
relacionadas: 1) en las personas que directa o indirectamente llevaron a 
cabo tal proyecto y 2) en las fuentes en las que se apoyó la Comisión 
redactora y que cada cual tomó como referencia para hacer su particular 
redacción del canon. 
B. Los proyectos de códigos privados: su influencia en la codificación 
del 17 
Los proyectos privados que surgieron del trabajo e investigación de 
algunos doctos canonistas sin duda fueron tenidos en cuenta a la hora de 
8 3 . Acerca de nuestro tema se pregunta: «An ad normam Codicis iuris canonici, qui 
sectae atbeisticae adscripti sunt vel fuerunt, habendi sint quoad omnes iuris effectus etiam in 
ordine ad sacram ordinationem et matrimonium, ad instar eorum qui sectae acatholicae 
adhaerent vel adhaeserunt». Y se responde, como era de esperar, visto el tenor de la pregunta: 
«Affirmative». El presidente era el Card. Gasparri y el Secretario, I. Bruno. Cfr. AAS 26 
(1934) p. 494. 
84 Se trata de un decreto del Santo Oficio. Como la Inquisición fue teniendo mala 
prensa y su nombre se cargó de sentido peyorativo, Pío X sustituyó en 1908 el nombre de la 
Congregación universal de la Inquisición -instituida por Pablo HI en 1542 para tutelar la fe y 
las costumbres- por el de Congregación del Santo Oficio. Después, Pablo VI, por el Motu 
proprio Integrae Servadae, del 7 de diciembre de 1965, cambió el nombre de Santo Oficio por 
el de Congregación para la Doctrina de la Fe. En él se resuelven cuatro cuestiones acerca de 
los cristianos afiliados o favorecedores del Partido Comunista. Resumiéndolas brevemente, 
son las siguientes: 1) si es lícito a los fieles su afiliación o favorecer al Partido Comunista de 
algún modo; 2) si es lícito editar, propagar o leer libros, revistas, periódicos o folletos que 
contengan sus doctrinas o que han sido escritos por comunistas; 3) si pueden ser admitidos a 
los Sacramentos los cristianos que consciente y libremente realicen lo mencionado en los 
dos números anteriores; 4) si incurren en la excomunión latae sententiae, reservada espe-
cialmente a la Santa Sede, por delito de apostasía de la fe católica. A los números 1, 2 y 3, se 
contesta negative, y al 4, affirmative. Cfr. AAS 41 (1949) p. 334. 
85 . Vid. nota n° 132 del apartado IV: Directorio Ad totam Ecclesiam n. 19 y 20, del 4-
V-1967, en AAS 59 (1967) p. 581. 
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la elaboración de los esquemas que se prepararon para fijar el texto final, 
ya que algunos de sus autores fueron nombrados consultores 8 6 . Para el 
desarrollo de nuestra investigación hemos seleccionado tres: A. Pillet 8 7 y 
F. Deshayes 8 8 , franceses, cuyos códigos tuvieron una amplia divulga-
ción, quizá porque «adoptaban una técnica constructiva netamente influida 
por los estatales y, en concreto, por el napoleónico, lo cual llevó a Ruffini 
a hablar de "códigos al estilo francés", contraponiéndolos a los "códigos 
de tipo italiano" que utilizaban el método tradicional de las colecciones» 8 9. 
También el alemán J. Hollweck, llamado durante los años 1905 a 1912 
por Gasparri a Roma, escribió su proyecto privado un decenio antes de 
elaborar su schema de voto privado para la Comisión. Este votum es el 
que, finalmente, analizamos junto con los otros 9 0 . 
C. Recapitulación 
Resumiendo el análisis de los artículos o cánones que hemos 
estudiado, apuntamos las siguientes breves ideas: 
86 Algunos autores ponen en duda la influencia directa que tuvieron los criterios de los 
códigos privados en los trabajos preparatorios. Aquí nos inclinamos por el criterio más 
seguro y ponderado de Feliciani, que pone de relieve la relatividad de toda conclusión a 
priori, debida a la falta de estudios y piensa que existió tal influjo desde el momento en que 
dos de los autores de proyectos privados, Pillet y Pezzani, pertenecieron al colegio de 
consultores. Cfr. G . FELICIANI, Lineamenti di ricerca sulle origine della codificazione cano-
nica vigente, en «Annali di la Università di Macerata» 1982 p. 212; también, este mismo 
artículo se recoge en la presentación al libro de M. VlSMARA- L . MUSSELLI, / / processo di 
codificazione del diritto penale canonico, Padova 1983, pp. 3-23. 
87 . A. PILLET, lus canonicum generale distributum in artículos, Paris 1890. 
88 . F. DESHAYES, Memento iuris ecclesiastici. Publici et privati. Ad usum semina-
riorum et cleri, Paris 1895. 
89 . Cfr. A. MOTILLA.La idea de la codificación en el proceso de formación del Codex de 
1917, en «lus Canonicum» 56 (1988), p. 699. Si quiere consultarse una buena relación 
histórica sobre el proceso de codificación con abundante bibliografía puede acudirse a G . L E 
BRAS-J. GAUDEMET, Histoire du Droit et des Institutions de L'Eglise en Occident, t. XVI, Paris 
1981, pp. 217-260. 
9 0 . Puede consultarse sobre Hollweck una relación excelentemente documentada en M. 
VlSMARA- L . MUSSELLI, Il processo cit., pp. 109-273, titulada / / contributo di Joseph 
Hollweck alla codificazione del diritto penale canonico. Al hablar Musselli de / singoli 
delitti, afirma: «Questo schema di Hollweck costituisce un fondamentale punto di riferimento 
per la corrispondente parte del Codex che, seppure in forma sintetica, molto recepirà da esso 
sia dal punto di vista sistematico, pur mostrandosi spesso più indulgente a livello di 
sanzione del rigido e teutonicamente severo professore di Eichstätt». 
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1) En cuanto al delito en sí, la apreciación es muy variada y compleja. 
Todos coinciden en una misma base delictiva: el pecado de infidelidad 
por el que un fiel se separa de la plena comunión de fe de la Iglesia con su 
actitud consciente, enfrentada o pertinaz a la legítima autoridad del 
Magisterio. Disienten, sin embargo, en el grado que debe tener el error 
de fe para ser llamado al reo, hereje. Por otro lado, junto con esto, 
se incluyen muchos otros supuestos delictivos que se identificaban 
con la herejía pero que no son tales, castigándose, sin embargo, con la 
misma pena de excomunión, pena que tradicionalmente se conminaba a 
estos delincuentes. Y 2) En cuanto a la pena, existe unanimidad en consi-
derar que el hereje debe ser castigado con pena de excomunión. Son 
en este aspecto herederos de una larga tradición canónica. La forma 
de aplicación también es unánime: ipso iure, automática o latae 
sententiae91. 
9 1 . Es conveniente aclarar que, a nuestro entender, la excomunión simplemente latae 
sententiae, la excomunión latae sententiae declarada, y la excomunión ferendae sententiae 
no son en sí mismas consideradas tres tipos, figuras o especies de excomuniones, sino úni-
camente modos de imposición de una misma pena. El tipo de pena con que el delito se cas-
tiga, es el de censura de excomunión, lo demás se refiere a la mecánica del infligere. Nos 
parece interesante transcribir el texto de la nota 26 del artículo de J. M. SANCHTS, Sulla natura 
e gli effetti della scomunica, en «Ius Ecclesiae» 2 (1990) pp. 633-661, con el que estamos 
plenamente de acuerdo: «le pene latae sententiae non sono un tipo di pena bensì un modo di 
applicazione, automatico, di esse. Tale modalità applicativa implica la possibilità che la 
pena rimanga occulta e, per tanto, con una rilevanza giuridica molto limitata, la quale spiega 
la diversità degli effetti e la necessità de provvedere alla sua remissione nel foro interno. 
Tuttavia il Borras -se refiere a A. BORRAS, L'excommunication dans le nouveau code de droit 
canonique, Paris 1987, del que el trabajo citado es una nota crítica- ha creduto di poter 
ravvisare l'esistenza di tre tipi di scomunica: latae sententiae, latae sententiae dichiarata e 
ferendae sententiae. Orbene, la pena di scomunica è unica con gli effetti giuridici propri della 
scomunica veramente applicata e cioè in foro esterno, effetti che però vengono limitati dal 
codice stesso per i motivi indicati ed anche nella misura in cui la pena non sia notoria o "il 
reo non la possa osservare senza pericolo di grave scandalo o d'infamia" (can. 1352 §2), il 
che frequentemente succede nel caso in cui vi si incorra ipso iure. Inoltre, non è affatto certo 
che la dichiarazione, mediante decreto o sentenza, di una pena comminata latae sententiae 
altro non faccia che dichiarare la pena nella quale previamente si era incorsi, poiché nel 
caso che all'atto delittuoso concorra alcuna delle circostanze attenuanti descritte nel can. 
1324 §1, "il reo non è tenuto dalle pena latae sententiae" (can 1324 §3), il che non si 
applica, almeno meccanicamente, quando si tratta dell'imposizione ferendae sententiae della 
pena. In questi casi la pena non verrebbe dichiarata ma costituita». 
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D. Sujeto capaz de ser hereje 
Conviene decir que la Iglesia no puede obligar coactivamente a 
nadie a bautizarse, ni siquiera a iniciarse en los rudimentos de la f e 9 2 . 
Tradicionalmente se ha puesto de relieve este hecho, diciendo que la 
Iglesia carece de jurisdicción sobre los no bautizados. Esto es cierto, pero 
responde a una mentalidad medievalista «para la cual -afirma Hervada- los 
pueblos y las sociedades se entendían formados a través de vínculos de 
sujeción que unían a los subditos en torno a los órganos de poder 
(concebidos como vínculos primarios de unidad social). El no bautizado 
no está en una situación de inmunidad simplemente por el dato negativo 
de que la Iglesia carece de jurisdicción sobre él, sino porque la libertad 
religiosa es una exigencia que dimana de la dignidad de la persona 
humana y de la naturaleza misma de la convocación divina, que se dirige a 
la responsabilidad del hombre y por tanto a su libertad» 9 3. 
En dos de los autores antes mencionados, es algo distinto el plantea-
miento sobre el sujeto capaz de ser hereje: Pillet dice «homo baptizatus»; 
Deshayes, «in eo qui fidem suscepit». El primero se basa en el sacra-
mento del bautismo válidamente recibido, siguiendo una antiquísima tra-
dición canónica que comenzó en el Concilio de Trento (cánones 7 y 8 de 
la sesión VII sobre el sacramento del bautismo) 9 4 , continuó con Bene-
dicto XIV quien de modo directo se refiere a los herejes y cismáticos 
cuando escribe: «haeretici Ecclesiae subditi sunt et legibus ecclesiasticis 
teñen tur» 9 5 y siguió después con Pío IX que repite la misma doctrina 9 6 . 
9 2 . Cfr. c. 748 §2 del CIC-83 que dice: «A nadie le es lícito jamás coaccionar a los 
hombres a abrazar la fe católica contra su propia conciencia». 
9 3 . Cfr. J. HERVADA, Elementos de derecho constitucional canónico. Pamplona 1987, 
p. 150. 
9 4 . Los cánones dicen textualmente: «Can. 7. Si alguno dijere que los bautizados, por 
el bautismo, sólo están obligados a la sola fe, y no en la guarda de toda la ley de Cristo, sea 
anatema . Can. 8. Si alguno dijere que los bautizados están libres de todos los mandamientos 
de la Santa Iglesia, ora estén escritos, ora sean de tradición, de suerte que no están obligados 
a guardarlos, a no ser que expontáneamente quisieren someterse a ellos, sea anatema». (Cfr. 
Dz. 863 y 864). Aunque no hace referencia directa a los herejes y cismáticos, se incluyen en 
la proposición al estar éstos bautizados. 
9 5 . BENEDICTO XIV, Epíst. Singulari § 16. GASPARRI, Codicis Iuris Canonici Fontes, 
vol. 2, Romae 1947, p. 197. 
96 . Pío IX, Carta apostólica Multíplices ínter, del 10-IV-1858. GASPARRI, vol. 2, cit., 
pp. 855 ss. 
EL DELITO DE HEREJÍA: «ITER» JURÍDICO 195 
Sin embargo, es distinta la base doctrinal de Deshayes cuya concepción es 
idéntica al juicio emitido por el Papa León XIII en la Encíclica Sapientiae 
del 10-1-1890, que exige, fundado en la Sagrada Escritura, para que el 
hombre pueda formar parte de la Iglesia y estar sometido a ella, la fe cris-
tiana debidamente abrazada, es decir, la comunión plena de fe 9 7 . Ambas 
concepciones son válidas y complementarias: no puede llegar a ser reo de 
herejía quien nunca ha recibido el sacramento del bautismo ni el que nunca 
recibió completo el depósito de la fe. Por el bautismo se es fiel en la 
Iglesia y por la comunión plena se es plenamente fiel98. 
Sin embargo, un sector muy amplio de la doctrina -sobre todo de los 
canonistas del siglo XIX en los que estamos y en los que se inspiró el 
CIC-17 se basaba en una argumentación que «tendría todos los visos afir-
ma Hervada- de un reprobable refinamiento penal (non bis in idem)»99. 
97 . LEÓN XUI, Encíclica Sapientiae, del 10-1-1890, que dice: «sed cristianam fidetn 
homo, ut debet, complexus, hoc ipso Ecclesiae ut ex ea natus subiicitur, eiusque fit societatis 
maximae sanctissimaeque particeps, quam summa cum potestate regere, sub invisibili capite 
Christo Jesu, Romani Pontificis proprium est munus». Cfr. GASPARRI, vol. 3, cit., pp. 327. 
Nos parece oportuno aclarar aquí -siguiendo al prof. J. ARIAS- que «la función del bau-
tismo como fundamento ontológico de la pertenencia a la Iglesia tiene doble vertiente: una 
de contenido teológico, en cuanto incorpora radicalmente y exige la incorporación plena del 
bautizado a la Iglesia de Cristo constituyéndolo en miembro de la Comunidad eclesial (cató-
lica); y otra de contenido jurídico, en cuanto incorporación radical y exigencia de incorpo-
ración plena se proyecta sobre la constitución del sujeto como subdito de una sociedad ecle-
sial. Cuando existe en el sujeto una circunstancia involuntaria, v. g. infradotación psíquica, 
que imposibilita la aceptación libre, es suficiente la incorporación a la Iglesia, creada por el 
sacramento para que el bautizado sea beneficiario del Don de la filiación divina y con él, de 
todos los demás dones con que Jesucristo dotó a su Iglesia, y cuya fruición no exija la libre 
cooperación por parte del sujeto». Cfr. J. ARIAS, Bases doctrinales para una nueva configu-
ración jurídica de los cristianos separados, en «Ius Canonicum» 8 (1968), p. 89, nota 163. 
Puede también consultarse la Carta Maiores Ecclesiae causas del Papa INOCENCIO HI a 
Inberto, arzobispo de Arles, hacia fines de 1201 (Dz. 411), que expresa esta misma idea, pero 
añade una condición para que el bautismo imprima el carácter sacramental: «Respecto a los 
que duermen o están dementes, si antes de caer en la demencia o de dormirse persisten en la 
contradicción; como se entiende que perdura en ellos el propósito de contradicción, aun 
cuando fueren así inmergidos, no reciben el carácter de sacramento. Otra cosa sería si antes 
habían sido catecúmenos y tenido propósito de bautizarse; de ahí que a éstos solió bautizar-
los la Iglesia en artículo de necesidad. Entonces, pues, imprime carácter la operación sacra-
mental, cuando no halla óbice de la voluntad contraria que se le opone». 
9 8 . El CIC-83 ha recogido esta tesis a tenor del canon 205: «Se encuentra en plena 
comunión con la Iglesia católica, en esta tierra, los bautizados que se unen a Cristo dentro de 
la estructura visible de aquélla, es decir, por los vínculos de la profesión de fe, de los sacra-
mentos y del régimen eclesiástico». 
9 9 . J. HERVADA, Elementos de..., cit., pp. 116-117. 
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Estos canonistas reconocían a los herejes o cismáticos materiales, esto es, 
a los que con sus propias obras (aunque no culpables) se han separado de 
la comunión de fe y obediencia eclesiástica, o que, además, han dado su 
adhesión libre a una confesión acatólica 1 0 0, la sumisión a todas las nor-
mas canónicas que regulaban supuestos de hecho pertenecientes al bien 
común y al orden público, como son las leyes irritantes e inhabilitantes, 
las que establecen impedimentos matrimoniales dirimentes, las leyes 
generales y especiales de delitos y penas, etc. 
Por otro lado, la no pertenencia plena de los herejes o cismáticos 
formales101 a la Iglesia, esto es, los bautizados que públicamente 
(de manera que se pueda constatar jurídicamente) y con culpabilidad 
moral, toman posición contra la Iglesia por cisma y herejía, a pesar de 
haber sido bautizados 1 0 2, es afirmada unánimemente como doctrina de 
100. A. ROYO MARÍN, La fe de la Iglesia. Lo que ha de creer el cristiano de hoy, Madrid 
1978, p. 94, hace un elenco de posibles situaciones de herejes materiales: 
«a) El que está en disposición de someterse al juicio de la Iglesia al advertir el error. 
»b) El que desconoce por completo la verdadera fe y nunca ha dudado de su religión. 
»c) El que, dudando de su fe, hizo las diligencias posibles para encontrar la verdad». 
101 . Véase una amplia exposición de la doctrina en J. ARIAS, Bases doctrinales..., cit., 
pp. 29-120, especialmente la nota 23. Sin embargo, no compartimos la opinión que el 
ilustre profesor desarrolla en este trabajo por cuanto afirma que: «la situación jurídica del 
hereje o cismático formal es la de no pertenencia al ordenamiento jurídico de ninguna de las 
Comunidades cristianas, como consecuencia de su separación culpable de la Iglesia de 
Cristo» ni siquiera al ordenamiento de la Católica. Si esto fuera así, el clérigo excomulgado 
por ser hereje o cismático, por ejemplo, no tendría ningún impedimento canónico para 
contraer matrimonio válidamente, hipótesis que en la realidad no se da. Arias fundamenta 
esta posición en considerar «como doctrina de fe que los herejes o cismáticos formales 
públicos dejan de ser miembros de la Iglesia católica (cita al teólogo Rahner)», pero esto es 
verdad en sentido de plenitud como miembro, «lo cual afecta a su condición misma de fiel» 
en el sentido de que «no se es fiel ni discípulo del Señor plenamente, aunque sí se es fiel y 
discípulo en algún grado no pleno. Se es miembro de la Iglesia, se es fiel, pero separado». J. 
HERVADA, Comentario al c. 205 del CIC-83, Código de Derecho Canónico. Edición anotada, 
Pamplona 1983, p. 170. 
102. A. ROYO MARÍN, La fe...,cit, p. 95, considera hereje formal a: 
«a) El que, dudando seriamente de su fe, no quiere salir de su duda. 
»b) El que de propósito aparta su atención de los motivos de credibilidad que presenta la 
Iglesia católica y está dispuesto a perseverar en su falsa religión, aunque llegue a conocer la 
verdad. 
»c) El que, después de conocida la verdad, sigue haciendo oposición a la Iglesia (pecado 
gravísimo contra el Espíritu Santo). 
»d) El que duda voluntariamente de algún artículo que sabe ser de fe. 
»No sería hereje formal ni material el que, por pura fanfarronada, dijera algo contra la fe, 
pero sin sentirlo interiormente, aunque desde luego cometería un grave pecado contra la fe, 
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f e 1 0 3 . Pero es necesario distinguir -como hace el Prof. Hervada- entre 
pérdida (extinción) de la condición de fiel, que no se da en ningún caso 
una vez que el fiel ha sido sellado con el carácter indeleble del Bautismo 
válidamente administrado, y otra, bien diferente, es la suspensión del 
ejercicio de los derechos y deberes esencialmente eclesiales (también 
llamados por el profesor Hervada, fundamentales 1 0 4). Esta suspensión 
puede ser jurídicamente derivada de situaciones concretas en las que el fiel 
se encuentra, como son: « I o la comisión de ciertos delitos, entre ellos el 
abuso de los derechos fundamentales; de especial mención son aquellos 
delitos que implican la ruptura de la comunión eclesiástica (herejía, cisma 
y apostasía), o reciben esa ruptura como pena (excomunión); 2 o las 
situaciones de ruptura eclesiástica no delictuales (hermanos separados); 3 o 
aquellas situaciones excepcionales que hagan necesaria la suspensión de 
algunos de los derechos fundamentales» 1 0 5. 
Es por tanto una característica específica de la excomunión la de 
excluir de la Communio fidelium, con todas sus consecuencias. Significa 
esto que se exige -interior y exteriormente- estar en comunión con la 
Iglesia para poder participar de sus bienes y ejercer los derechos y deberes 
del fiel. La pérdida de la Communio fidei supone una autoexclusión del 
vínculo de comunión interior, pero es necesaria la imposición de la 
sanción penal para que se puedan derivar la consecuencias, en el plano 
operativo, de estar impedido en el ejercicio de los derechos y deberes del 
fiel, incluso el derecho de acudir a los Sacramentos. La comunión jurídica 
es signo externo de la comunión interior en la fe (también en la esperanza 
y caridad, en la vida de la gracia), pero no se puede de ninguna manera 
considerar ésta y la otra como yuxtapuestas o enfrentadas. 
con la agravante de escándalo. En cambio, sería hereje el que negara pertinazmente una 
doctrina cualquiera ajena a la fe creyendo que se trataba de una verdad de fe». 
103. Vid. nota n° 101. 
104. Hemos encontrado tanto en el comentario al CIC-83 como en el. libro de derecho 
constitucional de HERVADA que éste utiliza en sentido unívoco los dos modos de decir: por un 
lado «derechos y deberes esencialmente eclesiales» y por otro «derechos fundamentales» 
(cfr. Comentario al c. 205..., cit., p. 170 y Elementos de..., cit., p. 110, respectivamente). 
105. Cfr. J. HERVADA, Elementos de..., cit., p. 110. 
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I V . «ITER» DEL CANON 1364 DEL CIC-83 
A. Relación histórica 
Nos parecen muy acertadas las palabras de P. Huizing 1 0 6 , escritas un 
año después de haber dado comienzo las sesiones de estudio a las que nos 
vamos a referir en este apartado: «la revisión del Código penal es uno de 
los huesos más difíciles de roe r» 1 0 7 . Ciertamente tuvo que ser laboriosa 
ya que las enmiendas y correcciones llegaron hasta la última Comisión de 
Cardenales, poco antes de ser promulgado el Código. 
1. Periodo de redacción 
Poco tiempo después de la constitución del grupo de estudio de los 
consultores encargados de la revisión del derecho pena l 1 0 8 , el Secretario 
de la Comisión, Raimundo Bidagor, dirigió una carta con fecha 18 de 
febrero de 1966 al Relator del Coetus en la que pedía un informe sobre el 
siguiente tema: «Quaenam sint recognoscenda in Ecclesia systemate 
poenali, et quidem in specie quaenam mutanda, suprimenda aut addenda 
sint: 1) in normis de delictis (cann. 2195-2213); 2) in normis de poenis in 
genere (cann. 2214-2240)» 1 0 9 . 
106 Cfr. P. HUIZING, Crimen y castigo en la Iglesia, en «Concilium» 28 (1967), 
p . 3 0 4 . 
107 Hablando con propiedad este texto no se refiere únicamente a la materialidad de la 
reelaboración del Código penal, sino a una discusión subyacente de mayor transcendencia: 
¿sí o no al derecho penal en la Iglesia? HUIZING se pronunciaba en contra de su existencia 
basándose en un planteamiento del derecho penal como meramente disciplinar. (Cfr. 
Problemas de Derecho Penal Canónico, en «Ius Canonicum» 8 (1968), pp. 203-214). 
108. La relación completa de los miembros de este coetus studiorum se puede encontrar 
en Communicationes 1 (1969), p. 34. Baste ahora reseñar que el Relator fue Pío ClPROTTl y 
se contaban entre sus miembros, entre otros, Pedro HUIZING, Agustín CASAROLI, Guillermo 
O'CONNELL, etc. 
109. Se encontrará una personalísima cronohistoria en P. ClPROTTl, Qualche punto 
caratteristico della riforme del diritto penale canonico, en «Ephemerides iuris canonici» 46 
(1990), pp. 111-127; y también en Elementi di novità nel diritto penale canonico vigente, 
en «Monitor Ecclesiasticus» 114 (1989), pp. 17-28. Se trata de la ponencia dirigida al XX 
Congresso canonistico italiano (Ferrara, 13 sett. 1988). También en su día, se redactó una 
síntesis del trabajo de las Sesiones I-IX que apareció en Communicationes 2 (1970), pp. 99-
107; 194-195. Puede ser útil la relación de F. NlGRO, Le sanzione nella Chiesa come tutela 
della comunione ecclesiale, en AA. VV., «La nuova legislazione canonica. Corso sul nuovo 
codice di Diritto canonico (14-15 febraio 1983)», Roma 1983 pp. 423-466. 
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Antes del examen y discusión de la relación que Ciprotti redactó, el 6 
de junio de 1966 fue enviado un cuestionario relativo a algunos puntos 
que a él le parecían preliminares para sentar las bases de la reforma que se 
iba a emprender en el Derecho Penal Canónico. 
En la I Sesión del 28-29 de nov. de 1966, se elaboró un Praevium 
canonum Schema de delictis et poenis in genere, de 51 cánones, que se 
discutió en la II Sesión del 9-14 de enero del año s igu ien te 1 1 0 . Fue 
seguida de un nuevo proyecto enmendado y de una posterior relación 
ilustrativa. 
El 1 de mayo de 1967 se envió a los consultores un segundo 
cuestionario: Quaestiones praeviae «de poenis in specie», discutido en la 
III Sesión, de la que salió otro texto enmendado con apéndices y 
anotaciones del día 11 de julio de 1967, Praevium canonum schema de 
poenis in specie, que constaba de 21 cánones más otros 17, con cambios 
respecto al esquema anterior, de delictis et poenis in genere. 
En esta primera fase de trabajo fue confeccionado el Primum schema 
generale de delictis et poenis (excepto de poenis in singula delicia) con 77 
cánones. Al año siguiente se elaboró otro segundo esquema con 70 
cánones en el que también se omite tratar de las penas para cada uno de 
los delitos. Hasta el 4 de junio de 1968 no se redactará un Praevium 
canonum schema de singulis delictis con 30 cánones, discutido en reunión 
del 2-7 de diciembre de 1968 y del 10-13 de marzo de 1969 (Sesiones VI 
y VII respectivamente), seguido de emendationes et complementa en un 
segundo esquema de 29 cánones. Se llegó así a un Schema generale de 
delictis et poenis el 16 de junio de 1969 con 90 cánones que luego se 
corrigió en una editio emendata et coordinata de 92 cánones 1 1 1 . Esta fase 
110. Se puede encontrar una relación completa y esquemática de estas sesiones en 
Communicationes, 19 (1987), pp. 296- 299. 
111 . Dado el estado avanzado en que se encontraba la reforma del Derecho Penal 
Canónico, en el otoño de 1971 se empezó a pensar en la promulgación de las normas penales 
separadamente del resto, que se encontraban más atrasadas. Esta idea no dejó de producir 
cierta perplejidad entre los demás miembros de los otros Coeti, pues no parecía oportuno 
comenzar la reforma del CIC con la promulgación de una nueva ley penal. Finalmente esta 
idea no cuajó, aunque incluso en 1973 fue preparado un proyecto de Motu Proprio (Humanum 
consortium) que se remitió a las Conferencias Episcopales, a los Dicasterios de la Curia 
Romana y a otros organismos de consulta. Este proyecto contenía 71 cánones, 45 de la parte 
general y 26 de la parte especial (Cfr. P. CIPROTTI, Qualche punto..., cit, p. 112). 
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de redacción, iniciada a comienzos de 1966, se concluyó en diciembre de 
1973, con posteriores modificaciones y una reducción del número de 
cánones (al final serán sólo 73); también el título fue cambiado por el de 
Schema documenti quo disciplina sanctionum seu poenarum in Ecclesia 
Latina denuo ordinatur. Habían pasado ya siete años cuando por fin se 
pudo ofrecer el proyecto de la nueva disciplina penal a los órganos de 
consulta 1 1 2 . 
2. Periodo consultivo 
Durante los años 1976 y 1977 se hicieron tan sólo algunos retoques, 
en particular por un grupo restringido de consultores que fueron 
examinando y discutiendo las distintas observaciones y propuestas que 
habían ido llegando de las Conferencias Episcopales y de los demás 
órganos de consulta a los cuales se les había enviado el proyecto en 
diciembre de 1973 1 1 3 . 
Es precisamente en la Adunatio XIV, con fecha de 17 de marzo de 
1977, cuando se trata de los delitos contra religionem et Ecclesiae 
unitatem: cann. 48-50, dando comienzo a la pars secunda: De poenis in 
singula delieta. 
Nos parece que para una mejor comprensión del mecanismo seguido 
en la elaboración de los sucesivos esquemas de los cánones que se 
refieren al derecho penal, es oportuno referirnos ahora, siguiendo un 
método cronológico, a la evolución que experimentó el Código en su 
totalidad. El 29 de junio de 1980 estuvo listo el Schema Codicis Iuris 
Canonici iuxta animadversiones S. R. E. Cardenalium, Episcoporum 
Conferentiarum, Dicasteriorum ecelesiasticorum, necnon Superiorum 
Institutorum vitae consecratae recognitum114 con 1728 cánones, de los 
112 Cfr. Communicationes 5 (1973), pp. 195 s., donde se recoge la carta que el Card. 
Felici remitió a las Conferencias Episcopales el 1 de diciembre de 1973 requiriéndoles el 
examen pericial del mencionado Schema. Nos referiremos a él con el nombre de Schema del 
73. 
113. Puede verse una relación completa de las mencionadas observaciones y de cada una 
de las respuestas dadas por el parvus Coetus en Communicationes 8 (1976), pp. 166-183 y 9 
(1977), pp. 147-174 y 304-322. El moderador de este grupo de expertos era Castillo Lara, 
Secretario de la Comisión, y el Relator, el ya mencionado Pío Ciprotti. 
114. Nos referiremos a él con el nombre abreviado de Schema del 80. 
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cuales 89 eran de derecho penal y 15 de los procesos penales. Fue 
enviado de nuevo a la Comisión de Cardenales 1 1 5 . Con fecha de 16 de 
julio de 1981, se elabora una Relatio que recoge las observaciones hechas 
por los Cardenales y las respuestas que acerca de las mismas hizo la 
Secretaría de la Comisión 1 1 6 . A partir de esta Relatio fue redactado con 
fecha de 25 de marzo de 1982 un CIC Schema novissimum iuxta placita 
Patrum Commissionis emendatum atque Summo Pontifici praesentatum 
(con 1776 cánones, de los cuales 89 de derecho penal y 15 de derecho 
procesal p e n a l ) 1 1 7 . Después fue revisado por última vez por un 
restringido grupo de canonistas y teólogos, llegando así a su 
promulgación el 25 de enero de 1983 (con 1752 cánones, de los cuales 89 
penales y 15 de derecho procesal penal). 
B . Evolución del canon referente a los delitos contra la fe 
Antes de comenzar con el análisis de la evolución experimentada por 
el canon 1364, ofrecemos una synopsis del proceso de redacción sobre 
los delitos de apostasía, herejía y cisma en los sucesivos Schemata del 
73, del 80, del 82 y el texto definitivo del 83. 
115. Tres años antes, en Reunión Plenaria del día 4 de junio, se sometió el proyecto al 
juicio de esta misma Comisión de Cardenales, en la que se propusieron dos cuestiones que 
concernían al derecho penal: «1) Utrum retinenda sit notio excommunicationis in schemate 
proposita, quatenus excipit paenitentiam et unctionem infirmorum a generali prohibitione, 
ipsi excommunicationi propria, recipiendi sacramenta? 2) Utrum conveniat introducere 
applicationem magis strictam principii legalitatis -ut aiunt- (nullum crimen nullaque poena 
sine lege) in iure poenali canonico, ita ut suprimendus sit can. 73 schematis?». Cfr. 
Communicationes 9 (1977), pp. 321 s. 
116. No fueron publicadas hasta casi tres años después. En Communicationes 16 
(1984), pp. 46-48 se puede encontrar lo relativo íu c. objeto de nuestro estudio y que, por 
entonces, tenía el n° 1316, ya que todavía no se hai decidido la no promulgación de la Ley 
Fundamental y que, posteriormente, hizo que iodos ios cánones concernientes al derecho 
penal corriesen su numeración hacia adelante. L»r. observaciones fueron hechas funda-
mentalmente por el Card. Ratzinger y el Card. Sepèr. Cfr. Relatio complectens synthesim 
animadversiorum ab Em. mis atque Exc. mis Patribus Commissionis ad novissimum schema 
codicis iuris canonici. Exhibitarum, cum resporsionibus a secretaria et consultoribus datis, 
Typis Polyglottis Vaticanis 1981. 
117. Abreviadamente nos referiremos a él con el nombre de Schema del 82. 
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(=Schema del 73) 
c. 48: 
«§1. Qui haeresim pro-
fert, et ab Apostolica 
Sede vel ab Ordinario 
admonitus non rétrac-




bus, de quibus in can. 
21, §1, b et c, puniri. 
»§2. Qui schisma su-
scitât, et ab Apostolica 
Sede vel ab Ordinario 
admonitus omittit rece-
dere et actionem suam 
omnino revocare, ex-
communicetur; clero 
autem aliae poenae, de 
quibus in § 1, addi 
possunt. 
»§3. In casibus, de qui-
bus in §§ 1 et 2, si diu-
turna contumacia vel 
scandali gravitas po-
stulet, aliae poenae, 
iteratis antea, si res fe-
rat, monitis, addi pos-
sunt, non excepta di-
missione e statu cleri-
cali». 
(=Schema del 80) 
c. 1316: 
«§1. Firmo praescripto 
can. 191, § 1, 2 apo-




nis, de quibus in can. 
1287 §1, 1, 2 et 3 
puniri. 
(=Schema del 82) 
c. 1364 
«§1. Apostata a fide, 
haereticus vel schisma-
ticus excommunicetur, 
firmo praescripto can. 
194, §1, n. 2; clericus 
praeterea potest poe-
nis, de quibus incan. 
1336 §1, nn. 1, 2 et 3, 
puniri. 
(= CIC- 83) 
c i 364 
«§1. Apostata a fide, 
haereticus vel schisma-
ticus in exeommunione 
latae sententiae incur-
ra, firmo praescripto 
can. 194, § 1, n. 2; 
clericus praeterea po-
test poenis, de quibus 
in can. 1336 §1, nn. 1, 
2 et 3, puniri. 
»§2. Si diuturna contumacia vel scandali gravitas postulet, aliae poenae addi 
possunt, non excepta dimissione e statu clericali». 
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C. Análisis de la evolución redaccional del canon 
A la vista de la de la sinopsis ofrecida detengámonos ahora en un 
análisis pormenorizado de la evolución redaccional del texto, sirviéndonos 
para ello de la documentación publicada sobre las discusiones habidas con 
motivo de los distintos esquemas. 
1. Relación hecha al «Schema del 73» 
Como mencionamos más arriba, en la XIV Adunatio, del 17 de 
marzo de 1977, la Comisión de expertos responde a las diferentes 
animadversiones hechas por los órganos a los que se les había consultado 
acerca del Schema documenti quo disciplina sanctionum seu poenarum in 
Ecclesia Latina denuo ordinatur. A propósito del canon 48 surgen las 
siguientes cuest iones 1 1 8 : 
1. ¿Por qué sólo se hace mención de los herejes y no también de los 
apóstatas de la fe? A lo que se respondió que los apóstatas son siempre 
herejes y, por tanto, no parece necesario establecer una pena diferente 
salvo que se quiera establecer una pena mayor para los apóstatas. 
2. Debería hacerse una «mentio explícita» del delito de apostasía, ya 
que se trata de un delito mayor y debe tener su propia tipificación, aunque 
no sea castigado con una mayor pena. De hecho, parece claro que el 
magisterio de la Iglesia ofrece una noción distinta entre apostasía y 
herej ía 1 1 9 . 
118. Cfr. Comtnunicationes 9 (1977), pp. 304-306. El texto latino es el siguiente: 
«Nonnulli conquesti sunt eo quod poena comminetur contra haeresim proferentes, non autem 
contra apostatas a fide. 
«Relator respondet apostatam esse semper haereticum, ideo non videtur necessaria poena 
aliqua distincta contra apostatas nisi aliqui velint maiorem poenam contra ipsos statuere. 
»Unus Consultor autem opportunum ducit ut mentio explícita apostasiae fiat, quia ipsa 
est delictum maius quam haeresis et proinde typificationem propriam habere debet, etiamsi 
non puniatur maiori poena; ceterum etiam in parte de magisterio Ecclesiae notio apostasiae 
praebetur distincta ab haeresi. Etiam alii Consultores idem setiunt». 
119. Sin embargo, esto no puede ser mal entendido, pues la negación de una sola verdad 
de fe divina y católica lleva a la pérdida de la auténtica fe considerada en su unidad, ya que la fe 
«es virtud sobrenatural por la que, con inspiración y ayuda de la gracia de Dios, creemos ser 
verdadero lo que por El ha sido revelado, no por la intrínseca verdad de las cosas, percibida 
por la luz natural de la razón, sino por la autoridad del mismo Dios que revela, el cual no 
puede ni engañarse ni engañamos». Cfr. CONC. VATICANO I, Const. Dogmática De i Filius, en 
ASS 5 (1869), p. 486 (Dz. 1789). STO. TOMAS dice del hereje: «iam non inhaeret Ecclesiae 
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3. Una tercera cuestión planteada por el Relator es si debe o no 
hacerse mención de la «admonitio» hecha al hereje antes de que la censura 
sea impuesta. La razón es bastante obvia: la redacción del canon no se ha 
hecho teniendo en cuenta la norma general expresada en el canon 31, que 
establece la imposibilidad de imponer válidamente una censura si antes no 
se ha amonestado al menos una vez al reo para que cese en su 
contumacia 1 2 0 . 
4. Por otro lado, los sujetos a los cuales se refiere el §2 no sólo 
deberían ser los que «schisma suscitant» sino también los que «factioni 
schismaticae adhaerent». Esta idea recibió el «placet» de los Consultores. 
Luego se pregunta si se debe imponer la misma pena a unos y a otros y, 
pese a la opinión del Relator de no castigarlos con igual pena, prevaleció 
la de algunos Consultores de no hacer distinción alguna en cuanto a la 
pena. Por esta razón, el Relator propone una nueva redacción del §1 
suprimiendo el §2 del canon 48 del esquema que estamos comentando que 
hablaba de los que suscitan el cisma, de tal forma que se incluyan en un 
sólo párrafo los tres supuestos delictivos de herejía, apostasía y cisma sin 
hacer ninguna distinción penal incluyéndolos así en una misma especie 
delictiva 1 2 1 . 
doctrinae sicut infallibili regulae, sed propriae voluntad». I Sent., d. 11, 6. Nos parece muy 
acertado el comentario de A . BEUGNET, VOZ Apostasie, en «Dictionnaire de théologie 
catholique», Paris 1931, I, p. 1604: «la tradición teológica y la mayor parte de los teólogos 
están de acuerdo en afirmar que la apostasía y la herejía son dos pecados de la misma especie, 
la diferencia es sólo de grado: la negación es total en el apóstata y parcial en la herejía». 
Puede verse también C. J. ERRAZURIZ, La protezione giuridico-penale dell'autenticità della 
fede, en «Monitor Ecclesiasticus» 114 (1989), p. 125. 
120. Cfr. Communicationes 9 (1977), p. 305: «Relator censet supprimi posse 
mentionem admonitionis haeretico faciendae antequam censura puniatur, quia valet norma 
generalis can. 31, quae statuii censuram irrogan valide non posse "nisi antea reus semel 
saltern monitus sit ut a contumacia recédât"». Esta ultima parte pasó al CIC-83 literalmente 
(c. 1347 §1) con un añadido final: «dato congruo ad resipiscentiam tempore». 
1 2 1 . «Quoad§2: 
»Suggestum fuit ab aliquibus organis consultationis ut poena plectantur non solum qui 
schisma suscitant, sed etiam illi qui factioni schismaticae adherent. 
»Haec suggestio placet Consultoribus, quaestio tarnen fit an illi qui adhaerent, eadem 
poena puniri debeant ac illi qui schisma suscitant. Relator vellet non eadem poena ipsos 
punire, sed praevalet sententia aliorum Consultorum nullam faciendi distinctionem quoad 
poenam. Consequenter Relator proponit ut §2 deleatur et ut §1 ita redigatur: 
«Apostata a fide, haereticus vel schismaticus excommunicetur; clericus praeterea ptest 
poenis, de quibus in can. 21, §1, a, b et c, puniri» (cfr. Ibidem). 
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5) «Se cuestiona entre los Consultores la pena establecida para los 
herejes y apóstatas. De la consulta se deduce que hay opiniones diversas: 
algunos están por la excomunión latae sententiae, otros por la excomunión 
ferendae sententiae y otros opinan que debe conservarse el texto «censura 
puniatur», pues no todas las herejías son de la misma gravedad. Después 
de alguna discusión, los Consultores acuerdan establecer la excomunión 
ferendae sententiae y, por tanto, se excluye la pena latae sententiae 
porque resulta dificilísimo en esta compleja materia obtener, sin la 
intervención del juez o del superior, la necesaria certeza jurídica sobre la 
comisión del del i to» 1 2 2 . Es importante darse cuenta de que la cuestión 
planteada es doble: 1) la censura, sin mayor determinación, o censura de 
excomunión; 2) si excomunión latae o ferendae sententiae. 
Resumiendo, de esta primera Relatio podemos concretar cuatro 
puntos a solucionar: Primero, cuál debe ser el sujeto pasivo de la sanción 
penal: el apóstata, el hereje o el que suscita el cisma o se adhiere a él. 
Segundo, si deben tipificarse por separado los delitos de apostasía y de 
herejía, y si estos delitos deben ser castigados con penas diferentes según 
la gravedad del acto delictivo. Tercero, si debe hacerse en el canon 
mención expresa de la amonestación previa a la imposición de la censura. 
Y cuarto, qué tipo de censura imponer y, si es la excomunión, cómo debe 
imponerse: latae sententiae o ferendae sententiae. 
Las primeras respuestas conclusivas a estas cuatro cuestiones son las 
siguientes. Para la primera y segunda cuestión parece clara la intención del 
Relator: evitar toda discusión teológica, y contemplar estos delitos bajo 
una misma especie jurídica: delitos contra la fe y la unidad de la Iglesia. 
Razón por la cual son siempre considerados muy graves; es decir, el daño 
social que se produce por cualquiera de estos supuestos delictivos es 
122. Reservamos esta cuestión para el último lugar, ya que fue la más debatida de todas y 
la que prevaleció en las siguientes discusiones hechas a los esquemas posteriores. «Quaestio 
etiam habetur inter Consultores circa poenam contra haereticos et apostatas statuendam. Ex 
consultatione diversae prostant sententiae: aliqui vellent excommunicationem latae sen-
tentiae, alii excommunicationem ferendae sententiae, alii servare vellent textum ("censura 
puniatur"), quia non omnes haereses eandem gravitatem habent. Post aliquam discussionem 
Consultores concordan! de statuenda poena excommunicationis ferendae sententiae. 
Excluditur poena 1. s. quia perdifficilis est in hac implexa materia ut habeatur necessaria 
certitudo iuridica de delicto commisso sine interventu iudicis vel superioris» (cfr. Ibidem. El 
subrayado es nuestro). 
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gravemente antieclesial y la pena con la que deben ser castigados es 
siempre de excomunión, sanción-tipo desde siempre en la Iglesia. 
La tercera cuestión es solventada rápidamente con la remisión al 
canon 31 de la parte general (c. 1341 §1, en la redacción definitiva). 
Y llegamos así a la última cuestión, la más importante y transcen-
dental de todas las que hasta ahora hemos tratado, en la que es bien clara 
la posición del Relator y el consenso al cual se llega una vez finalizada la 
discusión: la sanción penal debe ser censura ferendae sententiae determi-
nada preceptiva de excomunión, para cualquier delincuente: debe ser fe-
rendae sententiae o impuesta por sentencia judicial; debe ser la excomu-
nión, sanción-tipo en la Iglesia, no dándole posibilidad al juez de castigar 
al delincuente con otra pena distinta que no sea la excomunión y para 
cualquier delincuente, no importando su estado clerical o laical, ni tam-
poco su oficio ni dignidad en la Iglesia; basta con ser fiel, es decir, basta 
con haber recibido válidamente el Bautismo: haberse incorporado sacra-
mentalmente al Cuerpo Místico de Cristo. ¿Por qué debe ser ferendae 
sententiae?. Sólo se aduce un motivo, pero no deja de ser argumento po-
deroso. ¿Cómo pretender que en materia tan compleja el delincuente sea a 
la vez juez y reo? ¿Cómo puede llegar éste a la auto-certeza jurídica de la 
comisión de un delito si no es capaz de reconocer que aquello que afirma 
ser verdadero no lo es, es decir, cree como cierto algo falso? ¿Es esta 
seguridad jurídica -la que se alcanza con la certeza de la comisión del 
delito- la que debe primar sobre la realidad objetiva y teológica en que el 
hereje se encuentra, esto es, la desvinculación mística con los demás fie-
les?. Así parece entenderlo la Comisión de Revisión para quien la natura-
leza misma de la excomunión va más allá de la simple declaratio o mera 
constatación del hecho de encontrarse extra communionem Ecclesiae. 
Este es el sentido que parece desprenderse de la postura de la 
Comisión. La cuestión fundamental que late en el fondo debe dar lugar a 
un debate doctrinal sobre la naturaleza de la excomunión. La postura que 
nosotros defendemos es la que desde el punto de vista jurídico nos parece 
más correcta y coherente con la naturaleza del derecho canónico. No se 
trata de dos vínculos de comunión -el teológico y el jurídico- totalmente 
distintos y que nada tienen que ver el uno con el otro. Son más bien dos 
dimensiones o aspectos de una misma realidad, de igual forma que no 
existen dos Iglesias distintas: una Carismática y otra Jerárquica; es una 
EL DELITO DE HEREJÍA: «ITER» JURÍDICO 207 
misma y única Iglesia carismática y jerárquica así querida por Cristo, su 
divino Fundador. Es, por tanto, la excomunión una pena que desvincula 
jurídicamente al fiel cristiano de la sociedad a la que pertenece, se trata 
pues de una ruptura de la communio fidelium, constitutiva y no 
meramente declarativa de la situación teológica en la que se encontraba el 
hereje. De acuerdo con A. Marzoa, «la excomunión pues, lo que hace, es 
sancionar jurídicamente, con efectos en el fuero externo, una posición del 
delincuente ya previamente adoptada, con carácter de pena» 1 2 3 . 
Pongamos dos ejemplos que no pasan de ser meramente hipotéticos, 
para tratar de entender la dificultad que subyace a esta cuestión tan deba-
tida. 
Si un bautizado en la Iglesia Católica cometiese un delito gravísimo 
como es un homicidio y seriamente creyese que por esto está automáti-
camente excomulgado de la Iglesia, no por ello lo estaría desde el punto 
de vista jurídico-penal 1 2 4 . Sin embargo, parece obvio que en cualquier 
caso, estará obligado a la reconciliación moral con Dios y con la Iglesia si 
desea la salvación eterna. 
Por otro lado, en la Iglesia, Cuerpo Místico de Cristo, como cuerpo 
vivo que es, integrado por hombres mortales y pecadores, puede que una 
parte de este cuerpo enferme e incluso haya necesidad de separarla del 
resto para no infectar con su «falsa c i enc ia» 1 2 5 a los miembros que 
permanezcan sanos. 
De estos dos ejemplos se pueden extraer las siguientes conclusiones: 
1) La pena de excomunión únicamente viene entonces -y no es poco- a 
configurar una nueva situación jurídica en el reo, la de excomulgado. 2) 
Se impuso la pena no por capricho ni arbitrariedad, sino porque se vio 
necesaria para salvaguardar la salud espiritual del resto del cuerpo. 
123. A . MARZOA, El excomulgado y el derecho a los Sacramentos, en A A . W . , «Les 
Droits Fondamentaux du Chrétien dans L'Eglise et dans la société», Fribourg (1981), p. 172. 
Una postura contraria puede verse en L. GEROSA, Derecho penal y realidad eclesial. Sanciones 
penales en el nuevo Código, en «Concilium» 205 (1986), pp.379-388. 
124. El homicidio no está penado con una pena automática, sino con penas expiatorias 
semideterminadas -privaciones y prohibiciones- ferendae sententiae preceptivas, a tenor del 
canon 1397. 
125. Cfr. I Tim. 6, 20. 
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2. Relación hecha al «Schema del 80» 
La Relatio del 16 de julio de 1981 recoge las animadversiones hechas 
por la Comisión de Cardenales: 
El Cardenal Ratzinger 1 2 6 propone la siguiente nueva redacción del 
texto: «§1. Todo apóstata de la fe, hereje o cismático incurre ipsofacto en 
excomunión, y, si ostenta algún oficio eclesiástico, debe ser removido del 
mismo según el canon 191, §1, n. 2 1 2 7 . §2. Si perdura la contumacia o se 
causa grave escándalo, pueden ser añadidas otras penas, no excluida, si 
se tratase de clérigo, la dimisión del estado clerical según el canon 1287, 
§1, n . 5 1 2 8 (...)»- Y continúa el Cardenal: «La censura parece que debe 
ser latae sententiae pues quien de este modo incurre en el delito por lo 
mismo ya no se encuentra en plena comunión con la Iglesia, tanto si le 
126. Los nombres de los Padres que hicieron estas observaciones fueron según T. J. 
GREEN, Penal Law: A review of selected íhemes, en «The Jurist» 50 (1990), p. 250, los 
Cardenales Ratzinger y Séper. 
127. Se refiere al actual c. 196: «§1. La privación del oficio, como pena que es por un 
delito, solamente puede hacerse según la norma del derecho. 
»§2. La privación produce efecto según prescriben los cánones del derecho penal.» 
Tal como ha quedado fijado en su formulación actual, debe entenderse junto con el c. 
1336, §1, n. 2. 
128. Cfr. c. 1336 §1: «Además de otras que pudiera establecer la ley, las penas expia-
torias, susceptibles de afectar al delincuente perpetuamente o por un tiempo indeterminado, 
son las siguientes: 
»1° la prohibición o mandato de residir en un determinado lugar o territorio; 
»2° la privación de la potestad, oficio, cargo, derecho, privilegio, facultad, gracia, título 
o distintivo, aun meramente honorífico; 
»3° la prohibición de ejercer los actos que se enumeran en el n. 2, o la prohibición de 
ejercerlos en un determinado lugar o fuera de un lugar determinado; pero estas prohibiciones 
nunca son bajo pena de nulidad; 
»4° el traslado penal a otro oficio; 
»5° la expulsión del estado clerical». 
Este canon recibió en la Relatio del 81 sólo dos observaciones de algunos Padres de la 
Comisión, que nos parece interesante reseñar en nota pues puede darnos idea de la claridad y 
criterio jurídico del Relator. 
-Observación al §1, n. 3: «Ut poena efficax sit, prohibitio de qua in n. 3 infligatur "sub 
poena nullitatis" (Quídam Pater). 
»R. Si quis nullitatem desiderat aut necessariam iudicat, applicet poenas sub n. 2, i. e. 
adimat potestatem. Sanctio "nullitatis" fere semper non in damnum vertitur ministri sed 
fidelium. Caute enim procedendum est». 
-Observación al §1, n. 4: «Non patet quando translatio poenalis ab uno ad alium officium 
consideranda sit tamquam poena expiatoria (Unus ex Patribus). 
»R. Consideratur ut poena expiatoria, si translatio imponitur in poenam delicti 
commissi». Cfr. Communicationes 16 (1984), p. 43. 
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compete al Obispo infligir la pena como si no. Además, la Iglesia no 
puede ser conducida a la situación crítica que se derivaría de que, 
realizado el delito, los Obispos no actuasen de modo uniforme 1 2 9 ». Del 
mismo parecer es el Cardenal Séper, por entonces Prefecto de la 
Congregación para la Doctrina de la Fe. Permitiéndonos hacer una valo-
ración de lo dicho por Ratzinger, consideramos que pone el dedo en la 
llaga al considerar crítica la situación a la que se llegaría con la arbitra-
riedad de algunos de los Obispos diocesanos si se juzgaran en los tribu-
nales ordinarios las causas penales de los herejes. Cuántas veces se da 
esta misma y triste situación en el oficio de impartir la justicia en causas 
entre sí análogas, aunque no sean penales. Son muchos los condiciona-
mientos y distintas las circunstancias que pueden darse en un mismo 
supuesto delictivo. El juez debe actuar con prudencia para no incurrir en 
injustas sentencias que proporcionarían un daño muchas veces irreparable 
en las almas. El que juzga, antes de dictar sentencia condenatoria debe 
llegar a la certeza moral como prescribe el canon 1608 1 3 0 . Para que no se 
produzcan estas anomalías de la justicia parecía necesario unificar la pena 
imponiéndola de forma automática o latae sententiae. 
Sin embargo, la respuesta del Relator a esta argumentación es 
contundente: la primera razón por la que este delito debe ser castigado con 
pena ferendae sententiae es porque no se trata de un delito cierto ni se 
129. «Quidam Pater proponit sequentem novam textus formulationem: 
»"§1. Omnis a fide apostata, haereticus vel schismaticus incurrit ipso facto 
excommunicationem, et, si obstinet aliquod officium ecclesiasticum, ab ipso ad normam 
can. 191, §1, n. 2 amovetur. 
»§2. Si diuturna contumacia vel scandali gravitas postulet, aliae poenae addi possunt, 
non exclusa, si agatur de clerico, dimissione e statu clericali ad normam can. 1287, §1, n. 
5". (...) Censura praeterea debet esse latae sententiae nam qui delictum huismodi perpetrat, 
eo ipso iam amplius non est in plena communione Ecclesia, sive competens Episcopus 
poenam infligat sive non. Tándem aliquando Ecclesia in discrimen se mittere nequit, eo quod, 
adimpleta factispecie delicti, Episcopi diverso modo sese gerant. 
»Secundum aliquem Patrem, poena in casu debet esse latae sententiae». Cfr. Ibidem pp. 
4 6 - 4 8 . 
130. El c. 1608 dice: «§1. Para dictar cualquier sentencia, se requiere en el ánimo del 
juez certeza moral para el asunto que debe dirimir. 
»§2. El juez ha de conseguir esta certeza de lo alegado y probado. 
»§3. El juez debe valorar las pruebas según su conciencia, respetando las normas sobre la 
eficacia de ciertas pruebas. 
»§4. Si no hubiera alcanzado esa certeza, el juez ha de sentenciar que no consta el derecho 
del actor y ha de absolver al demandado, a no ser que se trate de una causa que goza del favor 
del derecho, en cuyo caso debe pronunciarse en favor de ésta». 
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constituye por un hecho determinado ni siempre puede vencerse la duda 
de su perpetración, condicionamientos que sí se dan, sin ninguna duda, 
en los delitos de aborto o de lesa majestad. Efectivamente tendría toda la 
razón el argumento anterior si nos encontrásemos ante un delito cuyo 
supuesto de hecho presentase unas fronteras claras y definidas, incuestio-
nables, evitando así cualquier daño a las almas en la forma arbitraria de 
impartir la justicia. Pero resulta que siempre en la Historia de la Iglesia la 
causas penales de los herejes se han podido resolver con la reiterada 
intervención de la autoridad magisterial, después de un largo y concien-
zudo estudio de las doctrinas consideradas como heréticas. 
Continúa el Relator: «Conviene distinguir cuidadosamente entre la 
realidad objetiva de aquél que está fuera de la comunión de la Iglesia y la 
sanción penal por la Iglesia impuesta 1 3 1 . No todos los bautizados que se 
encuentran fuera de la comunión de la Iglesia, están por ello excomul-
gados. Basta pensar en los cristianos de otras Iglesias o adscritos a otras 
comunidades eclesiales 1 3 2 . Hoy nadie dice que estén excomulgados (...) 
Deben ser castigado con pena de excomunión los delitos de herejía, 
apostasía y cisma, pero estos delitos deben ser comprobados jurídica-
131 . Analizaremos en profundidad esta cuestión en el siguiente apartado que nos parece 
interesante pues es dónde la cuestión que nos ocupa toca fondo: «la Iglesia no sería fiel a sí 
misma si no se mantiene en una verdadera unidad de fe, de comunión y de vida cristiana» (cfr. 
P. HUIZING, Crimen y castigo..., cit., p. 305). Sin embargo, parece obvio que la sanción 
penal encaminada a la protección del bien eclesial que supone la guarda de esta comunión de 
fe, no debe ser confundida con el hecho de estar o no en comunión con la Iglesia. 
132 Recuérdese al respecto el Directorio Ad totam Ecclesiam, n. 19, del 4-V-1967, en 
AAS 59 (1967), p. 581 dado por el Secretariado para la Unidad de los Cristianos que dice: 
«Conforme al decreto sobre el Ecumenismo, los hermanos nacidos y bautizados fuera de la 
comunión visible de la Iglesia católica deben distinguirse cuidadosamente de los que, 
bautizados en la Iglesia católica, consciente y públicamente han abjurado de su fe. Porque 
según el decreto, "quienes ahora nacen en esas Comunidades (separadas) y se nutren de la fe de 
Cristo no pueden ser acusados de pecado de separación" (decreto sobre el Ecumenismo, n. 3). 
Por esta razón, cuando no existe tal culpa, si espontáneamente quieren abrazar la fe católica, 
no necesitan ser absueltos de la pena de excomunión, sino que, hecha profesión de fe en 
conformidad con las normas establecidas por el Ordinario del lugar, han de ser admitidos a la 
plena comunión con la Iglesia católica. Las prescripciones del canon 2314 solamente les 
atañen en el caso de que, arrepentidos, pidan reconciliarse con la Madre Iglesia, después de 
haber abandonado culpablemente la fe o la comunión católica» (Traducción castellana oficial 
recogida en «Ecclesia» 1 (1967), pp. 793-795) . Véase también J. A R I A S , Bases 
doctrinales..., cit., pp. 29-120, donde se desarrolla un amplio estudio sobre la condición 
jurídica-ecuménica de los miembros de las Comunidades cristianas separadas según las 
doctrinas teológico-canónicas y de los documentos magisteriales más recientes, sobre todo a 
la luz del Concilio Vaticano II. 
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mente para que conste, no solo la gravedad objetiva, sino también la 
imputabilidad, que no siempre es fácil» 1 3 3 . 
El Relator vuelve a argumentar ahora con lo dicho en la anterior 
Relatio al Schema del 73, que ya hemos comentado más arriba: «En esta 
compleja materia es deseable una gran securitas iuridica, que no se tiene a 
no ser que el juez o el superior pondere y discierna el caso y todas las 
circunstancias que lo rodean sobre la existencia del delito y consecuen-
temente sobre la imposición de la pena. No puede exigirse la auto-appli-
catio de la pena (característica de las penas latae sententiae ) si casi siem-
pre es incierta, incluso para el reo, la misma existencia del delito. (...) Por 
lo demás, lo demuestran rotundamente los ejemplos más recientes y por 
todos conocidos. La misma S. Congregación para la Doctrina de la Fe, 
órgano máximamente competente, ha examinado durante un decenio la 
doctrina de un profesor sospechoso de herejía. Y después de un satis-
factorio largo examen (aunque muchos piensan que se trata de un caso de 
verdadera herejía), la S. Congregación llegó hace dos años a la siguiente 
conclusión: "Esta S. Congregación, por su cometido, se siente ahora 
obligada a declarar que el profesor Hans Küng ha faltado en sus escritos a 
la íntegra verdad católica, y, por tanto, no puede ser considerado teólogo 
católico ni, como tal, ejercer la función de enseñar". Y el Presidente de la 
Conferencia Episcopal Alemana declaró: "El Profesor Küng no está por 
esto excluido de la Iglesia, y sigue siendo sacerdote". Y esto bajo la 
legislación vigente que pena con excomunión latae sententiae la 
herej ía» 1 3 4 . 
133. «Poena non potest esse latae sententiae. Poena latae sententiae puniré tantum 
possunt delicia certa, quae praesertim in facto determínalo consistunt, ita ut nullum supersit 
dubium de eius perpetratione, i. e. de adimpletione factispeciei poenalis, v. gr. abortum 
(can. 1350), vis physica in Romanum Pontificem vel in Episcopum (can. 1322), etc. Accu-
rate distinguere oportet inter realitatem obiectivam quendam extra communionem Ecclesiae 
esse et sanctionem poenalem ab Ecclesia inflictam. Non omnis baptizatus qui extra commu-
nionem Ecclesiae invenitur, est eo ipso excommunicatus. Sufficit cogitare de christianis 
alus Ecclesiis aut ecclesialibus communitatibus adscriptis. Nemo hodie dicet illos excom-
municatos esse (...) Poena excommunicationis punitur delictum haeresis, apostasiae vel 
schismatis, sed hoc delictum debet iuridice comprobari, ut constet non tantum de obiectiva 
gravitate sed etiam de imputabilitate, quod non semper facile est» Cfr. Communicationes 16 
(1984), p. 47 
134. Cfr. Ibidem: «In hac complexa materia magna desideratur securitas iuridica quae 
non habetur nisi iudex vel superior casum omniaque eius adiuncta perpendat et decernat de 
existentia delicti et consequenter de inflictione poenae. Exigi non potest auto-applicatio 
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¿Qué mueve al Relator a poner este suceso histórico como ejemplo de 
ineficacia de la excomunión latae sententiae con que estaba castigado el 
delito de herejía? Pensamos que vale la pena, a fin de situar mejor la 
argumentación del Relator, detenernos brevemente en las circunstancias 
conocidas del suceso histórico referido. 
Ciertamente la actuación de la Santa Sede en el caso de Hans Küng 
no puede ser acusada de «clandestinidad» o «nocturnidad» como se hizo 
desde algunos medios de comunicación de marcado signo antirromano. 
Ya en 1968 la Congregación para la Doctrina de la Fe le comunicaba que 
había emprendido el examen de su libro La Iglesia, publicado en 1967, y 
le invitaba a un coloquio que nunca tuvo lugar. En 1970, tras la public-
ación del libro ¿Infalible?, una pregunta, la Congregación abrió un pro-
cedimiento doctrinal acerca de algunas opiniones de Küng, invitándole 
esta vez a contestar por escrito a determinadas preguntas. Este intercambio 
de cartas no resultó satisfactorio para el Vaticano, lo que motivó que la 
Congregación publicara el 24 de junio de 1973 una declaración en la que 
se refutaban los «errores» doctrinales 1 3 5 , mientras se le invita de nuevo a 
un diálogo «aclaratorio». En septiembre de 1974 el propio Hans Küng 
escribía a la Congregación Romana para acogerse al «tiempo de reflexión» 
que se le había propuesto. En su carta no excluía la posibilidad de 
conformar su doctrina a la del magisterio de la Iglesia Católica. La falta de 
resultados en este «tiempo de reflexión» motivaron, por orden de Pablo 
VI, otra declaración de la Congregación pidiendo a Hans Küng que dejase 
la enseñanza de las doctrinas cuestionadas, al mismo tiempo que la 
Conferencia Episcopal Alemana le recordaba los principios de com-
poenae (quod est characteristicum in poenis latae sententiae), si incerta est fere semper, 
etiam pro reo, existentia ipsa delicti. 
»Ceteroquim, recentiora exempla ómnibus nota hoc liquido demonstrant. Ipsa S. 
Congregatio pro Doctrina Fidei, organum quam máxime competens, per decenium examinavi 
doctrinam alicuius professoris de haeresi suspecti. Et post sat longum examen (etsi multi 
autumnant agi in casu de vera haeresi), S. Congregatio dúos abhinc annos ad sequentem 
tantum conclusionem perveniet: "Haec S. Congregatio pro muñere suo in praesens declare 
cogitur Professorem Ioannem Küng in suis scriptis ab integra fidei catholicae veritate 
deficere, ideoque eundocendi fungi posse" (Osservatore Romano, d. 18-XII-1979, p. 1). Et 
Praeses Episcoporum Conferentiae Germaniae declaravit: "II Professor Küng non é per questo 
escluso dalla Chiesa e rimane sacerdote" (Ibidem, p. 3). Et hoc sub legislatione vigenti quae 
haeresim excommunicatione latae sententiae punit». 
135. Declaración Mysterium Ecclesiae, en AAS 65 (1973), pp. 396-408 en la que no se 
nombra expresamente a Küng, pero se reafirma la doctrina de la infalibilidad. 
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prensión fundamental de la teología católica, no tenidos en cuenta sufi-
cientemente en varias de sus obras teológicas. La discusión sigue sobre 
nuevas obras, como Ser cristiano (1974) objeto de un comunicado de la 
Conferencia Episcopal Alemana en noviembre de 1977, y ¿Existe Dios? 
(1978). Por último, los escritos Cómo llegó el Papa a ser infalible y ¿La 
Iglesia permaneció en la verdad? fueron los que de forma inmediata 
provocaron la Declaración de la Congregación 1 3 6 . Como se ve, no falta 
razón al Relator al invocar estos sucesos: no resulta tan automática como 
pudiera parecer la calificación de herejía, para que de ello pueda derivarse 
una pena latae sententiae. 
Pero todavía el Relator ilustra la argumentación con un nuevo suceso, 
otro ejemplo clamoroso de ineficacia de la norma legal propuesta: se trata 
del caso Lefébvre en el cuál muchos encontraron todos los elementos del 
cisma y, sin embargo, la autoridad competente nunca hizo uso de esta 
palabra sino que se habló de "desobediencia" y fue castigado solamente 
con suspensión por ilegítimas ordenaciones 1 3 7 . 
No será hasta el mes de junio de 1988 cuando se produzca efecti-
vamente el cisma incoado un año antes -el 29 de junio- por Mons. Leféb-
vre al anunciar por primera vez que consagrará obispos que garantizarán 
la continuidad de la Fraternidad con o sin autorización del Papa, ya que no 
136. Para seguir todo el proceso del examen de la Congregación de las obras de Hans 
Küng, así como las sucesivas intervenciones del episcopado alemán a este respecto hasta 
llegar a la Declaración mencionada, puede verse el dossier publicado por los Obispos 
alemanes (versión francesa): Le dossier Küng. Faits et Documents. Documentation sur les 
efforts faits par la Congrégation de la foi et la Conférence épiscopale allemande pour 
parvenir á un éclaircissement objectif des opinions controversées du professeur Küng 
(Tübingen), Paris 1980. 
Se puede acudir también a la crítica ñlosófica hecha por el profesor J. L. ILLANES, Hans 
Küng: Ser cristiano, Madrid 1983, que es un profundo análisis crítico de las líneas 
estructurales y presupuestos filosóficos y metodológicos que animan las obras de Küng. 
137. Cfr. Communicationes 16 (1984), p. 47: «Cfr. etiam casum Lefébvre in quo multi 
inveniunt omnia elementa schismaüs, sed auctoritas competens nunquam hoc verbo usus est, 
sed tantum locutus est de "inoboedientia" et solunmodo suspensione punitus est ob 
¡Ilegitimas ordinationes» (el subrayado es del texto original). 
Mons. Marcel Lefébvre fue suspendido a divinis en julio de 1976, después de un largo 
proceso que comenzó con sus discrepancias y posterior ruptura con el Concilio Vaticano ü 
en el que participó como Padre conciliar en calidad de Superior de la Congregación del 
Espíritu Santo, de la que se dimitiría en el Capítulo General Extraordinario celebrado por los 
misioneros de la Orden del 1 al 15 de septiembre de 1968. 
Para una completa relación de los hechos acaecidos hasta la fecha de la suspensión puede 
acudirse a J. A. CHALET, Monseigneur Lefébvre. Dossier complet, Paris 1976. 
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otorga valor alguno -afirma- a la posible excomunión impuesta por un 
Papado liberal que ha roto con la tradición de todos sus antecesores 1 3 8 . 
Transcurrieron pues doce años desde la suspensión a divinis a la pena de 
excomunión, pena que se produce, como ya hemos visto, por lo que el 
Coetus consideraba, y ahora sí que lo es, pero no antes, según la docu-
mentación del caso, j"acto determinato: la consagración episcopal ilegítima 
en este caso. Doce años de intentos por parte de la Santa Sede para 
facilitar el retorno de Lefebvre y sus seguidores a la obediencia, fustrados 
por la creciente radicalización de las posturas mantenidas por el arzobispo 
integrista en sus críticas al Vaticano II y a los sucesivos Romanos 
Pontífices. 
No son, pues, de poco peso los argumentos. Justificadamente 
concluye Ciprotti, el Relator: «De estos y otros casos se deduce que ni el 
cisma ni la herejía conviene castigarlos con pena latae sententiae por la 
intrínseca dificultad de establecer cuándo se dan realmente estos delitos 
(...) Obsérvese en fin que en el canon del Schema se provee 
suficientemente la defensa de la fe, pues la pena no es facultativa, sino 
que la autoridad competente tiene la obligación de imponerla» 1 3 9 . 
Nos parece que, a la vista de lo expuesto, la defensa de la fe requiere, 
para ser jurídicamente eficaz, la intervención de la autoridad competente. 
Primero, y según el procedimiento oportuno, por la verificación del hecho 
delictivo. Y segundo, verificado el hecho, por la preceptiva imposición de 
la pena, que obligatoriamente -se dice- ha de imponerse. Es decir: la 
protección de la fe no se apoya en el automatismo de una pena que 
138. El 1 de noviembre de 1970 fundó en Friburgo, con permiso del Obispo diocesano, 
la Fraternidad sacerdotal S. Pío X. Pronto se trasladará -con nueve seminaristas de Friburgo- a 
Econe, donde establece una casa de espiritualidad para ellos, con autorización del Obispo 
local. En los cursos sucesivos aumenta el número de profesores y estudiantes y EcSne se va 
configurando como un seminario paralelo, no erigido canónicamente, lo que suscita las 
protestas de la Conferencia Episcopal de Suiza y Francia. 
En 1975 Pablo VI crea una comisión de Cardenales para estudiar la situación canónica del 
seminario de Ecóne y Lefebvre es convocado en Roma a comienzos de ese año. Se llega a 
retirar la aprobación canónica a la Fraternidad sacerdotal S. Pío X. Puede consultarse una 
breve cronohistoria publicada en «Palabra» 227 VJJ.-1988 pp. 353-361. 
139. Cfr. Communicationes 16 (1984), p. 47: «Ex istis et alus casibus eruitur, quod 
ñeque schisma ñeque haeresim puniré oportet poenis latae sententiae ex intrínseca 
difficultate statuendi quandonam revera delicta dentur (...) Notetur tamen quod in canone 
Schematis sufficienter fidei tuitioni providetur, nam poena non est facultativa, sed auctoritas 
competens obligationem habet ipsam infligendi». 
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dependa de un auto-juicio de culpabilidad, sino de la actuación debida de 
la autoridad, sobre quien recae este honor et onus de juzgar, y en su caso, 
castigar adecuadamente. 
Termina la Relatio con la respuesta a la primera observación que hizo 
el Cardenal Ratzinger al canon 1316, y que fue la siguiente: «Se trata de 
una norma fundamental y eclesiológicamente central del derecho penal de 
la Iglesia; por tanto, desde el punto de vista formal, no conviene comenzar 
con la cláusula "salvo"140. Además, tal cláusula no es adecuada porque la 
excomunión no se impone "salva officii amissione", sino que (más bien) 
la pérdida del oficio eclesiástico es una consecuencia de la exco-
mun ión» 1 4 1 . Ciprotti responde brevemente a este último razonamiento 
con la siguiente argumentación: «Por lo que se refiere a la pérdida del 
oficio, de la cual habla el c. 191, es necesario advertir que no es con-
secuencia de la excomunión (cfr. cann. 1282 §1,3; 1287, n. 2 que perte-
necen al Schema del 80), sino que es una providencia administrativa 
totalmente independiente de la pena» 1 4 2 . Aunque admite la corrección 
formal, «para que no comience con la cláusula "Firmo..." modifiqúese de 
la siguiente forma: "Apostata a fide, haereticus vel schismaticus excom-
municetur, firmo praescripto can. 191 §1, 2; c ler icus. . ."» 1 4 3 , que es 
como quedaría en el Schema del 82. 
Sin embargo, en la revisión de última hora -y definitivamente- la 
redacción del canon se cambió substancialmente: la forma de imposición 
de la excomunión, tan largamente debatida, pasa a ser latae sententiae y 
todas las razones que se dieron para argumentar la conveniencia de ser 
140. En realidad, según las fuentes que hemos podido consultar, el c. no comenzaba con 
la palabra «salvo», sino con «firmo» que en este caso tiene idéntica significación. Vid. 
supra: p. 35, en el cuadro synóptico, el texto del c. (cfr. CIC c. 1316 §1). 
1 4 1 . Cfr. Communicationes 16 (1984), p. 46: «Agitur de fundamentali et ecclesiologice 
centrali norma iuris poenalis Ecclesiae, non decet proinde -ad forman quod attinet- ut cum 
clausula "salvo" incipiat. Clausula huiusmodi praeterea non adaequata est, nam 
excommunicatio non infligitur "salva officiii amissione", sed amissio officio ecclesiastici 
consectarium est excommunicationis». 
142. Vid. notas precedentes n°. 140 y 141. «Ad amissionem officii quod attinet, de qua 
in can. 191, animadvertere licet quod non est consectarium excommunicationis (cfr. cann. 
1282 §1, 3; 1287 n. 2), sed provisum administrativum omnino independens a poena». Cfr. 
Ibidem, p. 48. 
143 . Cfr. Ibidem: «Ut tamen canon non incipiat cum clausula "Firmo...", ita modifi-
catur: "Apostata a fide, haereticus vel schismaticus excommunicetur, firmo praescripto can., 
191,§ 1, 2; clericus..."». 
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impuesta por sentencia judicial oferendae sententiae quedan diluidas sin 
dar mayores explicaciones, al menos no conocemos nuevas razones que 
hayan sido publicadas y a las que podamos acceder actualmente. En el 
fondo late un concepto distinto de la pena de excomunión al que nos 
hemos referido en repetidas ocasiones en este trabajo: el de considerar la 
excomunión como meramente declarativa y no constitutiva de un nuevo 
estado jurídico con implicaciones en el fuero externo, el de excomulgado. 
D. Cuestiones doctrinales de especial interés 
A lo largo de la exégesis que hemos desarrollado de las distintas Re-
laciones hechas a los esquemas, nos obligamos a tratar en más profundi-
dad y con mayor detenimiento algunas cuestiones que nos parecieron de 
especial interés, con el fin de aclararlas y desenmarañar los hilos que 
quizá pudieran pasar ocultos a la mirada rápida del lector. Son cuestiones 
que sustentan y dan razón de la argumentación ya expuesta. Por eso mis-
mo son importantes para contemplar el problema con una mayor amplitud. 
1. ¿Por qué imponer una «sanción penal» al hereje ? 
Al conocer los motivos que exigen por sí mismos la sanción penal de 
excomunión, confiamos en aportar alguna luz al debate sobre el tema de la 
naturaleza de esta pena, tema que, como ya apuntamos, es el trasfondo 
que late en toda la discusión sobre si la excomunión debe o no imponerse 
de forma automática o por sentencia judicial. 
Si consideramos que el hereje con su actitud delictiva rompe la com-
munio ecclesiastica en aquello que es su más radical y profundo núcleo, 
la unidad e integridad de la fe, y que por esto mismo se encuentra ya 
totalmente fuera de la Iglesia, tanto en su aspecto jurídico como moral o 
teológico, la pena de excomunión vendría sólo a declarar la situación de 
hecho en la que se encontraba el delincuente. 
Pero la Iglesia ha sancionado durante siglos -y si lo ha hecho es 
porque puede hacerlo- con la pena de excomunión muy diversos delitos 
que creía convenientes. Estos delitos se han considerado de especial 
gravedad, de forma que se protegieran así intereses considerados trans-
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cendentales, no siempre de orden espiritual, también de orden temporal o 
ma te r i a l 1 4 4 . Pues bien, si la Iglesia puede excomulgar y lo ve conve-
niente, entonces, por qué no hacerlo. Esto es así pero es un argumento 
incompleto por muchas razones. 
La primera, porque el derecho penal de la Iglesia debe ante todo 
conformarse en la medida de lo posible con el fin que se ha propuesto, 
esto es, las causas de orden espiritual deben defenderse principalmente 
con armas espirituales para la consecución y protección del bien público 
de la sociedad eclesiástica. 
En segundo lugar, porque las penas canónicas no tienen como prin-
cipal misión declarar en qué situación moral respecto a la communio se 
encuentra el delincuente. Antes de nada es necesario comprender por qué 
no es función de las penas el declarar o evidenciar la situación del delin-
cuente en la Iglesia: su principal y directa misión-finalidad es la consecu-
ción y protección del bien común como última instancia o remedio, ago-
tados todos los demás que prescribe el Derecho. Las penas no atienden a 
la condición objetiva del delincuente -estar o no en comunión con el 
Cuerpo Místico de Cristo- sino primariamente al orden público de la co-
munidad. Pero se nos podría contestar que del mismo modo se puede 
pretender castigar con penas el pecado de herejía, aunque no fuera delito. 
Responderemos a esta objeción diciendo que el delito es siempre público 
porque afecta a la sociedad como tal. Cuando la Iglesia castiga un deüto, 
su acción no es meramente declarativa -ya lo hemos dicho- sino que es 
una acción constitutiva que modifica la situación jurídica del destinatario. 
Un fuero al que sólo pueda accederse a través de la apertura de la con-
ciencia del reo, es inviable para la técnica jurídica, que es la propia y única 
en la que puede moverse el derecho pena l 1 4 5 . Los ámbitos de la Moral y 
del Derecho deben ser bien acotados para no llegar a una peligrosa 
144. Recuérdese las Bulas In Coena Dom: t i con la que se castigaba por ejemplo, el 
delito de piratería con pena de excomunión lata - scníentiae. 
145. Se ha escrito mucho respecto a la separar ' ¡ , de fueros en derecho canónico, y más 
en concreto en el ámbito de lo penal; permítasenos uaiiscribir unas palabras de J. ARIAS con 
las que estamos plenamente de acuerdo: «no se d? confusión entre el fuero interno y el 
externo, sino unidad necesaria, ya que el derecho canónico no es otra cosa que la expresión 
social del carácter dogmático-estructural de la Iglesia; y la sanción penal es la declaración 
necesaria del pecado, acto interno, en cuanto "rcalitas reveré visibilis et socialis"». Cfr. Las 
penas «latae sententiae»: actualidad o anacronismo, en AA. VV., «Diritto, persona e vita 
sociale. Scritti in memoria di Orio Giacchi», Milano 1984 vol. 2, p. 18. 
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confusión 1 4 6 . Ambos órdenes coinciden en el sujeto destinatario de las 
normas: el bautizado en la Iglesia Católica 1 4 7 . Se diferencian en la natu-
raleza de las normas que regulan el contenido de las relaciones que se es-
tablecen. Para el orden moral serán relaciones morales, es decir, entre 
Dios y los hombres y, por tanto, intrínsecas al hombre y esencialmente 
desiguales entre sus términos. Para el orden jurídico serán relaciones ju-
rídicas, es decir, intersubjetivas pero, a diferencia de las anteriores, 
interhumanas y temporales, así como de igualdad y a veces también 
desiguales 1 4 8 . 
Hecha esta aclaración estamos en condiciones de seguir preguntán-
donos cuáles son las razones de conveniencia que el legislador ha tenido 
para castigar continuamente el delito de herejía con la pena de excomu-
nión. Las podemos enumerar de la siguiente forma: 
1. Se trata de un delito considerado gravemente perturbador del orden 
público de la Iglesia. 
2. Igualmente se trata de un delito en cuya base se encuentra la 
pérdida de la communio fidei, uno de los tres aspectos, además de la 
unidad en los sacramentos y en el régimen eclesiástico, que constituyen la 
plena communio fidelium149. 
146. Tanto A . DEL PORTILLO en Morale e Diritto, en «Seminarium» 23 (1971), pp. 732-
741, como J. A R I A S en El sistema penal canónico ante la reforma del CIC, en «lus 
Canonicum» 15 (1975), pp. 217-225, hacen una breve y certera exposición de las 
peculiaridades y ámbito propio de la Moral y del Derecho. 
147. Sujeto pasivo del ordenamiento canónico según lo entiende la actual legislación es 
cualquier bautizado o recibido en la Iglesia Católica. El canon 11 difiere, y a nuestro parecer 
mejora los cánones 12 y 2226 §1 del Código del 17, puesto que éste comprendía a todo 
bautizado válidamente, es decir, a cualquier cristiano. No quedan fuera de tal sometimiento 
los que, ya católicos, apostataron o son herejes o cismáticos. También, y de acuerdo con A . 
B O R R A S , Les sanctions dans L'Eglise. Commentaire des Canons 1311-1399, Paris 1990 
p. 161: «en toute rigueur, un catéchumène ne peut être un hérétique». 
Cfr. Communicationes 8 (1976), pp. 167 s., que recoge la discusión planteada por la 
mención explícita que se hacía de los acatólicos como exentos de la sanción penal. 
Una relación y crítica de las diversas corrientes doctrinales que se han desarrollado sobre 
este punto puede verse en J. ARIAS, Bases doctrinales..., cit., pp. 42 ss. 
148. Son relaciones de desigualdad las relaciones jerárquicas, por ejemplo entre admi-
nistrador y administrado pero esta «desigualdad» la determina la función (la de admi-
nistrador) no las personas. 
149. El c. 205, que recoge la doctrina del Conc. Vaticano II expuesta en la Const. 
Lumem gentium, 14 y el Decr. Unitatis Redintegratio, 2. El canon dice: «Se encuentran en 
plena comunión con la Iglesia católica, en esta tierra, los bautizados que se unen a Cristo 
dentro de la estructura visible de aquélla, es decir, por los vínculos de la profesión de fe, de 
los sacramentos y del régimen eclesiástico». 
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3. Es un delito que hace referencia directa a un bien de orden 
espiritual, la fe, y por tanto debe ser conminado con penas espirituales. 
Por otro lado, y procurando llegar a una mayor profundización en la 
naturaleza jurídica del delito que venimos tratando, el canon 751 expresa 
quién es hereje en sentido teológico y m o r a l 1 5 0 : «se llama herejía la 
negación pertinaz después de recibido el bautismo, de una verdad que ha 
de creerse con fe divina y católica, o la duda pertinaz 1 5 1 sobre la misma». 
No puede decirse -ni por su contenido ni por su situación en la sistemática 
del Código- que este canon dé los tipos delictivos de herejía, apostasía y 
150. Es de notar la preferencia de algunos Consultores por definir lo que es «herejía» y 
no quién es «hereje», «ita ut non nominentur personae». Cfr. Communicationes 19 (1987), 
p. 233, donde se extractan las actas de la Pont. Commissionis CIC Recognoscendo, Coetus 
studiorum de magisterio ecclesiastico (Sessio I, del 23-28 de enero de 1967), referentes al c. 
1325 §2 del Código del 17 y que luego pasará a ser el actual c. 751. También se dan razones 
de una «mayor consonancia con el diálogo ecuménico» para tal cambio, e incluso, se invoca 
la Const. Lumen gentium, 15, que subraya los vínculos que unen a la Iglesia con los cristia-
nos no católicos. Pero a nuestro entender tal distinción no presenta ninguna relevancia 
jurídica: es lo mismo ser jurídicamente hereje que incurrir en delito de herejía. 
Por otro lado, este sentido teológico y moral que se le da al canon puede ponerse en dis-
cusión ya que podríamos preguntarnos: ¿bajo qué punto de vista es una ley jurídica y bajo qué 
punto de vista es moral? ¿La Iglesia conmina al fiel diciéndole: si dudas o niegas perti-
nazmente una verdad que has de creer con fe divina y católica pecas; o, más bien, le conmina 
diciendo: dudar o negar pertinazmente de esas verdades es antijurídico, porque no se da lo 
suyo, lo que es debido a la sociedad eclesiástica y a cada uno de los miembro de la Iglesia? 
Si decimos que esta ley lo que pretende es lo primero, entonces será una ley moral. Si la 
Iglesia con esta ley lo que pretende es lo segundo, actúa en el campo jurídico. 
A esto se refiere J. DE SALAZAR, Lo jurídico y lo moral en el ordenamiento canónico, 
Vitoria 1960 p. 231, cuando escribe refiriéndose al §2 del canon 1325, que equivale al actual 
c. 751: «Esta expresión se presta a una interpretación moral y a una interpretación jurídica. 
Si atendemos al sentido obvio del texto parece más bien que se trate de la definición de quién 
es moralmente hereje. Porque dice simplemente "denegat aut de ea dubitet" y estas expre-
siones indican la negación y duda internas, aunque no tengan manifestaciones exteriores y 
no creo que al 'pertinaciter' se le pueda dar el sentido de negación externa. 
«Pero teniendo en cuenta que se encuentra esta definición en el ordenamiento jurídico, 
podemos sobreentender que esa negación o duda internas han tenido alguna manifestación 
externa y en ese caso, tenemos la definición de quién es jurídicamente hereje. 
»Por tanto, cuando esa negación o duda contra la fe no ha sido externa tendremos el 
pecado moral de herejía y se habrá hecho el autor ante su conciencia y ante Dios reo del 
pecado de herejía. En cambio, cuando esa negación interna ha llegado a ser externa, tendre-
mos el ilícito jurídico de herejía y su autor será reo ante la sociedad». 
151 . Para una mayor profundización en el estudio de la pertinacia y mala fe exigidas para 
incurrir en el delito de herejía se puede acudir al estudio monográfico de F. J. URRUTIA, 
Pertinacia y mala fe en la noción canónica de herejía, en «Estudios de Deusto» 26 (1978), pp. 
253-272. Nos encontramos en desacuerdo con la afirmación de que para que haya pecado 
formal de herejía debe haberse aceptado suficientemente alguna vez la competencia del 
Magisterio de la Iglesia en materia de fe, por lo vago y equívoco del adverbio subrayado. 
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cisma, pero sí puede afirmarse que nos da unos elementos muy valiosos 
para discernir cuándo nos encontramos ante esos delitos. Para completar 
su tipificación penal habrá que acudir al canon 1364 que establece la 
sanción penal, y al canon 1330 de la parte general, al que nos vamos a 
referir seguidamente. 
Para que el pecado de herejía sea a la vez delito es preciso com-
probar si existen los elementos esenciales de cualquier delito: violación 
externa de la norma, imputabilidad grave y sanción canónica previamente 
establecida. Además, el canon 1330 afirma que «no se considera consu-
mado el delito que consiste en una declaración o en otra manifestación de 
la voluntad, doctrina o conocimiento, si nadie percibe tal declaración o 
manifestación». Este canon -innovación del CIC-83- nos parece que 
resuelve doctrinalmente el significado de «violación externa» de la norma 
penal para estos delitos. Debe producirse forzosamente una relación 
(alteridad) que es lo propio de lo jurídico, a diferencia de lo mora l 1 5 2 . 
La mera voluntad interna de delinquir no tiene relevancia penal, 
tampoco en el supuesto de que pudiera ser percibida por otro. Esto 
significa que la exterioridad requerida para incurrir en el delito de herejía 
es distinta de la necesaria para los delitos ocultos susceptibles de sanción 
penal, como por ejemplo la profanación de las especies consagradas, y 
distinta también de la exterioridad que la doctrina denomina «potencial-
mente pública», es decir, cuando el delito puede llegar a ser conocido por 
otro. El canon 1330 condiciona así la consumación del delito de herejía a 
la exterioridad siendo imprescindible que se dé alteridad. Por esta razón, 
no habiendo recepción, se tiene el delito por no consumado, sin 
frustración posible. 
152. Así lo entiende F. AZNAR, que en el comentario relativo al canon llega a 
preguntarse: «pero si nadie lo percibe, ¿cómo es posible hablar de delito, aunque sea no 
consumado?, ¿cuál es el mal que se intenta evitar?». Cfr. Código de Derecho canónico, 
Edición Comentada de la BAC, Madrid 1985, pp. 642-643. 
V . DE PAOLIS afirma que los herejes, apóstatas y cismáticos, en cuanto pecadores, «non 
sunt in communione cum Ecclesia, vi c. 205, sed non sunt excommunicati: ut quis sit 
excommunicatus requiritur delictum, ad normam c. 1330. Si delictum habetur, dantur effectus 
excommunicationis de quibus in c. 1331». Cfr. De sanctionibus in Ecclesia. Adnotationibus 
in Codicem: Uber VI, Romae 1986, p. 113. 
Por otra parte, el canon 1330 es un intento más por parte de la Comisión redactora de 
limitar el ámbito penal canónico al fuero externo. 
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Entonces, ¿qué relación tiene el pecado interno con el delito de 
herejía? Primero, se trata de un requisito natural previo (como para la 
generalidad de los delitos): si no hay pecado, no hay delito. Después, la 
situación interna objetiva de aquél qué está fuera de la comunión de la 
Iglesia es causa de la veracidad de la manifestación externa o intención 
jurídica que causa el daño al orden social justo en la Iglesia, que es 
siempre grave para el delito que estamos considerando. Significa esto que 
si la intención interna no existiera, la manifestación externa sería falsa y, 
por tanto, sin los efectos jurídicos concretos que tendría que producir. Se 
quedaría sin llegar a formalizarse ni siquiera como pecado interno. 
Concluyendo, «la sanción impuesta por la Iglesia» -a la que se refería 
el Relator- es exigida por el daño social, no por el hecho meramente 
interno de estar fuera de la comunión de la Iglesia. 
2. Otros ejemplos históricos. 
Además de los ya mencionados por la Relación del 81, durante el 
siglo XX se han dado otros sucesos que han venido a demostrar la 
evidencia de la necesidad de la intervención de la Autoridad competente, 
no bastando el automatismo de la excomunión para llegar a la certeza 
requerida en el caso. Nos atrevemos a enumerarlos aquí como ejemplos 
ilustrativos de la tesis que venimos sosteniendo. 
A lo largo del siglo XX la Iglesia ha visto amenazada su unidad por 
diversos movimientos de ruptura, que han desembocado en pequeñas 
comunidades marginales de cristianos que rechazan la obediencia al 
Romano Pontífice. Aunque el Coetus no los mencione directamente, no 
por eso dejan de estar histórica y doctrinalmente presentes. 
A modo de ejemplo, podemos enumerar los siguientes: 
1) Tras el Concilio Vaticano I (1870), se propagó en Alemania, Suiza 
y, después, Austria, un movimiento de protesta contra el dogma de la in-
falibilidad del Papa y del episcopado universal unido al Romano Pontí-
fice. F. H. Reusch, profesor de Bonn, declararía: «La conciencia católica 
nos veda aceptar ambas doctrinas porque contradicen a la Escritura y a la 
tradición de la misma Iglesia, a la que nosotros estamos ligados en calidad 
de sacerdotes católicos». Los «veterocatólicos» -así se denominaron en su 
segundo Congreso, Colonia, 1872- consagraron obispo el 14 de junio de 
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1873 al profesor de Breslau, Joseph Hubert Reinkens, inmediatamente 
excomulgado por Pío I X 1 5 3 . A Reinkens le sucedieron otros obispos 
cismáticos. Hoy subsisten algunas comunidades «veterocatólicas» en 
Centroeuropa, con el nuevo nombre de «cristocatólicos». 
2) Tras la constitución de la República checoslovaca (28 de octubre 
de 1918), las tendencias antirromanas desarrolladas desde decenios antes 
entre el clero checo, culminaron en un poderoso «Movimiento de 
separación de Roma», especialmente popular entre los intelectuales, que 
culminó en la proclamación de una Iglesia nacional checa, el 8 de enero de 
1 9 2 0 1 5 4 . Llegó a tener una considerable difusión (según el censo de 
1930, sobre una población total de 14,7 millones de habitantes, 10,8 
millones eran católicos y 739.385 eran miembros de la nueva Iglesia 
nacional checoslovaca) 1 5 5. Se hallaba presidida por un patriarca y contaba 
con tres obispos. El 15 de enero de 1920, por Decreto del Santo Oficio, 
en nombre y con la autoridad del Papa, se excomulgó y rechazó este tipo 
de nuevas experiencias religiosas 1 5 6 . 
153. Cfr. Carta Apostólica Etsi multa luctuosa, de 21.XI.1873, en ASS 7 (1873), pp. 
496-512; Pío IX declaraba solemnemente que « ipsum Iosephum Hubertum, et qui eum eligere 
attentarunt, et qui sacrilegae consecrationi operam commodarunt, et quicumque iisdem 
adhaeserint, eorumque partes sequuti opem, favorem auxilium, aut consensum praebuerint, 
auctoritate Omnipotentis Dei excommunicamus et anathematizamus, atque ab Ecclesiae 
communione segregatos et in eorum numero babendos esse, a quorum consuetudine 
congressuque sic ómnibus Christifidelibus interdixit Apostolus, ut nec Ave illis dicere 
diserte praeceperit (TI Ion. v. 10) declaramus, edicimus et mandamus». 
154. Cirkev Ceskoslovenska, desde 1971 Cirkev Ceskoslovenska husitska. 
155. Cfr. G . ADRIANYI, La Iglesia en Europa septentrional, oriental y sudoriental, en 
AA. VV., «Manual de Historia de la Iglesia» IX, Barcelona 1984, pp. 755-760. Las 
corrientes religiosas que afloraron por entonces en Checoslovaquia estaban en gran parte 
basadas en el antiguo espíritu husita, que se presentaba como reviviscencia de una antigua 
tradición nacional y con un desmedido afán de reformas. El núcleo original de esta «Iglesia» 
estaba constituido por un grupo de sacerdotes en cuyo programa de reformas se hallaba la 
abolición del celibato sacerdotal, el uso de la lengua nacional en la práctica litúrgica, la 
democratización del gobierno eclesiástico, junto con una mayor libertad y amplitud en la 
interpretación de los dogmas. Es curiosa la coincidencia de algunas de estas reivindicaciones 
de antes con las de ahora. 
156. Cfr. AAS 12 (1920), p. 37. «Tantum facinus Suprema haec Sacra Congregatio 
Sancti officii, cui fidem moresque tutandi onus incumbit, ex animo detestata, muneris sui 
esse ducit praefatam ecclesiam seu schismaticam coalitionem, absque ulla mora reprobare, 
damnare atque anathematizare, ut reapse praesenti Decreto, nomine et auctoritate Ssmi D. N. 
Benedicti XV, reprobat, damnat atque anathematizat, insimul declarans supradictum sacer-
dotes, cuisque sint gradus, conditionis et dignitatis, iam ipso facto excommunicationem 
incurrisse ad praescriptum canonis 2384 speciali modo Sedi Apostolicae reservatam, et si 
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3) En China, tras la revolución maoísta de 1950, el Estado se esforzó 
en la creación de una Iglesia nacional china separada de Roma. Entre el 
mes de'diciembre de 1957 y el mes de diciembre de 1962, el Estado 
instituyó y permitió consagrar sin confirmación pontificia cuarenta y cinco 
obispos chinos. Pío XII en su Carta Encíclica Ad Apostolorum Principis, 
de 29 junio de 1958, condenó estas consagraciones episcopales 
ant icanónicas 1 5 7 . Juan XXIII en su alocución al consistorio del 15 de 
diciembre de 1958 llegó a emplear la palabra «cisma» 1 5 8 . 
4) De menor importancia, pero con evidente trascendencia social, 
fueron los hechos acaecidos durante los años 70 en El Palmar de Troya, 
donde Clemente Domínguez Gómez creó la Iglesia cristiana palmariana. 
En 1975, el anciano obispo vietnamita Ngo-Denh Thuc ordenó sacerdotes 
a Clemente y tres de sus compañeros y, pocos días después, los consagró 
obispos. El 17 de septiembre de 1976, la Congregación para la Doctrina 
de la Fe declaró oficialmente que no reconoce ningún efecto jurídico a las 
ordenaciones del prelado vietnamita 1 5 9 ; en octubre de ese año se publica 
forte (quod Deus avertat) in ea contumaciter insordescant, ómnibus quamprimum plectendos 
fore». 
157. Cfr. AAS 50 (1958), pp. 601- 614. La condena se hizo en estos términos: «Ex iis, 
quae exposuimus, sequitur (...) ut nemo consecrationem episcopalem valeat legitime con-
ferre, nisi prius de pontificio mandato constiterit (can. 953). Itaque, si huiusmodi conse-
cratio contra ius fasque impertitur, quo facinore gravissime petitur ipsa unitas Ecclesiae, 
statuta est excommunicatio specialissimo modo Sedi Apostolicae reservata, in quam ipso 
facto incurrit qui consecrationem ex arbitrio collatam recipit, atque etiam consecrans ipse 
(cfr. Decretum Supr. S. Congr. S. Officii, diei 9 mensis aprilis 1951; AAS 43 (1951), pp. 
217-218)». El Santo Padre se limita únicamente a señalar la gravedad del delito contra la 
unidad de la Iglesia, sin hacer en ningún momento la condena expresa de tales consagra-
ciones episcopales ni designar tal hecho como significativo de delito de cisma. 
158. Cfr. Ibidem p. 985. Muy interesante nos ha parecido el estudio monográfico de S. 
LEE, Relaciones Iglesia-Estado en la República Popular China, Pamplona 1990, pp. 339-
404, en el que se analiza con seguro criterio jurídico si hubo o no cisma en China. La 
conclusión a la que el autor llega es ésta: «Preferimos abstenernos de un juicio definitivo de 
la cuestión por muchos factores: 
»-el contexto complejo de la historia de la Iglesia Católica en China en la época de las 
misiones; 
»-el contexto político hostil en que la Iglesia China se encuentra: la presión que el 
gobierno comunista ejerce sobre los líderes católicos; el intento natural de la Iglesia, que le 
lleva a buscar su modo de sobrevivir; 
»-la dudosa autenticidad de los datos y los discursos de los líderes que hemos recibido en 
el occidente; 
»-¿lo que dicen estos líderes es lo que piensan y creen en sus corazones?». 
159 . Cfr. AAS 68 (1976), p. 623. 
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el Decreto de excomunión para los «obispos» y «sacerdotes» de la 
Congregación Carmelitas de la Santa Faz. En noviembre de 1978, 
Clemente se autoproclamó Papa, con el nombre de Gregorio XVII. 
Por todo los sucesos vistos en este apartado, se saca la conclusión 
lógica de que la excomunión debe ser impuesta ferendae sententiae. Aún 
estando vigente la norma legal que prescribía la imposición automática, 
deja de ser eficaz en todos los ejemplos anteriores, ya que se necesitó la 
intervención de la Autoridad magisterial para la incoación de un proceso 
penal completo hasta llegar a la sentencia condenatoria de la que no resulta 
ya posible sustraerse alegando el favor de la duda. 
CONCLUSIONES 
Nos proponemos sintetizar las principales ideas que hemos ido 
glosando en las páginas anteriores y que progresivamente se han 
desprendido de las reflexiones hechas sobre los textos legales, del análisis 
de los codificadores privados y de aquellos otros publicados en la Revista 
Communicationes sobre el debate de Iure reformando. 
1. En el Corpus Iuris Canonici los textos más representativos sobre 
el delito de herejía son los del Concilio IV de Letrán (a. 1215). Será este 
Concilio el que recoja toda la tradición jurídica anterior. Y casi todas sus 
disposiciones serán incorporadas al Corpus Iuris: Sobre la fe, conde-
nando las herejías de los Valdenses y Albigenses, y proporcionando una 
profesión de fe. Luego ordenó que los herejes fueran denunciados y 
castigados por el Poder temporal y exigió que los funcionarios públicos 
jurasen arrojarlos de sus distritos. Se inculcaron las disposiciones sobre la 
inquisición de los Obispos, y se concedieron a los que luchaban contra 
herejes, las gracias de los cruzados. 
2. Antes de este Concilio existen otros textos cuyo tenor era más 
bien el de mera monición, amenaza o corrección material para que los 
fieles no incurriesen en estos actos delictivos. Se conminaban penas 
exclusivas para los delitos más graves y, en concreto, para los consi-
derados de lesa majestad, no excluida la pena capital, torturas físicas y la 
cárcel perpetua. Sin embargo, estas penas temporales eran sentenciadas y 
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aplicadas siempre por el Poder civil, aunque primero juzgara la Autoridad 
magisterial sobre si las doctrinas eran o no heréticas. 
3. La sanción penal con la que siempre fueron castigados estos actos 
delictivos fue la excomunión. Se comprendió desde el primer momento 
que esta censura, cuya raíz se encuentra en el mismo derecho divino 
positivo, estaba muy de acuerdo con la condición de autoexclusión del 
Cuerpo Místico de la Iglesia en la que se encontraba el reo después de 
consumar el delito. El modo de imponer a los contumaces esta 
excomunión fue el más solemne previsto por el Derecho Penal Canónico, 
el anathema, reservado para aquellos delitos que atentaban contra la fe y la 
unidad de la Iglesia. 
4. Toda la tradición penal coincide en imponer la excomunión de 
forma latae sententiae; sin embargo, ya hemos indicado que se 
consideraba más bien como monición o amenaza para prevenir el delito. 
Para los casos singulares la autoridad judicial determinaba si había o no 
delito. 
5. Aunque se previeron otras penas distintas de la excomunión, 
progresivamente fueron abandonándose y quedándose ésta como sanción 
penal única prevista para romper la contumacia del delincuente. Sin 
embargo, no puede decirse lo mismo respecto a los delitos -siempre 
considerados gravísimos- para los que el legislador conminaba a los fieles 
la excomunión, que eran de muy variada y de distinta naturaleza jurídica. 
6. La excomunión inflicta contra haereticos, eorumque fautores, 
hasta la bula In Coena de Julio II (1511), la primera redacción de la 
forma tradicional de estas bulas, era de absolución nullatenus reservata. A 
partir de aquel momento comenzó a ser de absolución reservada al Santo 
Padre. Además, el reo de herejía no podía ser absuelto por persona 
distinta del Papa, ni en virtud de la bula de la Santa Cruzada, como 
declaró Gregorio XIII en la Constitución Officii nostri, del 22 de 
septiembre de 1576, ni en tiempo de jubileo en el que se acostumbraba 
conceder facultades de absolver de todos los delitos reservados al 
Romano Pontífice y contenidos en la bula Coenae. La fórmula del 
anathema lanzado en la bula de Julio II contra todos los herejes y sus 
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sectas deriva de textos anteriores como, por ejemplo, el de Alejandro III 
en el Concilio III de Letrán (1179), o también, el del IV Concilio de 
Letrán (de Inocencio III, del año 1215) y otro más de Gregorio IX. 
7. Se preveían otros delitos relacionados con la herejía: su patro-
cinio, la lectura o la simple tenencia ilegítima de libros que sostuvieran 
doctrinas condenadas por el Magisterio de la Iglesia, etc., eran castigados 
con la misma pena de excomunión reservada especialmente al Romano 
Pontífice (así lo determinaba la bula Coenae y, más tarde, la Apostolicae 
Seáis que recoge casi literalmente la misma formulación). Sin embargo, 
este deseo del Legislador de dar una mayor protección al bien inestimable 
de la fe se encontró no pocas veces con fuertes dificultades de interpre-
tación para los canonistas y pastores que debían desentrañar el sentido de 
la ley para resolver las dudas planteadas por los fieles. Se terminó por 
suprimir de la legislación estos sustantivos en el lugar en el que estaban, 
junto al delito de herejía, y procurarles un tratamiento penal propio y más 
acotado. 
8. El CIC-17, fuertemente influido por la tradición canónica anterior 
y con el propósito explícito de no innovar norma legal alguna, resuelve 
dar un tratamiento penal al delito de herejía siguiendo fielmente lo 
dispuesto por la Constitución de Pío LX, la Apostolicae Seáis. Prevé, sin 
embargo, la absolución por parte del Ordinario local y en el fuero externo 
de la censura de excomunión impuesta al hereje, previa abjuración hecha 
legítimamente y observando todas las prescripciones del derecho. Se trata 
pues de una notable singulariad, que no encontramos para ningún otro 
delito. 
9. Antes de la promulgación del Código actual, en el periodo de iure 
reformanáo, se discute enconadamente sobre la necesidad de imponer la 
pena de excomunión latae, o bien, ferenáae sententiae. Esta segunda 
opción es la que finalmente se abre paso en las discusiones entre los 
miembros de la Comisión redactora. Las principales razones que se dan 
para su imposición no automática atienden a la eficacia jurídico-penal, 
pues si se impusiera de forma latae sententiae y debido a la dificultad 
teórica y práctica de que un fiel se considere a sí mismo incurso en el 
delito de herejía, «porque resulta dificilísimo en tan compleja materia 
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obtener, sin la intervención del juez o del superior, la necesaria certeza 
jurídica sobre la comisión del delito», la norma penal se haría inútil. 
Además se señalan algunos sucesos históricos que aquilatan esta 
afirmación: los de Hans Küng y Mons. Marcel Lefébvre. Por el contrario, 
las razones que alegan los partidarios de la imposición automática se 
basan en que el hereje con su actitud delictiva rompe la communio 
ecclesiastica en aquello que es su más radical y profunda razón de ser, la 
unidad e integridad de la fe, y que por ésto se encuentra ya totalmente 
fuera de la Iglesia, tanto en su aspecto jurídico como moral o teológico: 
por lo que la pena de excomunión vendría sólo a declarar la situación de 
hecho en la que se encuentra el delincuente. Pero una cosa es estar fuera 
de la comunión de la Iglesia y otra bien distinta es la sanción penal de 
excomunión impuesta por la Iglesia, que constituye un nuevo status 
jurídico, el de excomulgado. 
10. Por todo ello se acuerda la imposición ferendae sententiae de la 
excomunión; pero sorprendentemente en la última revisión de la Comisión 
de Cardenales previa a la promulgación del Código se produce el cambio, 
decidiéndose en contra de lo previsto en las reuniones de la Comisión 
redactora. No se dan nuevas razones que expliquen este cambio de última 
hora. Todo parece indicar que el motivo guarda relación con la peculiar 
concepción que, sobre la naturaleza de la excomunión, parece deducirse 
de los planteamientos de algunos Cardenales miembros. Queda, por tanto, 
abierto este debate que nosotros proponemos y que se debiera solventar. 
ANEXO 
SYNOPSIS DE LAS BULAS «IN COENA DOMINI» EN RELACIÓN AL DELITO DE HEREJÍA 






1 «§1. Nos igitur, vetustum 
et solemnem nunc morem 
sequentes, 
2 excommunicamus et ana-
thenatizamus, ex parte om-
nipotentis Dei Patris et Fi-
lii et Spiritus Sancti, auc-
toritate quoque beatorum 
Petri et Pauli ac nostra, 
3 omnes haereücos, Catha-
ros, Patarenos, Pauperes de 
Lugduno, Arnaldistas, Spe-
ronistas, Passagenos, Vi-
cleffitas seu Ussitas, Fra-
ticellos de Opinione nun-
cupatos 






«Nos igitur, vetustum et 
solemnem hunc morem 
sequentes. 
§1. Excommunicamus et 
anathenatizamus, ex parte 
Dei omnipotentis Ptris et 
Filii et Spiritus Sancti, 
auctoritate quoque beatorum 
apostolorum Petri et Pauli 
ac nostra. 
omnes haereücos, Catha-
ros, Patarenos, Pauperes de 
Lugduno, Arnaldistas, Spe-
ronistas, Passagenos, Wi-
cleffitas seu Ussitas, Fra-
ticellos de Opinione nun-
cupatos, 






«§1. Nos igitur, vetustum 
et solemnem hunc morem 
sequentes, 
excommunicamus et ana-
thenatizamus, ex parte om-
nipotentis Dei Patris et Fi-
lii et Spiritus Sancti, 
auctoritate quoque beatorum 













«Nos igitur, quibus nihil 
optabilius est, quam fidei 
inviolatarn I n t e g r i t ä t e n ! , 
publicam pacem et iusti-
tiam, Deo auctore, tueri, 
vetustum et solemnem 
hunc morem sequentes: 
§1. Excommunicamus et 
anathematizamus ex parte 
Dei omnipotentis, Patris et 
Filii et Spiritus Sancti, 
auctoritate quoque beatorum 













«Nos igitur, quibus nihil 
optabilius est, quam fidei 
inviolatarn integritatem. 
publicam pacem et iusti-
tiam, Deo auctore, tueri, 
vetustum et solemnem 
hunc morem sequentes: 
§ 1. Excommunicamus et 
anathematizamus ex parte 
Dei omnipotentis, Patris, 
et Filii, et Spiritus Sancti, 
auctoritate quoque beato-
rum apostolorum Petri et 






et quocumque alios hae-
reticos, quocumque nomine 
censeantur, ac omnes 
fautores, et receptatores 
eorumdem». 
(Cfr Magnum Bullarium 
Romanum, t. V, p. 491). 
necnon per felicis recor-
daüonis Leonem Papam X, 
praedecessorem nostrum, 
superionbus annis dam-
natam impiam et abomi-
nabilem Martini Lutheri 
haeresim sequentes, ¡psi-
que Martino, quominus pu-
niri possit, quomodolibet 
faventes, et quoslibet alios 
haereticos, quocumque no-
mine censeantur, 
ac omnes fautores et recep-
tatores, librosque ipsius 
Martini aut quorumvis 
aliorum eiusdem sectae 
sine auctoritate nostra et 
Sedis Apostolicae, quomo-
dolibet legentes aut in suis 
domibus tenentes, impo-
nientes aut quomodolibet 
defendentes, ex quavis 
causa, publice vel occulte, 
quovis ingenio vel colore, 
et generaliter quoslibet 
defensores eorundem». 
(Cfr Magnum Bullarium 
Romanum, t. VI, pp. 218-
219). 
ac omnes et singulos hae-
reticos, quocumque nomine 
nuncupentur, et cuiuscum-
que sectae existant, et 
eorum credentes, ipsorum-
que receptatores et fauto-
res, et generaliter quoslibet 
defensores, 
ac eorumdem libros hae-
resim continentes vel de 
religione tractantes, sine 
auctoritate nostra et Sedis 
Apostolicae, scienter le-
gentes aut tenentes, impri-
mentes seu quomodolibet 
defendentes, ex quavis 
causa publice vel occulte, 
quovis ingenio vel colore, 
necnon schismaticos et 
eos, qui se a nostra et 
Romani Pontificis prò 
tempre existentis obe-
dientia pertinaciter sub-
trahunt vel recedunt». 
(Cfr Magnum Bullarium 
Romanum, t. VIII, p. 413). 
et a Christiana Fide apo-
statas, ac omnes et 
singulos alios haereticos, 
quocumque nomine cen-
seantur, et cuiuscumque 
sectae existant, ac eis 
credentes, eorumque 
receptatores, fautores, et 
generaliter quoslibet 
illorum defensores, 
ac eorumdem libros hae-
resim continentes vel de 
religione tractantes, sine 
auctoritate nostra et Sedi 
Apostolicae, scienter le-
gentes aut retinentes, im-
primentes, quomodolibet 
defendentes ex quavis cau-
sa, publice vel occulte, 
quovis ingenio vel colore, 
necnon schismaticos, et 
eos qui se a nostra et 
Romani Pontificis pro 
tempore existentis obe-
dientia pertinaciter sub-
trahunt vel recedunt». 
(Cfr Magnum Bullarium 
Romanum, t. XI, pp. 617-
618). 
et a christiana fide apo-
statas, ac omnes et sin-
gulos alios haereticos, 
quocumque nomine cen-
seantur, et cuiuscumque 
sectae existant, ac eis 
credentes, eorumque recep-
tatores, fautores, et gene-
raliter quoslibet illorum 
defensores, 
ac eorumdem libros hae-
resim continentes vel de 
religione tractantes, sine 
auctoritate nostra et Sedi 
Apostolicae scienter le-
gentes aut retinentes, im-
primentes, quomodolibet 
defendentes ex quavis causa 
publice vel occulte, quovis 
ingenio vel colore, 
necnon schismaticos, et 
eos qui se a nostra et 
Romani Pontificis prò 
tempore existentis obe-
dientia pertinaciter sub-
trahunt vel recedunt». 
(Cfr Magnum Bullarium 
Romanum, t. XIII, p. 531). 
B LB LIOGRAFÍ A 
I. FUENTES 
BENEDICTO XIV, Epíst. Singulari § 16; CODEX CANONUM ECCLESIARUM 
ORIENTALIUM, en AAS 82 (1990), pp. 1334 ss.; CODEX IURIS CANONICI, Ed. ano-
tada del Instituto Martín Azpilcueta, Pamplona 1987; CODEX IURIS CANONICI, Ed. 
comentada de la BAC, Madrid 1978. CODEX IURIS CANONICI, Ed. comentada de la 
BAC, Madrid 1985; CONC. DE TRENTO, sesión 4, Decreto sobre edición y uso de los 
libros sagrados; ID., sesión 18, Decreto sobre el índice de los libros y autores prohibi-
dos; CONC. VATICANO I, Const. Dogmática Dei Filius, en ASS 5 (1869), p. 486 (Dz. 
1789); CONC. VATICANO II, Const. Lumem gentium, 14 y 15; CONFERENCIA 
EPISCOPAL ALEMANA, Le dossier Küng. Faits et Documents. Documentation sur les 
efforts faits par la Congrégation de la foi et la Conférence episcopale allemande pour 
parvenir à un éclaircissement objectif des opinions controversées du professeur Küng 
(Tübingen), Paris 1980; CORPUX IURIS CANONICI, Ed. Friedberg, Gaz 1959; LEON 
Xin, Encíclica Sapientiae, del 10-1-1890; PABLO VI, Declaración Mysterium Ecclesiae, 
en AAS 65 (1973), pp. 396-408; ID., Directorio Ad totam Ecclesiam n. 19 y 20, del 4-
V-1967, en AAS 59 (1967), p. 581; PIO IV,.Const. Dominici, del 24 de marzo de 
1564; PIO IX, Carta Apostólica Etsi multa luctuosa, de 21.XI.1873, en ASS 7 (1873), 
pp. 496-512; ID., Carta apostólica Multíplices inter, del 10-IV-1858; PONTIFICIA 
COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI AUTHENTICE INTERPRETANDO, Codex Iuris 
Canonici-Fontium annotatione et indice analytico alphabetico auctus, Cita del Vaticano 
1989; Relatio complectens synthesim animadversiorum ab Em. mis atque Exc. mis 
Patribus Commissionis ad novissimum schema codicis iuris canonici. Exhibitarum, 
cum responsionibus a secretaria et consultoribus datis, Typis Polyglottis Vaticanis 
1981. 
II. AUTORES 
G. ADRIANYI, La Iglesia en Europa septentrional, oriental y sudoriental, en AA. 
VV., «Manual de Historia de la Iglesia» IX, Barcelona 1984, pp. 755-760; M. 
AMDRIEU, Les Ordines romani du haut Moyen Age, Louvain 1931; J. ARIAS, Bases 
doctrinales para una nueva configuración jurídica de los cristianos separados, en «lus 
Canonicum» 8 (1968), pp. 29 ss.; ID., El sistema penal canónico ante la reforma del 
CIC, en «lus Canonicum» 15 (1975), pp. 217-225; ID., La pena canónica en la Iglesia 
primitiva. Pamplona 1975, pp. 55 ss.; ID., Las penas «latae sententiae»: actualidad o 
anacronismo, en AA. VV.,«Diritto, persona e vita sociale. Scritti in memoria di Orio 
EL DELITO DE HEREJÍA: «ITER» JURÍDICO 231 
Giacchi», Milano 1984 vol. 2, pp. 18; F. AZNAR, Código de Derecho canónico, 
Edición Comentada de la BAC, Madrid 1985, pp. 642-643; I. BALAN, Leges Iustiniani 
de Haereticis, en «Acta Congressus iuridici intemacionalis», vol. I, Roma 1935; A. 
BEUGNET, voz Apostasie, en «Dictionnaire de théologie catholique», Paris 1931,1, pp. 
1604 ss.; A. BORRAS, L'excommunication dans le nouveau code de droit canonique, 
Paris 1987; ID., Les sanctins dans L'Eglise. Commentaire des Canons 1311-1399, 
Paris 1990; J. M. BOVER-J. O'CALLAGHAN, Comentario a Act. 2, 36 del Nuevo 
Testamento trilingüe. Edición crítica de la BAC, Madrid 1977; C. BRUNO, El derecho 
público de la Iglesia en Indias, Salamanca 1967; J. A. CHALET, Monseigneur Leföbvre. 
Dossier complet, Paris 1976; P. CIPROTTI, Elementi di novità nel diritto penale 
canonico vigente, en «Monitor Ecclesiasticus» 114 (1989), pp. 17-28; ID., Qualche 
punto caratteristico della riforme del diritto penale canonico, en «Ephemerides iuris 
canonici» 46 (1990), pp. 111-127; F. CLAESYS BOUUAERT, voz: Bulle In Coena 
Domini, en AA.VV., «Dictionnaire de Droit Canonique» t. II, París 1942, col. 1132-
1136; Y. CONGAR, La fe y la teología, Barcelona 1977; G. DAUMET, Benoit XII 
(1334-1342). Letteres closes, patentes et curiales, Paris 1920; V. DE PAOLIS, De 
sanctionibus in Ecclesia. Adnotationibus in Codicem: Liber VI, Romae 1986; J. DE 
SALAZAR, LO jurídico y lo moral en el ordenamiento canónico, Vitoria 1960; A. DEL 
PORTILLO, Morale e Diritto, en «Seminarium» 23 (1971), pp. 732-741; F. 
DESHAYES, Memento iuris ecclesiastici. Publici et privati. Ad usum seminariorum et 
cleri, Paris 1895; N. EIMERIC-F. PEÑA, El Manual de los Inquisidores, Barcelona 
1983; C. J. ERRAZURIZ, La protezione giuridico-penale dell'autenticità della fede, en 
«Monitor Ecclesiasticus» 114 (1989), pp. 125 ss.; G. FELICI ANI, Lineamenti di ricerca 
sulle origine della codificazione canonica vigente, en «Annali di la Università di 
Macerata» 1982 pp. 212 ss.; H. FLATTEN, Der Häresieverdacht im Codex Iuris 
Canonici, Amsterdam 1963; T. GARCIA BARBERENA, Comentarios al Código de 
Derecho Canónico, t.IV, Madrid 1964; A. GARCIA Y GARCIA, Constitutiones Concila 
quarti Lateranensis una cum Commentariis glossatorum. Cita del Vaticano 1981; P. 
GASPARRI, Codicis iuris canonici fontes, Romae 1947; F. GAUDE, Card., Bullarum 
diplomatum et privilegiorum Sactorum Romanum Pontiftcum taurinensis edicto 
locupletior facta collectione novissima plurium brevium, epistolorum, decretorum 
actorumque S. Sedis, a S. Leone Magno usque ad praesens, Augustae Taurinorum 
1857-1868; J. GAUDEMET, Voz: Théodosien (code), en AA. VV., «Dictionnaire de 
Droit Canonique», t. VII, Paris 1965, col. 1215-1246; L. GEROSA, Derecho penal y 
realidad eclesial. Sanciones penales en el nuevo Código, en «Concilium» 205 (1986), 
pp.379-388; U. GIRALDI, Expositio Iuris Pontificii, vol. 2, Romae 1830; T. J. 
GREEN, Penal Law: A review of selected thèmes, en «The Jurist» 50 (1990), pp. 250 
ss.; J. HERVADA, Comentario al c. 205 del CIC-83, Código de Derecho Canónico. 
Edición anotada, Pamplona 1983; ID., Elementos de derecho constitucional canónico, 
Pamplona 1987; P. HINSCHIUS, Decretales pseudo-isidorianae et capitula angilramni, 
Leipzig 1963; P. HurzíNG, Crimen y castigo en la Iglesia, en «Concilium» 28 (1967), 
pp. 304 ss.; ID., Problemas de Derecho Penal Canónico, en «lus Canonicum» 8 
232 ALFONSO GUTIÉRREZ-MATURANA Y C AMAÑES 
(1968), pp. 203-214; J. L. ILLANES, Hans Kilng: Ser cristiano, Madrid 1983; PH. 
JAFFÉ, Regesta pontificum romanorum, 1.1, Graz 1956; G. LE BRAS-J. GAUDEMET, 
Histoire du Droit et des Institutions de L'Eglise en Occident, t. XVI, Paris 1981, pp. 
217-260; S. LEE, Relaciones Iglesia-Estado en la República Popular China, Pamplona 
1990; J. L. LOPEZ, Historia legal de la bula llamada In Coena Domini, dividida en tres 
partes en que se refieren, su origen, su aumento, y su estado, Madrid 1768; F. MARTI 
GILBERT, La abolición de la Inquisición española, Pamplona 1975; J. MARX, 
Compendio de Historia de la Iglesia, Barcelona 1924; A. MARZO A, El excomulgado y 
el derecho a los Sacramentos, en AA. VV., «Les Droits Fondamentaux du Chrétien 
dans L'Eglise et dans la société», Fribourg (1981), pp. 172 ss.; ID., La censura de 
excomunión. Estudio de su naturaleza jurídica en ss. XIII-XV, Pamplona 1985; H. 
MASSON, Manual de herejías, Madrid 1989; A. MOTTLLA, La idea de la codificación en 
el proceso de formación del Codex de 1917, en «lus Canonicum» 56 (1988), pp. 681-
720; F. NIGRO, Le sanzione nella Chiesa come tutela della comunione ecclesiale, en 
AA. VV., «La nuova legislazione canonica. Corso sul nuovo codice di Diritto canonico 
(14-15 febraio 1983)», Roma 1983 pp. 423-466; L. PASTOR, Historia de los Papas, 
vol. VI, Barcelona 1950; J. PENNACCHI, Commentaria in Constitutionem Apostolicae 
Sedis qua censurae latae sententiae limitatur, t. I, Romae 1883; A. PILLET, lus 
canonicum generale distributum in artículos, Paris 1890; A. ROYO MARIN, La fe de la 
Iglesia. Lo que ha de creer el cristiano de hoy, Madrid 1978; J. M. SANCHIS, Sulla 
natura e gli effetti della scomunica, en «lus Ecclesiae» 2 (1990), pp. 633-661; D. 
SCHIAPPOLI, Diritto penale canonico, Milano 1905; M. SCHMAUS, Teologia 
dogmática, 1.1, Madrid 1960; STO. TOMAS, I Sent., d. 11, 6; ID., Summa Theol., II-
II, q. 11, a. 1; A. TURRADO TURRADO,. Voz: Herejía, en «Gran Enciclopedia Rialp» t. 
XI, Madrid 1972; F. J. URRUTIA, Pertinacia y mala fe en la noción canònica de herejía, 
en «Estudios de Deusto» 26 (1978), pp. 253-272; M. VISMARA- L. MUSSELLI, // 
processo di codificazione del diritto penale canonico, Padova 1983; M. F. WALTER, 
Manual de derecho eclesiástico universal, Lima 1844. 
INDICE DE LA TESIS DOCTORAL 
I N T R O D U C C I Ó N . C A P I T U L O I. EL CORPUS IURIS CANONICI. I. Preliminares. 
II. La Palabra anathema en los textos canónicos. III. Mención expresa de los patroci-
nadores de la herejía. 1. Crecientes haereticorum. 2. Los que albergan, acogen o reciben 
a los herejes. 3. Protectores de herejes. 4. Bienhechores de los herejes. IV. Las penas 
temporales que respecto a las personas, bienes, y derechos civiles sancionó la Iglesia y 
se contienen en el Corpus Iuris Canonici estando vigentes hasta finales del siglo XIX. 
1. Infamia transmisible a hijos y nietos, a) Noción, b) ¿Quiénes son los infames? c) 
«Los difamados de herejía». 2. Intestabilidad y, como consecuencia, incapacidad de 
heredar. 3. Confiscación de bienes, incluso después de la muerte del hereje (se excluyen 
a los hijos ortodoxos). 4. Pérdida del derecho a la patria potestad. 5. Cárcel perpetua. 6. 
Liberación de sus siervos, vasallos y demás de todas sus obligaciones aun juradas. 7. 
Pena capital por combustión si son relapsos, aunque se retracten, no denegándoles los 
sacramentos de la penitencia y de la eucaristía. V. Penas eclesiásticas contra los herejes, 
sus fautores, encubridores y defensores. VI. Sujeto del delito: ¿Quién puede ser reo de 
herejía en juicio? VII. Fin medicinal de las sanciones penales impuestas a los herejes. 
VIII. Medios que la Iglesia tuvo hasta el siglo XIX para preservar a los fieles cristianos 
de la herejía. C A P I T U L O II. L A BULA IN COENA DOMINI Y L A C O N S T I T U C I Ó N 
APOSTOLICAE SEDIS. I. Introducción. II. La Bula In Coena Domini. 1. Noción y 
origen. 2. Relación entre la bula In Coena y la Constitución Apostolicae Sedis. 3. Con 
referencia al delito de herejía. III. La Constitución Apostolicae Sedis. 1. Introducción. 
2. Historia y ámbito de la Constitución Apostolicae Sedis. 3. El delito de herejía en la 
Constitución Apostolicae Sedis y su evolución hasta el Código del 17. a) 
Consideraciones sobre el aspecto objetivo de la herejía, b) Nomenclatura y clases 
jurídicas de herejes, c) Comparación con el Código del 17. C A P I T U L O III. EL D E L I T O DE 
H E R E J Í A EN EL CIC-17. I. Fuentes canónicas del canon 1364 §1 del CIC-83. II. La 
primera codificación del derecho canónico. 1. La elaboración del CIC-17. 2. Los 
proyectos de códigos privados: su importancia. 3. Análisis de los cánones: fuentes de 
cada Autor, a) El Código de Pillet. b) El Código de Deshayes. c) El votum de 
Hollweck. 4. Recapitulación. 5. Sujeto capaz de ser hereje. C A P I T U L O IV. ITER DEL 
CANON 1364 DEL CIC-83. I. Relación historia 1. Periodo de redacción. 2. Periodo 
consultivo. II. Evolución del canon sobre los klitos contra la fe. III. Análisis de la 
evolución redaccional del canon. 1. Relación he? a al Schema del 73.2. Relación hecha 
al Schema del 80. IV. Cuestiones doctrinales de especial interés. 1. ¿Por qué imponer 
una sanción penal al hereje?. 2. Otros ejemplos ••istóricos. C O N C L U S I O N E S . ANEXOS. 
ANEXO I: Synopsis de las bulas In Coena Domini en relación al delito de herejía. 
ANEXO II: Synopsis de los cánones sobre los delitos contra la fe en los esquemas del 
CIC-17. ANEXO III: Legislación vigente referida a las dimensiones jurídicas del acto de 
fe. B I B L I O G R A F Í A . A) F U E N T E S . B) A U T O R E S . 
